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Documentación. Contratación 



I.  DOCUMENTACIÓN

1.  APERTURA DEL CENTRO DE TRABAJO

Convenio O.I.T. nº 81; R.D.L. 1/1986, 14 mar. (modificado por L. 25/2009); RD 1627/1997, y Orden TIN/1071/2010, de 27 abr. (BOE 1 may. 2010)

No se precisa autorización previa para proceder a la apertura de un centro de trabajo o proseguir los trabajos después de efectuar ampliaciones o transformaciones de importancia; debiendo no obstante a tal efecto cursar comunicación a la autoridad laboral competente con carácter previo o dentro de los 30 días siguientes de la apertura o reanudación de trabajos, ajustándose dicha comunicación a las normas y modelo establecido en la Orden TIN/1071/2010, de 27 abr. (BOE 1 may. 2010).

Tratándose de Obras de construcción incluidas en el ámbito del R.D. 1627/1997, de 24 octubre, la comunicación de apertura del centro de trabajo deberá ser previa al comienzo de los trabajos y se efectuará únicamente por los empresarios que tengan la condición de Contratistas, debiendo el Promotor velar por la obligación de comunicación previa impuesta al Contratista.

El incumplimiento de esta obligación será calificada de infracción social leve a excepción de tratarse de industria peligrosa insalubre o nociva, en cuyo caso podrá ser calificada de grave.

La comunicación de apertura se efectuará por cuadruplicado ejemplar en el modelo oficial establecido por cada Comunidad Autónoma, consignándose los siguientes datos e informaciones:

A) Datos de la empresa:

1. Nombre o razón social, domicilio, municipio, provincia, código postal, teléfono y dirección de correo electrónico.

2. Identificación, documento nacional de identidad o código de identificación fiscal, y si se trata de extranjero, asilado o refugiado, pasaporte o documento sustitutivo.

3. Expresión de si la empresa es de nueva creación o ya existente.

4. Actividad económica.

5. Entidad gestora o colaboradora de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.

B) Datos del centro de trabajo:

1. Nombre, domicilio, municipio, provincia, código postal y teléfono. Para la exacta localización del centro deberá concretarse su ubicación de forma clara y precisa.

2. Número de inscripción en la seguridad social, clase de centro, causa que ha motivado la comunicación y fecha de comienzo de la actividad.

3. Actividad económica.

4. Número total de trabajadores de la empresa ocupados en el centro de trabajo, distribuidos por sexo.

5. Superficie construida en metros cuadrados.

6. Modalidad de la organización preventiva.

C) Datos de producción y/o almacenamiento del centro de trabajo:

1. Potencia instalada (kw o cv).

2. Especificación de la maquinaria y aparatos instalados.

3. Si realiza trabajos o actividades incluidos en el anexo I del Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención, así como, en su caso, la especificación de trabajo, actividades, operaciones o agentes incluidos en dicho anexo.

La presentación de la comunicación se efectuará ante el servicio ó unidad correspondiente de la Comunidad Autónoma (en Ceuta y Melilla la presentación se efectuará en el Área Provincial de Trabajo y Asuntos Sociales.

En el caso de que comunicación no respetara las exigencias legalmente establecidas se notificará al interesado tal extremo y se le otorgará un plazo de subsanación de los defectos apreciados, de 10 días. Transcurrido dicho plazo sin haberse procedido a la subsanación, se entenderá como no efectuada la comunicación.

2.  LIBRO DE VISITAS Y LIBRO DE VISITAS ELECTRÓNICO DE LA ITSS

R.D.Leg. 1/1994; R.D. 84/1996; L. 24/2001; R. 11 abr. 2006 y R. 25 nov. 2008 (BOE 2 dic.)

2.1.  Libro de Visitas ITSS en formato convencional (papel) R. 11 abr. 2006

Las empresas deben disponer en cada centro de trabajo de un «Libro de Visitas» conforme al modelo oficial, que deberá estar a disposición de los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social y de los Subinspectores de Empleo y Seguridad Social.

La misma obligación afecta a los trabajadores por cuenta propia y a los titulares de centros o establecimientos, aun en el caso de que no empleen trabajadores por cuenta ajena, e independientemente del régimen de la Seguridad Social que resulte aplicable.

Existen excepciones a esta norma general, como son las siguientes:

• Las empresas que cuenten con centros de trabajo con permanencia inferior a 30 días en los que empleen 6 o menos trabajadores no estarán obligadas a disponer de Libro de Visitas propio o específico de dichos centros, utilizándose a tales efectos el del centro en que se encuentre domiciliada la empresa en la provincia de que se trate.

• También cuando se justifique la imposibilidad o extrema dificultad objetiva para que en cada centro de trabajo se disponga de un Libro de Visitas propio, los Jefes de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrán autorizar la correspondiente excepción para el ámbito territorial de una misma provincia.

Cada ejemplar del Libro de Visitas será habilitado por el Jefe de la Inspección de la provincia en que radique el centro de trabajo.

Los Libros de Visitas agotados se conservarán a disposición de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social durante el plazo de cinco años.

2.2.  Libro de Visitas Electrónico (R. 25 nov. 2008)

Las empresas y trabajadores autónomos que legalmente deban disponer en sus centros de trabajo del Libro de Visitas de la ITSS, podrán solicitar la sustitución de esta obligación por el alta en la aplicación informática del Libro de Visitas Electrónico.

• Requisitos :

- El solicitante deberá garantizar que en todo centro de trabajo en el que se sustituya el Libro de visitas convencional por la aplicación electrónica se dispone, al menos, de un ordenador personal con dispositivo lector de tarjetas inteligentes (smartcard) con acceso habilitado a la aplicación electrónica, a través de internet.

• Solicitud de autorización y Procedimiento:

- Las solicitudes de autorización en el Libro de Visitas Electrónico deberán formularse a través de la Inspección Provincial de Trabajo y Seguridad Social correspondiente a dónde esté ubicado el domicilio social de la empresa.

- Las solicitudes se presentarán en el modelo oficial establecido, incluyendo los datos identificativos de la empresa y, necesariamente en el caso de personas jurídicas, las escrituras o poderes notariales que acrediten a quienes ostenten la condición de representante de la empresa o del trabajador autónomo.

- En la solicitud se identificará a la persona física que tendrá la condición de administrador de la aplicación respecto de la empresa o trabajador autónomo y que estará autorizada para gestionar el alta, baja o mantenimiento de los usuarios a los que se permita el acceso a la publicación.

- La Autorización de alta de la empresa en el Libro de Visitas Electrónico corresponderá al Jefe/a de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

- Una vez concedida la autorización, la empresa solicitará a través de la aplicación la asignación de Libro de Visitas Electrónico para todos o algunos de sus centros de trabajo.

- Asimismo se indicarán los usuarios autorizados para la consulta de las diligencias del Libro de Visitas por cada centro y la relación de cuentas de correo electrónico que recibirán la comunicación de las diligencias efectuadas.

• Exenciones. Las empresas acogidas a la aplicación del Libro de Visitas Electrónico que cuenten con centros de trabajo con permanencia inferior a 30 días en los que empleen seis o menos trabajadores, no estarán obligadas a disponer de Libro de Visitas propio de dichos centros, utilizándose a tales efectos un Libro de Visitas único que se generará de forma automática al solicitar el alta del Libro de Visitas electrónico del primer centro de trabajo, y que tendrá asociadas exclusivamente las diligencias relativas a tales centros de trabajo no permanentes.

- Bajas. La baja de la empresa en el Libro de Visitas electrónico se producirá automáticamente al solicitar la baja del último libro de Visitas Electrónico que tuviera activo.

- Modelo: El modelo de solicitud de alta de empresa o trabajadores autónomos en el Libro de Visitas electrónico se halla disponible en la WEB de la ITSS (www.mtin.es/itss).

3.  LIBRO DE MATRÍCULA DEL PERSONAL

Desde el 1 de enero de 2002 quedó suprimida la obligación empresarial de llevar un Libro de Matrícula del Personal en la empresa o centro de trabajo. Así lo estableció el art. 37 de la L. 24/2001, 27 dic., de M.F.A.O.S. (B.O.E. 31 dic.) que derogó el art. 101 del T.R.L.G.S.S. y el ap. 3 del art. 22 del T.R.L.I.S.O.S., aprobado por R.D.Leg. 5/2000, 4 ag.

4.  CALENDARIO LABORAL

R.D. 2001/1983; R.D. 1346/1989; T.R.L.E.T.- R.D.Leg 1/1995; R.D. 1561/1995; y R. 5 nov. 2008, BOE 15 nov.

Que comprenderá:
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Anualmente, tras un proceso de consulta e informe previo de los representantes de los trabajadores (en la empresa o por centros de trabajo) se elaborará por la empresa, debiendo exponerse un ejemplar del mismo en lugar visible del centro de trabajo (art. 34.6, T.R.L.E.T.).

Asimismo la Dirección de la empresa cuando existan razones económicas, técnicas, organizativas o productivas, podrá acordar modificaciones del horario, régimen de trabajo a turnos según las condiciones y procedimientos que se establecen en el art. 41 T.R.L.E.T.

5.  SEGURIDAD SOCIAL

R.D. 84/1996, 26 en.; R.D.L. 5/2000, T.R.L.I.S.O.S.

CONSERVACIÓN DE DATOS Y DOCUMENTACIÓN

• Los empresarios y, en su caso, los trabajadores por cuenta propia, están obligados a conservar, por un período mínimo de 4 AÑOS, los registros o soportes informáticos en que se hayan transmitido los correspondientes datos que acrediten el cumplimiento de las obligaciones en materia de afiliación, altas, bajas o variaciones que, en su caso, se produjeran en relación a dichas materias y documentos justificativos de la inscripción del empresario, documento o documentos de asociación para la protección de las contingencias profesionales y, en su caso, de la opción por la cobertura de la prestación económica por incapacidad temporal, y documentos de afiliación, partes de alta y baja y comunicaciones de variaciones de datos si no hubieran sido tramitados telemáticamente (art. 52, R.D. 84/1996, 26 en.).

LIQUIDACIONES SEGURIDAD SOCIAL

• Los empresarios y demás sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar, deberán conservar los documentos (o registros/soportes informáticos) de cotización debidamente diligenciados por la oficina recaudadora (art. 21, R.D.L. 5/2000, T.R.L.I.S.O.S.).

• Los empresarios deberán colocar, en lugar destacado del centro de trabajo, dentro del mes siguiente a aquel al que corresponda el ingreso de las cuotas, el ejemplar del documento de cotización o copia autorizada del mismo. Esta obligación puede sustituirse poniendo de manifiesto la misma documentación a los representantes del personal (art. 21, R.D.L. 5/2000, T.R.L.I.S.O.S.)

6.  SUBCONTRATACIONES DE OBRAS Y SERVICIOS (Art. 42, T.R.L.E.T.)

6.1. Certificación Negativa de Descubiertos en la TGSS

• Los empresarios que contraten o subcontraten con otros la realización de obras o servicios correspondientes a la propia actividad de aquéllos deberán comprobar que dichos contratistas están al corriente en el pago de las cuotas de la Seguridad Social. Al efecto, recabarán por escrito, con identificación de la empresa afectada, certificación negativa por descubiertos en la T.G.S.S., que deberá librar inexcusablemente dicha certificación en el término de 30 días improrrogables y en los términos que reglamentariamente se establezcan. Transcurrido este plazo, quedará exonerado de responsabilidad el empresario solicitante.

• El empresario principal, salvo el transcurso del plazo antes señalado respecto a la Seguridad Social, y durante el año siguiente a la terminación de su encargo, responderá solidariamente de las obligaciones de naturaleza salarial contraídas por los contratistas y subcontratistas con sus trabajadores y de las referidas a la Seguridad Social durante el período de vigencia de la contrata.

No habrá responsabilidad por los actos del contratista cuando la actividad contratada se refiera exclusivamente a la construcción o reparación que pueda contratar un cabeza de familia respecto de su vivienda, así como cuando el propietario de la obra o industria no contrate su realización por razón de una actividad empresarial.

6.2.  Documentación: Libro de Subcontratas

• Cuando las empresas principal, contratista o subcontratista compartan de forma continuada un mismo centro de trabajo, la primera deberá disponer de un libro registro en el que se refleje la información siguiente respecto de todas las empresas citadas; dicho libro estará a disposición de los representantes legales de los trabajadores:

a) Nombre o razón social, domicilio y número de identificación fiscal de la empresa contratista o subcontratista.

b) Objeto y duración de la contrata.

c) Lugar de ejecución de la contrata.

d) En su caso, número de trabajadores que serán ocupados por la contrata o subcontrata en el centro de trabajo de la empresa principal.

e) Medidas previstas para la coordinación de actividades desde el punto de vista de la prevención de riesgos laborales.

• Los trabajadores del contratista o subcontratista deberán ser informados por escrito por su empresario de la identidad de la empresa principal para la cual estén prestando servicios en cada momento. Dicha información deberá facilitarse antes del inicio de la respectiva prestación de servicios e incluirá el nombre o razón social del empresario principal, su domicilio social y su número de identificación fiscal. Asimismo, el contratista o subcontratista deberán informar de la identidad de la empresa principal a la T.G.S.S. en los términos que reglamentariamente se determinen.

6.3.  Sector de la Construcción: Libro de Subcontratación (L. 32/2006, 18 oct., B.O.E. del 19; y RD 1109/2007, 24 ag., por el que se desarrolla la L. 32/2006; B.O.E. del 25)

• En toda obra de construcción, incluida en el ámbito de aplicación de esta Ley, cada contratista deberá disponer de un Libro de Subcontratación.

• En dicho libro, que deberá permanecer en todo momento en la obra, se deberán reflejar, por orden cronológico desde el comienzo de los trabajos, todas y cada una de las subcontrataciones realizadas en una determinada obra con empresas subcontratistas y trabajadores autónomos, su nivel de subcontratación y empresa comitente, el objeto de su contrato, la identificación de la persona que ejerce las facultades de organización y dirección de cada subcontratista y, en su caso, de los representantes legales de los trabajadores de la misma, las respectivas fechas de entrega de la parte del plan de seguridad y salud que afecte a cada empresa subcontratista y trabajador autónomo, así como las instrucciones elaboradas por el coordinador de seguridad y salud para marcar la dinámica y desarrollo del procedimiento de coordinación establecido, y las anotaciones efectuadas por la dirección facultativa sobre su aprobación de cada subcontratación excepcional de las previstas en el artículo 5.3 de esta Ley.

• Al Libro de Subcontratación tendrán acceso el promotor, la dirección facultativa, el coordinador de seguridad y salud en fase de ejecución de la obra, las empresas y trabajadores autónomos intervinientes en la obra, los técnicos de prevención, los delegados de prevención, la autoridad laboral y los representantes de los trabajadores de las diferentes empresas que intervengan en la ejecución de la obra.

• Cada empresa deberá disponer de la documentación o título que acredite la posesión de la maquinaria que utiliza, y de cuanta documentación sea exigida por las disposiciones legales vigentes.

• Reglamentariamente se determinarán las condiciones del Libro de Subcontratación al que se refiere el apartado 1, en cuanto a su régimen de habilitación, por la autoridad laboral autonómica competente, así como el contenido y obligaciones y derechos derivados del mismo, al tiempo que se procederá a una revisión de las distintas obligaciones documentales aplicables a las obras de construcción con objeto de lograr su unificación y simplificación (art. 8, L. 32/2006, 18 oct., reguladora de la subcontratación en el Sector de la Construcción).

II.  COLOCACIÓN

1.  S.P.E.E./OFICINAS DE TRABAJO DE LAS CC.AA.

Los empresarios están obligados a comunicar a la oficina pública de empleo, en el plazo de los 10 días siguientes a su concertación y en los términos que reglamentariamente se determinen, el contenido de los contratos de trabajo que se celebren o las prórrogas de los mismos, deban o no formalizarse por escrito (art. 16.1, T.R.L.E.T.).

• Forma de efectuar tales comunicaciones por las empresas

Las empresas podrán efectuar dichas comunicaciones mediante cualquiera de las siguientes formas:

- Mediante la presentación en los Servicios Públicos de Empleo de copia de los contratos de trabajo o de sus prórrogas.

- Mediante la presentación en los Servicios Públicos de Empleo de la Comunicación de datos de los contratos y prórrogas que sean definidos como de comunicación obligatoria, y de las propias copias básicas.

- Mediante medios telemáticos en la forma que reglamentariamente se determine por el Mº Trabajo y Asuntos Sociales, en el marco de lo previsto en el R.D. 263/1996.

• Contenido de las Comunicaciones

Las comunicaciones del contenido de los contratos o de sus prórrogas, contendrán los datos que se definan como obligatorios por el Mº Trabajo y Asuntos Sociales.

Tales datos se referirán a la:

- identificación del trabajador

- identificación de la empresa

- requisitos de cada modalidad contractual, de las transformaciones o conversiones de los contratos temporales en indefinidos

- los llamamientos de los trabajadores fijos discontinuos

- los pactos de horas complementarias en los contratos a tiempo parcial indefinidos

- los datos de las certificaciones expedidas por la Administración pública o entidad encargada de gestionar la formación de trabajadores sustituidos durante dichos períodos por trabajadores desempleados beneficiarios de prestaciones por desempleo.

• Derecho de Información de los trabajadores y sus representantes legales

Trabajadores: Los trabajadores podrán solicitar de los Servicios Públicos de Empleo, en cualquier momento, la información del contenido de las comunicaciones realizadas por las empresas, respecto de aquellos contratos en que sean parte.

Representantes Legales: La información relativa a los datos de contratos de trabajo provenientes de las copias básicas de los mismos, estará a disposición de los representantes legales de los trabajadores, a través de los órganos de participación institucional de los mismos en los correspondientes Servicios Públicos de Empleo.

2.  AGENCIAS DE COLOCACIÓN (R.D. 1976/2010, 30 dic.)

La intermediación en el mercado de trabajo se configura como un servicio de carácter público, con independencia de los agentes que la realizan, que además de incrementar las posibilidades de colocación de las personas trabajadoras en desempleo, pretende configurar un mercado de trabajo cada vez más equilibrado que subsane las disfunciones que impiden la adecuada casación entre ofertas y demandas de empleo.

En este contexto la Ley 35/2010, de 17 septiembre modifica la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, procediendo a regular las agencias privadas de colocación, incluyendo las que tienen ánimo de lucro, cuya actividad no permitía la normativa anterior, lo que supone complementar la actividad que ya desarrollan los servicios públicos de empleo, con el fin de mejorar el funcionamiento del mercado de trabajo, dotando para ello a los agentes que intervienen en los procesos de intermediación y de colocación de más y mejores medios.

El Real Decreto 1796/2010, de 30 diciembre, procede al desarrollo reglamentario de la Ley 35/2010, de 17 de septiembre, regulando el régimen de autorización y la actividad de las agencias de colocación que realicen actividades de intermediación laboral.

En la definición de las agencias de colocación se siguen las referencias establecidas en la Ley 35/2010, esto es, la actividad propia de las mismas que consiste en la realización de actuaciones de intermediación laboral, incluyéndose la mención a las empresas de recolocación como agencias de colocación especializadas en esta actividad.

Asimismo se recoge la distinción entre agencias de colocación autorizadas que actúan de forma autónoma pero coordinada con los servicios públicos de empleo, con las que actúan como entidad colaboradora de los mismos mediante la suscripción de un convenio de colaboración.

Se recoge la obligatoriedad de que las agencias de colocación obtengan para poder realizar su actividad Autorización de los servicios públicos de empleo. Dicha autorización la concederá el Servicio Público de Empleo Estatal cuando las agencias pretendan establecer centros desde los que desarrollar su actividad en más de una comunidad autónoma, o del servicio equivalente en la comunidad autónoma cuando pretendan establecer centros únicamente en el territorio de esa comunidad. En el supuesto de que las agencias de colocación pretendan ampliar su ámbito de actuación, estableciendo centros en otras comunidades autónomas, deberán solicitar la ampliación de su autorización. En todo caso se establece que la autorización será única y tendrá validez para gestionar ofertas de trabajo y solicitudes de empleo de todo el territorio español.

La autorización se establece por una vigencia inicial de cinco años que se podrá prorrogar de forma indefinida, con la comprobación, en todo caso, por parte de los servicios públicos de empleo de que se mantienen los requisitos y condiciones que determinaron su otorgamiento.

La información sobre las agencias autorizadas quedará integrada en el espacio telemático común a fin de que pueda ser conocida tanto por los servicios públicos de empleo como por la ciudadanía en general.

En relación a la Financiación de estas agencias de colocación: se determina que sólo podrán recibir financiación de los servicios públicos de empleo aquellas agencias que suscriban convenios de colaboración con los mismos.

Se establecen las obligaciones que deben cumplir con carácter general todas las agencias de colocación, destacando entre ellas la exigencia de que en la actuación de estas agencias se garantice la gratuidad a las personas trabajadoras por la prestación de servicios, los principios de igualdad, no discriminación en el acceso al empleo y el respeto a la intimidad y dignidad a las personas trabajadoras en el tratamiento de sus datos. Asimismo se recoge la obligación de elaborar y ejecutar planes específicos para la colocación de personas trabajadoras desempleadas integrantes de colectivos prioritarios. En todo caso las agencias de colocación estarán sujetas a las actuaciones de control e inspección que realicen los servicios públicos de empleo y otros órganos de control.

Por último, en este apartado de obligaciones cabe resaltar que las agencias deben disponer de sistemas informáticos compatibles y complementarios con el Sistema de Información de los Servicios Públicos de Empleo, de tal manera que se suministre información periódica sobre ofertas y demandas de empleo y el resto de actividades que desarrollen, asimismo deberán presentar una memoria anual de actividades realizadas conteniéndose en la misma la información sobre los indicadores de eficacia que se recogen en la disposición adicional primera.

El capítulo IV del RD 1796/2010, de 30 diciembre, se refiere a las agencias de colocación como entidades colaboradoras de los servicios públicos de empleo. En este sentido se establece que para la consideración de entidades colaboradoras se precisa que las agencias suscriban convenios de colaboración con los servicios públicos de empleo.

Para las agencias de colocación que actúan como entidades colaboradoras se recogen, además de las obligaciones generales y de las que se establezcan en los convenios de colaboración, unas obligaciones específicas entre las que cabe destacar el suministrar la información en el formato y con los contenidos que se recojan en el convenio, la comunicación de los incumplimientos de las personas trabajadoras y en concreto de las perceptoras de prestaciones, realizar las acciones propias del convenio, garantizar a las personas trabajadoras y empleadores la gratuidad por la prestación de servicios, así como fijar un porcentaje mínimo de la actividad que deben realizar las agencias de colocación con fondos no provenientes de los servicios públicos de empleo para que puedan suscribir convenios de colaboración.

Las tres disposiciones transitorias del RD 1796/2010 contemplan el plazo que tendrán las agencias de colocación autorizadas con arreglo al Real Decreto 735/1995, de 5 de mayo, para adecuarse a esta nueva regulación y solicitar la correspondiente autorización; se mantiene la vigencia de los convenios para el desarrollo de planes de servicios integrados para el empleo hasta el final de la duración prevista en los mismos; y se habilitan las webs de los servicios públicos de empleo para el suministro de información hasta la entrada en funcionamiento del espacio telemático común.

Finalmente por este real decreto se deroga el Real Decreto 735/1995, de 5 de mayo, por el que se regulan las agencias de colocación sin fines lucrativos y los servicios integrados para el empleo. Dicha normativa ha sido la vigente hasta la aprobación del RD 1796/2010, de 30 diciembre.

3.  INSCRIPCIÓN DEMANDANTES DE EMPLEO

3.1.  Regla General

La obligación de los trabajadores de inscribirse en las Oficinas de Empleo del S.P.E.E. (u Oficinas de trabajo de la respectiva Comunidad Autónoma) cuando hayan de solicitar ocupación, se considerará cumplida (salvo para los solicitantes de prestaciones y subsidios por Desempleo que, obligatoriamente, deben inscribirse ante la correspondiente Oficina Pública del S.P.E.E. o de las CC.AA.) si se inscriben en las Agencias de Colocación autorizadas (art. 10, R.D. 735/1995, 5 may.).

3.2.  La inscripción como demandantes de empleo y suscripción del compromiso de actividad de los beneficiarios de prestaciones y subsidios por desempleo

1. Los solicitantes y beneficiarios de prestaciones y subsidios por desempleo, conforme a lo establecido en el artículo 231 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, deberán inscribirse y mantener la inscripción como demandantes de empleo en el servicio público de empleo, lo que implicará la suscripción ante el mismo del compromiso de actividad, y deberán cumplir las exigencias de dicho compromiso, que quedarán recogidas en el documento de renovación de la demanda. No obstante, una vez inscritos y sin perjuicio de seguir manteniendo dicha inscripción, los solicitantes y beneficiarios de prestaciones y subsidios por desempleo que lo deseen podrán requerir los servicios de las agencias de colocación.

2. La inscripción como demandante de empleo se realizará con plena disponibilidad para aceptar una oferta de colocación adecuada y para cumplir el resto de exigencias derivadas del compromiso de actividad, el cual se entenderá suscrito desde la fecha de la solicitud de las prestaciones y subsidios por desempleo.

3. Los beneficiarios de prestaciones y subsidios por desempleo inscritos en los servicios públicos de empleo, una vez hayan suscrito el compromiso de actividad, deberán participar en las políticas activas de empleo que se determinen en el itinerario de inserción, sin perjuicio de lo dispuesto en el último párrafo del artículo 231.1 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social. Las Administraciones públicas competentes verificarán el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la inscripción como demandantes de empleo y de la suscripción del compromiso de actividad de los beneficiarios de prestaciones y subsidios por desempleo, debiendo comunicar los incumplimientos de dichas obligaciones al Servicio Público de Empleo Estatal, en el momento en que se produzcan o conozcan. Dicha comunicación podrá realizarse por medios electrónicos.

3.3.  Trabajadores Extranjeros (Orden TAS/3698/2006, 22 nov., B.O.E. 6 dic. y Orden TAS/711/2008, 7 mar., B.O.E. del 17)

La L.Org. 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, reformada por las L. Org. 8/2000, de 22 de diciembre, 11/2003, de 29 de septiembre, 14/2003, de 20 de noviembre, y 2/2009, de 11 de diciembre, establece en su artículo 10.1, que los extranjeros que reúnan los requisitos previstos en esa Ley Orgánica y en las disposiciones que las desarrollen tendrán derecho a ejercer una actividad remunerada por cuenta propia o ajena, así como el acceso al sistema de la Seguridad Social, de conformidad con la legislación vigente.

Igualmente, el artículo 36 de la L.Org. 4/2000, prevé que los extranjeros mayores de 16 años que deseen ejercer en España cualquier actividad lucrativa, laboral o profesional, necesitan obtener la correspondiente autorización administrativa para trabajar.

Todo ello determina que los extranjeros no puedan trabajar en tanto no obtengan la preceptiva autorización, que conlleva la concesión por parte de la autoridad laboral de una autorización para trabajar de la clase que corresponda en función del tipo de actividad a desarrollar, o de una excepción a la obligación de obtener dicha autorización para trabajar.

Además, el Reglamento de la L.Org. 4/2000, aprobado por el R.D. 2393/2004, de 30 de diciembre, permite modificar determinadas situaciones de los extranjeros en España accediendo a una autorización de residencia y trabajo siempre y cuando exista un contrato u oferta de empleo del empresario que garantice al trabajador una actividad continuada durante el período de vigencia de la autorización para residir y trabajar.

3.3.1.  Consideración de «trabajador extranjero»

Podrán inscribirse como demandantes de empleo en los servicios públicos de empleo y en las agencias de colocación aquellos extranjeros no comunitarios, mayores de 16 años, que en aplicación de la vigente normativa sobre permanencia y trabajo de los extranjeros en España, tengan reconocido el derecho de acceso al mercado de trabajo.

Se consideran trabajadores extranjeros a toda persona física que careciendo de la nacionalidad española y no siendo nacionales de los estados miembros de la U.E., ni de los otros estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, ejerza o trate de ejercer en España una actividad lucrativa, laboral o profesional ya sea por cuenta propia o ajena.

También se consideran trabajadores extranjeros, a los efectos de aplicación de la presente orden ministerial, a todas las personas físicas nacionales de Estados miembros que estén condicionadas por períodos transitorios para la libre circulación de trabajadores, durante la vigencia de tales períodos.

3.3.2.  Documentos acreditativos que dan derecho de acceso al mercado de trabajo

• El derecho de acceso al mercado de trabajo se concreta en la posesión de una autorización administrativa para trabajar, o bien, no estando en posesión de ella y encontrándose legalmente en España, estar en condiciones de acceder a ella.

• Se podrán inscribir como demandantes de empleo en los servicios públicos de empleo y en las agencias de colocación, los titulares, en edad laboral, de los documentos siguientes, durante la vigencia de los mismos o con las condiciones previstas en la Orden TAS/3698/2006, 22 nov. (B.O.E. 6 dic.) :

a) Autorización de residencia permanente, acreditada con la tarjeta de identidad de extranjero o con la resolución por la que se conceda dicha autorización.

b) Autorización de residencia temporal, acreditada con la tarjeta de identidad de extranjero o con la resolución por la que se conceda dicha autorización.

c) Autorización de residencia temporal en virtud de reagrupación familiar, acreditada con la tarjeta de identidad de Extranjero o con la resolución por la que se conceda dicha autorización.

d) Autorización de residencia temporal por circunstancias excepcionales: por razones humanitarias, por colaboración con las autoridades administrativas, policiales, fiscales o judiciales, o por razones de interés público o de seguridad nacional, acreditada con la tarjeta de identidad de extranjero o con la resolución por la que se conceda dicha autorización.

e) Autorización de residencia temporal por circunstancias excepcionales por razones de arraigo y por razones de protección internacional, acreditada con la tarjeta de identidad de extranjero o con la resolución por la que se conceda dicha autorización.

f) Autorización de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena, acreditada con la tarjeta de identidad de extranjero o con la resolución por la que se conceda dicha autorización.

g) Autorización de residencia temporal y trabajo por cuenta propia, acreditada con la tarjeta de identidad de extranjero o con la resolución por la que se conceda dicha autorización.

h) Autorización de residencia temporal a favor de un menor extranjero no acompañado, en edad laboral, acreditada con la tarjeta de identidad de extranjero o con la resolución por la que se conceda dicha autorización, o acreditación de los servicios de protección de menores de la comunidad autónoma.

i) Visado para la búsqueda de empleo dirigido a hijo o nieto de español de origen, o visado para la búsqueda de empleo para determinados sectores de actividad u ocupaciones.

j) Autorización para investigación y estudios acreditada con el visado de estancia por estudios o con la tarjeta de identidad de extranjero.

k) Autorización de residencia temporal con excepción a la autorización de trabajo, acreditada con la tarjeta de identidad de extranjero o con la resolución por la que se conceda dicha autorización.

l) Documento de solicitante de asilo en el que conste la inscripción «autoriza a trabajar».

m) Documento de identidad de los refugiados y de los familiares a quienes se haya reconocido la extensión familiar para residir en España.

n) Documento de identidad de los apátridas.

ñ) Certificaciones expedidas, para los extranjeros en situación de estancia o residencia, por las oficinas de extranjeros o, en defecto de éstas, por las áreas o dependencias de Trabajo y Asuntos Sociales, durante los tres meses anteriores a la solicitud de la inscripción.

• Siempre que sea exigible, el trabajador deberá poseer la titulación debidamente homologada o acreditar la capacitación exigida para el ejercicio de la profesión.

• Previo al inicio de la actividad laboral, el empresario que vaya a contratar a estos trabajadores, será el responsable según el caso, de comprobar la vigencia de las autorizaciones, los requisitos de actividad laboral y ámbito territorial para el que va a ser contratado, o bien obtener la solicitud de autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena, según los distintos requisitos y procedimientos establecidos en el Reglamento de la L.Org. 4/2000, de 11 de enero.

4. RECONOCIMIENTOS MÉDICOS

Las empresas deberán practicar un reconocimiento médico previo a la admisión de los trabajadores que hayan de cubrir puestos con riesgos de enfermedades profesionales y reconocimientos periódicos. El incumplimiento de estas obligaciones determinará la responsabilidad directa de la empresa sobre todas las prestaciones que puedan derivarse en tales casos de enfermedad profesional (arts. 196 y 197, R.D. Leg. 1/1994, 20 jun.). En los demás casos, y en todo tipo de empresas, el empresario garantizará a los trabajadores a su servicio la vigilancia periódica de su estado de salud, en función de los riesgos inherentes a su trabajo, aunque estos exámenes o reconocimientos médicos sólo podrán llevarse a cabo cuando el trabajador preste su consentimiento. De este carácter voluntario sólo se exceptuarán, previo informe de los representantes de los trabajadores, los supuestos en que la realización de los reconocimientos sea imprescindible para evaluar los efectos de las condiciones de trabajo sobre la salud de los trabajadores o para verificar si el estado de salud del trabajador puede constituir un peligro para el mismo, para los demás trabajadores o para terceros relacionados con la empresa o cuando así esté establecido en una disposición legal en relación con la protección de riesgos específicos y actividades de especial peligrosidad [art. 22, L. 31/1995, 8 nov. (B.O.E. del 10)].

5.  MENORES

Se prohíbe la admisión al trabajo de los menores de 16 años (art. 6, T.R.L.E.T.).

No obstante ello, excepcionalmente se permite, excepcionalmente, la participación de menores de 16 años en espectáculos públicos siempre que la actividad de que se trate no suponga un peligro para su salud, integridad física y formación humana, cuenten con el consentimiento de sus representantes legales (padres o tutores) y se haya otorgado la preceptiva Autorización por parte de la Autoridad Laboral. El contrato de trabajo para la actividad/participación autorizada se celebrará por los representantes legales del menor quien habrá, también, de prestar consentimiento para ello cuando se estime que posee «suficiente juicio».

Se halla prohibida a los menores de 18 años:

- La realización de trabajos nocturnos, entre las 22 h y las 06 h (en el trabajo en el mar la consideración de trabajo nocturno para los menores de 18 años se extiende desde las 22 h. hasta las 07 horas.)

- La realización de horas extraordinarias.

- Todas aquellas actividades o desempeño de puestos de trabajo que el Gobierno declare insalubres, penosos, nocivos o peligrosos tanto para la salud del menor como para su formación profesional y humana.

6.  DISCAPACITADOS

Las empresas (públicas y privadas) de más de 50 trabajadores fijos vienen obligadas a emplear a un número de trabajadores discapacitados no inferior al 2% de la plantilla [art. 38, L. 13/1982, 7 abr. (B.O.E. del 30)].

- Sobre medidas de incentivo a la contratación de trabajadores minusválidos: R.D. 1451/1983, 11 may. (B.O.E. 4 jun.).

- Sobre relaciones de trabajo de discapacitados en Centros Especiales de Empleo: R.D. 1368/1985, 17 jul. (B.O.E. 8 ag.).

- Sobre el procedimiento para el reconocimiento, declaración y calificación del grado de minusvalía: RD 1971/1 999, 23 dic. (BOE 26 en.), modificado por RD 1169/2003, 12 sept. (BOE 4 oct.) y por RD 1856/2009, 4 dic. (BOE 26 dic.).

- Sobre medidas alternativas de carácter excepcional al cumplimiento de la cuota de reserva del 2% en favor de trabajadores discapacitados en empresas de 50 o más trabajadores: R.D. 364/2005, 8 abr., por el que se regula el cumplimiento alternativo con carácter excepcional de la cuota de reserva en favor de los trabajadores con discapacidad (B.O.E. del 20).

- Sobre el acceso al empleo público y la provisión de puestos de trabajo de las personas con discapacidad, ver el R.D. 2271/2004, 3 sept. (B.O.E. 12 dic.)

- También el R.D. 290/2004, 20 feb., por el que se regulan los Enclaves Laborales como medida de fomento del empleo de las personas con discapacidad.

- R.D. 1414/2006, 1 dic., por el que se determina la consideración de persona con discapacidad a los efectos de la L. 51/2003, 2 dic., de Igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad (B.O.E. del 16).

- RDL 3/2011, 18 feb., de medidas urgentes para la mejora de la empleabilidad y reforma de las políticas activas de empleo (BOE del 19).

7.  TRABAJADORES EXTRANJEROS

R.D. 2393/2004, 30 dic., por el que se aprueba el Reglamento de la L. Org. 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social.

O. PRE/140/2005, 2 feb., por la que se desarrolla el procedimiento aplicable al proceso de normalización previsto en la Disposición Transitoria Tercera del R.D. 2393/2004.

R. Servicio Público de Empleo Estatal 8 Feb. 2005 (elaboración del catálogo de ocupaciones de difícil cobertura regulado en art. 50.a) del Reglamento de LO 4/2000 de 11 Ene. (B.O.E. 24 feb.)

OM TAS/1745/2005 de 3 Jun. (certificación acreditativa del requisito del art. 50.a) del Reglamento de la LO 4/2000 de 11 Ene. (B.O.E. 13 jun.).

R. Inmigración y Emigración 12 Ago. 2005 (Acuerdo Consejo Ministros 15 jul. 2005 que aprueba instrucciones del procedimiento para autorizar residencia y desarrollo de actividades laborales deportivas profesionales por extranjeros) (B.O.E. 22 ag.).

R.D. 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (B.O.E. 28 feb.).

R. de 28 de febrero de 2007, de la Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración, por la que se dispone la publicación del Acuerdo de Consejo de Ministros, de 16 de febrero de 2007, por el que se aprueban las Instrucciones por las que se determina el procedimiento para autorizar la entrada, residencia y trabajo en España, de extranjeros en cuya actividad profesional concurran razones de interés económico, social o laboral, o relativas a la realización de trabajos de investigación y desarrollo, o docentes, que requieran alta cualificación, o de actuaciones artísticas de especial interés cultural (BOE 16 mar.).

RDL 4/2008, 19 sept., sobre abono acumulado y de forma anticipada de la prestación contributiva por desempleo a trabajadores extranjeros no comunitarios que retornen voluntariamente a sus países de origen (B.O.E. del 20).

Orden TIN/3364/2010, de 28 diciembre, por la que se regula la gestión colectiva de las contrataciones en origen para 2011 (BOE 30 dic.).

R. 23 dic. 2010, del SPEE, por la que se aprueba el catálogo de ocupaciones de difícil cobertura para el 1er trimestre de 2011 (BOE 15 en 2011).

7.1.  Capacidad para contratar

• El apartado c) del artículo 7 del T.R.L.E.T. concede capacidad para concertar contratos de trabajo a los extranjeros de acuerdo con lo dispuesto en la legislación específica sobre la materia. Tal legislación está constituida básicamente por la L. Org. 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social (modificada por la L.Org. 8/2000, 22 dic.) y la L. Org. 14/2003, de 20 noviembre, de Reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, modificada por la Ley Orgánica 8/2000; la L. 5/1984, de 26 de marzo, reguladora del Derecho de Asilo y la Condición de Refugiado y su Reglamento aprobado por R.D. 203/1995, de 10 de febrero, así como, en relación a los ciudadanos miembros de las CC.EE. y del Espacio Económico Europeo, el R.D. 178/2003, de 14 febrero; así como el R.D. 2393/2004, de 30 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de la L. Org. 4/2000.

A pesar de que con arreglo a las normas del Derecho Internacional, las reglas por las que debe regirse la capacidad jurídica y de obrar de las personas son siempre las que dictan la ley nacional del sujeto, la L. Org. 4/2000 es taxativa al disponer:

«Art. 3. Derechos de los extranjeros e interpretación de las normas. 1. Los extranjeros gozarán en España de los derechos y libertades reconocidos en el Título I de la Constitución en los términos establecidos en los Tratados internacionales, en esta Ley y en las que regulen el ejercicio de cada uno de ellos. Como criterio interpretativo general, se entenderá que los extranjeros ejercitan los derechos que les reconoce esta Ley en condiciones de igualdad con los españoles.»

«Art. 36. Autorización para la realización de actividades lucrativas. 1. Los extranjeros mayores de 16 años precisarán, para ejercer cualquier actividad lucrativa, laboral o profesional, de la correspondiente autorización administrativa previa para residir y trabajar. La autorización de trabajo se concederá conjuntamente con la de residencia, salvo en los supuestos de penados extranjeros que se hallen cumpliendo condenas o en otros supuestos excepcionales que se determinen reglamentariamente.

2. La eficacia de la autorización de residencia y trabajo inicial se condicionará al alta del trabajador en la Seguridad Social. La Entidad Gestora comprobará en cada caso la previa habilitación de los extranjeros para residir y realizar la actividad.»

• Los extranjeros en territorio nacional están sometidos, en orden a su capacidad para contratar y acceder al trabajo a las mismas reglas ya vistas que los nacionales españoles, además de las relativas a la posesión de autorización de residencia y de trabajo.

• Contando con los pertinentes permisos administrativos, y el alta en la Seguridad Social, el extranjero tendrá, desde la perspectiva jurídica, «legalizada» su situación en nuestro país, aun cuando, desde la específica óptica del derecho laboral, la situación contraria (es decir, hallarse en España «ilegalmente» por no contar con las autorizaciones de estancia y para trabajar) no privará a aquél de los derechos que pudieran asistirle como sujeto de un contrato de trabajo. La validez y eficacia del contrato de trabajo, por lo que hace a los derechos del trabajador extranjero, no queda, pues, supeditada a la inexistencia de permiso de trabajo. (art. 36.3, L. Org. 4/2000).

7.2.  Personas dispensadas de la obligación de poseer Autorización de trabajo

No será necesaria la obtención de Autorización administrativa previa de trabajo en los siguientes supuestos:

- Los técnicos y científicos extranjeros, invitados o contratados por el Estado, las CC.AA. o los Entes locales o los organismos que tengan por objeto la promoción y desarrollo de la investigación promovidos o participados mayoritariamente por las anteriores.

- Los profesores extranjeros invitados o contratados por una Universidad española.

- El personal directivo y el profesorado extranjeros, de instituciones culturales y docentes dependientes de otros Estados, o privadas, de acreditado prestigio, oficialmente reconocidas por España, que desarrollen en nuestro país programas culturales y docentes de sus países respectivos, en tanto limiten su actividad a la ejecución de tales programas.

- Los funcionarios civiles o militares de las Administraciones estatales extranjeras que vengan a España para desarrollar actividades en virtud de acuerdos de cooperación con la Administración española.

- Los corresponsales de medios de comunicación social extranjeros, debidamente acreditados, para el ejercicio de la actividad informativa.

- Los miembros de misiones científicas internacionales que realicen trabajos e investigaciones en España, autorizados por el Estado.

- Los artistas que vengan a España a realizar actuaciones concretas que no supongan una actividad continuada.

- Los ministros, religiosos o representantes de las diferentes iglesias y confesiones, debidamente inscritas en el Registro de Entidades Religiosas, en tanto limiten su actividad a funciones estrictamente religiosas.

- Los extranjeros que formen parte de los órganos de representación, gobierno y administración de los sindicatos homologados internacionalmente, siempre que limiten su actividad a funciones estrictamente sindicales.

- Los españoles de origen que hubieran perdido la nacionalidad española.

- Los menores extranjeros en edad laboral tutelados por la entidad de protección de menores competente, para aquellas actividades que, a propuesta de la mencionada entidad, mientras permanezcan en esa situación, favorezcan su integración social.

7.3.  Supuestos especiales en que no se tendrá en cuenta la situación nacional de empleo para la obtención de la Autorización de trabajo

1. No se tendrá en cuenta la situación nacional de empleo cuando el contrato de trabajo vaya dirigido a:

a) Los familiares reagrupados en edad laboral, o el cónyuge o hijo de extranjero residente en España con una autorización renovada, así como al hijo de español nacionalizado o de ciudadanos de otros Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Espacio Económico Europeo, siempre que estos últimos lleven, como mínimo, un año residiendo legalmente en España y al hijo no le sea de aplicación el régimen comunitario.

b) Los titulares de una autorización previa de trabajo que pretendan su renovación.

c) Los trabajadores necesarios para el montaje por renovación de una instalación o equipos productivos.

d) Los que hubieran gozado de la condición de refugiados, durante el año siguiente a la cesación de la aplicación de la Convención de Ginebra de 28 de julio de 1951, sobre el Estatuto de los Refugiados, por los motivos recogidos en el supuesto 5 de la sección C de su artículo 1.

e) Los que hubieran sido reconocidos como apátridas y los que hubieran perdido la condición de apátridas el año siguiente a la terminación de dicho estatuto.

f) Los extranjeros que tengan a su cargo ascendientes o descendientes de nacionalidad española.

g) Los extranjeros nacidos y residentes en España.

h) Los hijos o nietos de español de origen.

i) Los menores extranjeros en edad laboral con autorización de residencia que sean tutelados por la entidad de protección de menores competente, para aquellas actividades que, a criterio de la mencionada entidad, favorezcan su integración social, y una vez acreditada la imposibilidad de retorno con su familia o al país de origen.

j) Los extranjeros que obtengan la autorización de residencia por circunstancias excepcionales en los supuestos que se determinen reglamentariamente y, en todo caso, cuando se trate de víctimas de violencia de género o de trata de seres humanos.

k) Los extranjeros que hayan sido titulares de autorizaciones de trabajo para actividades de temporada, durante dos años naturales, y hayan retornado a su país.

l) Los extranjeros que hayan renunciado a su autorización de residencia y trabajo en virtud de un programa de retorno voluntario.

2. Tampoco se tendrá en cuenta la situación nacional de empleo, en las condiciones que se determinen reglamentariamente para:

a) La cobertura de puestos de confianza y directivos de empresas.

b) Los profesionales altamente cualificados, incluyendo técnicos y científicos contratados por entidades públicas, universidades o centros de investigación, desarrollo e innovación dependientes de empresas, sin perjuicio de la aplicación del régimen específico de autorización aplicable de conformidad con la presente Ley.

c) Los trabajadores en plantilla de una empresa o grupo de empresas en otro país que pretendan desarrollar su actividad laboral para la misma empresa o grupo en España.

d) Los artistas de reconocido prestigio.

7.4.  Residencia y Trabajo

La norma declara que los extranjeros pueden hallarse legalmente en España bajo diferentes fórmulas o regímenes:

• En Tránsito (territorial o aeroportuario): Se encuentran en tránsito aquellos extranjeros habilitados para atravesar el Espacio Schengen en viaje desde un Estado tercero hacia otro Estado que admita a dicho extranjero o para permanecer en la zona de tránsito internacional de un aeropuerto español, sin acceder al territorio nacional, durante las escalas o enlaces de vuelos.

• Estancia: Se halla en situación de estancia el extranjero que no sea titular de una autorización de residencia y se encuentre autorizado para permanecer en España por un período ininterrumpido o suma de períodos sucesivos cuya duración total no exceda de noventa días por semestre a partir de la fecha de la primera entrada, (con determinadas excepciones para los estudiantes o investigadores y sus familiares). La situación de estancia será autorizada a través del correspondiente visado de estancia, salvo en los casos en que éste no se exija, o, en su caso, a través de la resolución de prórroga de estancia. Cuando la estancia en territorio Español exija Visado, aquélla no podrá prolongarse más allá del período de validez del Visado que la autoriza.

• Residencia: La norma declara que son residentes los extranjeros que se encuentren en España y sean titulares de una autorización para residir. Los residentes podrán encontrarse en situación de residencia temporal o residencia permanente.

- Residencia Temporal: Se halla en la situación de residencia temporal el extranjero que se encuentre autorizado a permanecer en España, por un período superior a noventa días e inferior a cinco años.

- Residencia de Larga Duración: Se halla en situación de residencia de larga duración el extranjero que haya sido autorizado a residir y trabajar en España indefinidamente, en igualdad de condiciones que los españoles.

Ningún empresario puede utilizar el trabajo de un extranjero que no se halle autorizado para trabajar en España salvo que tal persona esté exceptuada de la obtención de la preceptiva autorización de trabajo y paralela autorización de residencia.

7.5.  Clases de Autorizaciones

7.5.1.  Residencia Temporal y Trabajo por cuenta ajena

• La autorización inicial de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena habilitará a los extranjeros que residen fuera de España y que hayan obtenido el correspondiente visado a iniciar una relación laboral por cuenta ajena.

• La autorización inicial de residencia y trabajo por cuenta ajena tendrá una duración de un año y podrá limitarse a un ámbito geográfico y sector de actividad determinado conforme a las instrucciones o directrices determinadas por la Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración.

• En determinados supuestos (previstos reglamentariamente), los extranjeros residentes o los que se hallan en situación de estancia por estudios podrán acceder a la correspondiente autorización de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena, sin que sea exigible el visado. En el caso de los que hubieran sido residentes, la duración de la autorización estará en función del tiempo que hubieran residido previamente en España.

• Los extranjeros que obtengan una autorización deberán solicitar la tarjeta de identidad de extranjero correspondiente en el plazo de un mes desde el comienzo de la autorización.

A) Requisitos para la concesión de la Autorización de residencia temporal y trabajo

a) Que la situación nacional de empleo permita la contratación del trabajador extranjero. A los efectos de determinar dicha situación nacional de empleo, el Servicio Público de Empleo Estatal elaborará, con periodicidad trimestral un catálogo de ocupaciones de difícil cobertura, para cada provincia así como para Ceuta y Melilla, de acuerdo con la información suministrada por servicios públicos de empleo autonómicos.

b) Que se garantice al trabajador una actividad continuada durante el período de vigencia de la autorización para residir y trabajar.

c) Que las empresas solicitantes hayan formalizado su inscripción en el correspondiente régimen del sistema de Seguridad Social y se encuentren al corriente del cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social. Se podrá requerir, además, al empresario que acredite los medios económicos, materiales y personales de los que dispone para su proyecto empresarial.

d) Que las condiciones fijadas en la oferta de trabajo se ajusten a las establecidas por la normativa vigente para la misma actividad, categoría profesional y localidad.

e) Que se posea la titulación, en su caso, debidamente homologada o que se acredite la capacitación exigida para el ejercicio de la profesión.

f) Que los trabajadores extranjeros que se pretenda contratar carezcan de antecedentes penales en España y en sus países anteriores de residencia por delitos existentes en el ordenamiento español.

g) Que los trabajadores extranjeros no se encuentren irregularmente en territorio español.

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo a), no se tendrá en cuenta la situación nacional de empleo en los supuestos establecidos en el art. 40 de la L. Org. 4/2000, 11 en. Igualmente, se autorizará a trabajar sin atender a la situación nacional de empleo a los nacionales de Estados con los que se hayan suscrito convenios internacionales a tal efecto, así como a los nacionales de Estados no pertenecientes a la Unión Europea ni al Espacio Económico Europeo enrolados en buques españoles en virtud de acuerdos internacionales de pesca marítima. En este caso, se concederá validez de autorización para trabajar al duplicado de la notificación de embarque o renovación del contrato de tripulantes extranjeros en buques españoles.

B) Procedimiento

1º. El empleador o empresario que pretenda contratar a un trabajador extranjero no residente en España deberá presentar la correspondiente solicitud de autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena ante el registro del órgano competente para su tramitación, correspondiente a la provincia donde se vaya a ejercer la actividad laboral.

2º. Con la solicitud de autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena en modelo oficial deberá acompañarse la siguiente documentación:

- El DNI o CIF y documento de inscripción de la empresa en la Seguridad Social, o documento acreditativo de hallarse exento; y en el caso de que la empresa esté constituida como persona jurídica, documento público que otorgue su representación legal en favor de la persona física que formule la solicitud.

- El contrato de trabajo o la oferta de empleo en el modelo oficial establecido.

- Cuando la autoridad competente lo considere necesario para asegurar que el empresario podrá hacer frente a las obligaciones dimanantes del contrato de trabajo, éste deberá acreditar, con los documentos que expresa y motivadamente se le requieran, los medios económicos, materiales o personales de los que dispone para su proyecto empresarial y para hacer frente a dichas obligaciones.

- Copia del pasaporte, o documento de viaje, en vigor, del trabajador extranjero.

- Aquellos documentos que justifiquen, si son alegados por el interesado, alguno de los supuestos específicos establecidos en el art. 40 de la L. Org. 4/2000, 11 en. (los que hacen referencia a la no toma en consideración de la situación nacional de empleo para la obtención de la autorización de trabajo).

- La titulación o acreditación de que se posee la capacitación exigida para el ejercicio de la profesión, cuando proceda, debidamente homologada.

- Otros documentos que se hayan determinado mediante orden del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales para evaluar el cumplimiento de los requisitos que estén reglamentariamente establecidos.

3º. Recibida la solicitud, la autoridad competente procederá a la instrucción del procedimiento y a su inmediata tramitación, y recabará de oficio el informe al respecto de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, de la Tesorería General de la Seguridad Social, de los servicios competentes de la Dirección General de la Policía y del Registro Central de Penados y Rebeldes, (informes que deberán ser emitidos en el plazo de 10 días).

4º. En el supuesto de que no se presenten los documentos recogidos en el anterior apartado 2, o no se acredite estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias y de Seguridad Social, se requerirá al interesado con la advertencia expresa de que, de no aportar los documentos o acreditar el cumplimiento de las citadas obligaciones en el plazo de 10 días, se le tendrá por desistido de la petición y se producirá el archivo del expediente.

5º. La autoridad competente, a la vista de la documentación presentada y de los informes obtenidos, resolverá de forma motivada, atendiendo a los requisitos previstos en esta sección, y notificará al empleador la resolución sobre la autorización de residencia y trabajo solicitada, a los efectos de que, en su caso, proceda al abono de las tasas en el plazo correspondiente.

Cuando la resolución fuese favorable, se suspenderá su eficacia hasta la expedición, en su caso, del visado y hasta la efectiva entrada del extranjero en territorio nacional.

En la comunicación al interesado se hará mención expresa a que la autorización no desplegará sus efectos hasta que no se produzca la obtención del visado y la posterior entrada en España de su titular.

La autoridad competente comunicará la resolución favorable, por medios telemáticos y de manera simultánea cuando sea posible, al Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación y a la misión diplomática u oficina consular española correspondiente al lugar de residencia del trabajador.

6º. En el plazo de un mes desde la notificación al empleador o empresario interesado, el trabajador deberá solicitar personalmente el visado en la misión diplomática u oficina consular en cuya demarcación resida. El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, si media causa que lo justifique, podrá determinar la misión diplomática u oficina consular diferente a la anterior en la que corresponda presentar la solicitud de visado. De acuerdo con lo previsto por la disposición adic. tercera de la L. Org. 4/2000, 11 en., podrá realizarse la presentación por un representante legalmente acreditado cuando existan motivos fundados que obstaculicen el desplazamiento del solicitante, como la lejanía de la misión u oficina, dificultades de transporte que hagan el viaje especialmente gravoso o razones acreditadas de enfermedad o condición física que dificulten sensiblemente su movilidad, o cuando se trate de un menor.

Sin perjuicio de lo anterior, cuando a través del poder de representación, de otros documentos aportados en la solicitud o de datos que consten en la Administración, se evidenciase que el extranjero para el que se solicita el visado se halla en España en situación irregular, se inadmitirá a trámite o, si tal circunstancia se advirtiera en un momento posterior, se denegará la solicitud de visado.

7º. La solicitud de visado deberá ir acompañada de:

- Pasaporte ordinario o título de viaje, reconocido como válido en España, con una vigencia mínima de cuatro meses.

- Certificado de antecedentes penales, que debe ser expedido por las autoridades del país de origen o del país o países en que haya residido durante los últimos cinco años, en el que no debe constar condenas por delitos existentes en el ordenamiento español.

- Certificado médico con el fin de acreditar que no padece ninguna de las enfermedades susceptibles de cuarentena previstas en el Reglamento sanitario internacional.

- Copia de la autorización de residencia y trabajo condicionada.

8º. Durante la sustanciación del trámite del visado, la misión diplomática u oficina consular podrá requerir la comparecencia del solicitante y, cuando se estime necesario, mantener una entrevista personal, para comprobar su identidad, la validez de la documentación aportada y la veracidad del motivo de solicitud del visado. La incomparecencia, salvo fuerza mayor, en el plazo fijado, que no podrá exceder de 15 días, producirá el efecto de considerar al interesado desistido en el procedimiento.

9º. Si los representantes de la Administración llegaran al convencimiento de que existen indicios suficientes para dudar de la identidad de las personas, de la validez de los documentos o de la veracidad de los motivos alegados para solicitar el visado, se denegará su concesión de forma motivada y, en caso de haberse celebrado una entrevista, se remitirá copia del acta al organismo que hubiera autorizado inicialmente la autorización.

10º. Notificada la concesión del visado, el trabajador deberá recogerlo personalmente en el plazo de un mes desde la fecha de notificación. De no efectuarse la recogida en el plazo mencionado, se entenderá que el interesado ha renunciado al visado concedido, y se producirá el archivo del expediente.

11º. Una vez recogido el visado, el trabajador deberá entrar en el territorio español en el plazo de vigencia del visado, que no será superior a tres meses.

12º. A partir de la entrada legal en España del trabajador, podrá comenzar su actividad y se producirá su afiliación, alta y posterior cotización en los términos establecidos por la normativa de Seguridad Social que resulte de aplicación.

13º. En el plazo de un mes desde la entrada en España, el extranjero deberá solicitar la tarjeta de identidad de extranjero, personalmente y ante la oficina correspondiente. Dicha tarjeta será expedida por el plazo de validez de la autorización de residencia temporal y será retirada por el extranjero.

14º. Si en el momento de la solicitud de la tarjeta de identidad de extranjero, o transcurrido un mes desde su entrada en España, no existiera constancia de que el trabajador autorizado inicialmente a residir y trabajar ha sido afiliado y/o dado de alta en la Seguridad Social, la autoridad competente podrá resolver la extinción de la autorización. Asimismo, la autoridad competente requerirá al empresario o empleador que solicitó la autorización para que indique las razones por las que no se ha iniciado la relación laboral, con la advertencia de que, si no alegase ninguna justificación o si las razones aducidas se considerasen insuficientes, podrán denegarse ulteriores solicitudes de autorización que presente por considerar que no se garantiza la actividad continuada de los trabajadores.

El visado de residencia y trabajo por cuenta ajena que se expedirá al extranjero incorporará la autorización inicial de residencia y trabajo por cuenta ajena, y la vigencia de ésta comenzará desde la fecha en que se efectúe la entrada en España, la cual deberá hacerse constar obligatoriamente en el pasaporte o título de viaje.

C) Denegación de las autorizaciones de residencia y trabajo por cuenta ajena

Serán denegadas las autorizaciones de residencia y trabajo por cuenta ajena en los supuestos siguientes:

- Cuando consten antecedentes penales del trabajador en España o en sus países anteriores de residencia por delitos existentes en el ordenamiento español.

- Cuando lo exija la situación nacional de empleo (sin perjuicio de los supuestos específicos establecidos en el art. 40 de la L. Org. 4/2000).

- Cuando las condiciones fijadas en el contrato de trabajo u oferta de empleo fueran inferiores a las establecidas por la normativa vigente para la misma actividad, categoría profesional y localidad. También se denegará en el caso de que la contratación fuera a tiempo parcial, cuando, por la duración de la prestación de servicios, la retribución sea inferior al salario mínimo interprofesional, en cómputo anual, en proporción al tiempo de trabajo efectivo, salvo que se tratase del cónyuge no separado de hecho o de derecho de residente legal, o de hijo en edad laboral y menor de 18 años, previamente reagrupados.

- Cuando en los 12 meses inmediatamente anteriores a la fecha de solicitud la empresa haya amortizado los puestos de trabajo que pretende cubrir por despido improcedente o nulo, declarado por sentencia o reconocido como tal en acto de conciliación, o por las causas previstas en los arts. 50, 51 y 52.c) del Estatuto de los Trabajadores, excepto en los supuestos de fuerza mayor.

- Cuando el empleador solicitante haya sido sancionado mediante resolución firme en los últimos 12 meses por infracciones calificadas como muy graves en la L. Org. 4/2000, o por infracciones en materia de extranjería calificadas como graves o muy graves en el texto refundido de la Ley sobre infracciones y sanciones en el orden social (LISOS).

- Cuando el empresario o empleador no garantice al trabajador la actividad continuada durante la vigencia de la autorización de residencia y trabajo, o bien cuando, siendo requerido para ello, no acredite los medios económicos, materiales y personales de los que dispone para su proyecto empresarial y para hacer frente a las obligaciones dimanantes del contrato de trabajo.

- Cuando, para fundamentar la petición, se hayan presentado documentos falsos o formulado alegaciones inexactas, y medie mala fe.

- Cuando se carezca de la titulación especial exigida para el ejercicio de la concreta profesión o de la homologación o de la colegiación cuando así se requiera.

- Cuando conste un informe gubernativo previo desfavorable.

- Cuando concurra una causa prevista legalmente de inadmisión a trámite que no hubiera sido apreciada en el momento de la recepción de la solicitud.

- Cuando el empresario solicitante haya sido condenado mediante sentencia firme por delitos contra los derechos de los trabajadores o contra ciudadanos extranjeros, salvo que los antecedentes penales hubieran sido cancelados.

La denegación, que habrá de ser motivada, expresará los recursos que contra ella procedan, el órgano administrativo o judicial ante el que hubieran de presentarlo y el plazo para interponerlos.

D) Renovación de las autorizaciones de residencia y trabajo por cuenta ajena

1º. La renovación de las autorizaciones de residencia y trabajo por cuenta ajena deberá solicitarse, en modelo oficial, durante los 60 días naturales previos a la fecha de expiración de la vigencia de su autorización. La presentación de la solicitud en este plazo prorrogará la validez de la autorización anterior hasta la resolución del procedimiento.

También se prorrogará hasta la resolución del procedimiento en el supuesto en que la solicitud se presentase dentro de los tres meses posteriores a la fecha en que hubiera finalizado la vigencia de la anterior autorización, sin perjuicio de la incoación del correspondiente procedimiento sancionador por la infracción en la que se hubiese incurrido.

2º. Junto con la solicitud de renovación deberán presentarse los documentos acreditativos de que se reúnen las condiciones para su concesión.

3º. La autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena se renovará a su expiración, en el supuesto de que se acredite la continuidad en la relación laboral que dio lugar a la concesión de la autorización cuya renovación se pretende.

Asimismo, se procederá a la renovación cuando el trabajador acredite la realización habitual de la actividad para la que se concedió la autorización durante un mínimo de seis meses por año y se encuentre en alguna de las siguientes situaciones:

a) Haya suscrito un contrato de trabajo con un nuevo empleador acorde con las características de su autorización para trabajar, y figure en situación de alta o asimilada al alta en el momento de solicitar la renovación.

b) Disponga de una nueva oferta de trabajo que reúna los requisitos establecidos reglamentariamente.

4º. Se renovará la autorización del trabajador que haya tenido un período de actividad de al menos tres meses por año, siempre y cuando acredite:

a) Que la relación laboral que dio lugar a la autorización cuya renovación se pretende se interrumpió por causas ajenas a su voluntad.

b) Que ha buscado activamente empleo, participando en las acciones que se determinen por el servicio público de empleo o bien en programas de inserción sociolaboral de entidades públicas o privadas que cuenten con subvenciones públicas.

c) Que en el momento de solicitud de la renovación tenga un contrato de trabajo en vigor.

5º. También se renovará la autorización cuando el trabajador se encuentre en alguna de las situaciones previstas en el art. 38.3. b) y c) de la L. Org. 4/2000.

6º. Los descubiertos en la cotización a la Seguridad Social no impedirán la renovación de la autorización, siempre que se acredite la realización habitual de la actividad.

La autoridad competente pondrá en conocimiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social la situación de descubierto de cotización, a los efectos de que se lleven a cabo las actuaciones que procedan.

7º. Cuando proceda, la renovación de la autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena se hará por un período de dos años, salvo que corresponda una autorización de residencia permanente, y permitirá el ejercicio de cualquier actividad en cualquier parte del territorio nacional.

Los efectos de la autorización renovada se retrotraerán al día inmediatamente siguiente al de la caducidad de la autorización anterior.

8º. Notificada la resolución favorable, el extranjero deberá solicitar en el plazo de un mes la tarjeta de identidad de extranjero.

9º. Será causa de denegación de las solicitudes de renovación, además del incumplimiento de algunos de los requisitos ya expresados, la concurrencia de alguno de los supuestos de denegación mencionados en el anterior Apartado C.

10º. Transcurrido el plazo para resolver sobre una solicitud de renovación de autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena, ésta se entenderá estimada. La autoridad competente para conceder la autorización vendrá obligada, previa solicitud por parte del interesado, a expedir el certificado que acredite la renovación por este motivo y, en el plazo de un mes desde su notificación del mismo, su titular deberá solicitar la renovación de la tarjeta de identidad de extranjero.

7.5.2.  Residencia Temporal y Trabajo por cuenta ajena de Duración Determinada

La autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena de duración determinada se tramitará por el procedimiento previsto para las autorizaciones de residencia y trabajo por cuenta ajena, con las siguientes especialidades.

Esta autorización permite el desarrollo de las siguientes actividades:

a) De temporada o campaña. Su duración coincidirá con la del contrato o contratos de trabajo, con el límite máximo de nueve meses, dentro de un período de 12 meses consecutivos.

b) De obras o servicios para el montaje de plantas industriales o eléctricas, construcción de infraestructuras, edificaciones y redes de suministro eléctrico, gas, ferrocarriles y telefónicos, instalaciones y mantenimientos de equipos productivos, así como su puesta en marcha y reparaciones, entre otros.

c) De carácter temporal realizadas por personal de alta dirección, deportistas profesionales, artistas en espectáculos públicos, así como otros colectivos que se determinen mediante orden del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales a los exclusivos efectos de posibilitar la concesión de este tipo de autorización.

d) Para la formación y realización de prácticas profesionales.

La duración de la autorización coincidirá con la del contrato de trabajo, con el límite máximo de un año, en los supuestos previstos en los párrafos b), c) y d), y no será susceptible de renovación, sin perjuicio de las posibilidades de prórroga previstas en la legislación laboral.

A) Requisitos

Para obtener la autorización para trabajar en el caso de los supuestos de temporada o campaña y de obras o servicios, es necesario cumplir, además de las condiciones y requisitos generales ya vistos para la concesión de la autorización de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena, los siguientes requisitos:

1º Disponer de un alojamiento adecuado, que reúna las condiciones previstas en la normativa en vigor en la materia y siempre que quede garantizada, en todo caso, la dignidad e higiene adecuadas del alojamiento. La obligación de proporcionar alojamiento podrá exceptuarse en virtud de las condiciones de la actividad laboral, salvo en el caso de los trabajos de temporada o campaña.

2º Organizar los viajes de llegada a España y de regreso al país de origen y asumir, como mínimo, el coste del primero de tales viajes y los gastos de traslado de ida y vuelta entre el puesto de entrada a España y el lugar del alojamiento, así como haber actuado diligentemente en orden a garantizar el regreso de los trabajadores a su país de origen en anteriores ocasiones.

3º Que el trabajador extranjero se comprometa a retornar al país de origen, una vez concluida la relación laboral. A los efectos de verificarse el retorno de aquél, deberá presentarse en la misión diplomática o en la oficina consular que le expidió el visado en el plazo de un mes desde el término de su autorización de trabajo en España. La misión u oficina dará traslado de esta circunstancia, por medios telemáticos y de manera simultánea cuando sea posible, al Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación y al Ministerio del Interior, para su anotación en el Registro Central de Extranjeros. El incumplimiento de esta obligación podrá ser causa de denegación de ulteriores solicitudes de autorizaciones para trabajar, durante los tres años siguientes al término de la autorización concedida. El cumplimiento por parte del trabajador de sus obligaciones, así como la acreditación de su regreso ante la autoridad diplomática o consular competente, le facultará para cubrir otras posibles ofertas de empleo que se generen en la misma actividad.

4º No se tendrá en cuenta la situación nacional de empleo en los supuestos previstos en los párrafos d) y l) del art. 40 de la L. Org. 4/2000.

Por otro lado, para obtener la autorización para trabajar en el caso del personal de alta dirección, deportistas profesionales, artistas, etc, es necesario cumplir, además de las condiciones generales, las siguientes:

a) Poseer las licencias administrativas que, en su caso, se exijan para el desarrollo de la actividad profesional.

b) Que el trabajador extranjero se comprometa a regresar a su país de origen, una vez finalizado el contrato de trabajo. El incumplimiento de esta obligación podrá ser causa de denegación de ulteriores solicitudes de autorizaciones para trabajar, durante los tres años siguientes al término de la autorización concedida.

Para obtener la autorización para trabajar en los casos de formación y realización de prácticas profesionales es necesario también, cumplir, además de las condiciones generales ya vistas, (a excepción de la que hace referencia a garantizar al extranjero «una actividad continuada durante el período de vigencia de la autorización»), las siguientes:

a) Que se formalicen contratos de trabajo en prácticas o para la formación, en los términos establecidos en la normativa española que regula estas modalidades contractuales.

b) Que el trabajador extranjero se comprometa a regresar a su país de origen, una vez finalizado el contrato de trabajo. El incumplimiento de esta obligación podrá ser causa de denegación de ulteriores solicitudes de autorizaciones para trabajar, durante los tres años siguientes al término de la autorización concedida.

En todo caso, los contratos de trabajo deberán contener, al menos, los aspectos previstos en el art. 2.2 del R.D. 1659/1998, de 24 de julio, así como una previsión del salario neto que percibirá el trabajador.

B) Procedimiento

Las solicitudes se tramitarán por el procedimiento previsto para las autorizaciones de residencia y trabajo por cuenta ajena de carácter estable, con las especialidades previstas para los supuestos de trabajos de campaña o temporada y de obras o servicios para montajes de plantas o construcción de infraestructuras.

Las ofertas de empleo serán puestas a disposición del Servicio Público de Empleo Estatal y de los servicios públicos de empleo de las comunidades autónomas para que puedan ser publicadas durante quince días, a los efectos de que los trabajadores que residan en cualquier parte del territorio nacional puedan concurrir a su cobertura, previamente a que sean tramitadas para su cobertura por trabajadores que se hallen en el extranjero.

Las solicitudes para cubrir los puestos para los que no hayan concurrido trabajadores residentes se presentarán por las empresas o por las organizaciones empresariales, que para estos supuestos tendrán atribuidas la representación legal empresarial, con una antelación mínima de tres meses al inicio de la actividad laboral.

La autoridad competente comprobará que las solicitudes presentadas cumplen los requisitos exigidos para la contratación previstos reglamentariamente. De las resoluciones adoptadas se dará traslado a las organizaciones sindicales y empresariales de ámbito provincial, las cuales podrán transmitir a la autoridad competente las eventuales consideraciones en relación con ellas.

Cuando la resolución fuese favorable, se notificará al empleador la autorización de residencia y trabajo cuya eficacia quedará suspendida hasta la expedición, en su caso, del visado y hasta la efectiva entrada del extranjero en territorio nacional. La notificación surtirá efectos para el abono de las tasas correspondientes en el plazo en que proceda.

En el momento en que la autoridad competente disponga de los contratos firmados por los empresarios, procederá a hacer constar en éstos la diligencia aprobatoria de la autorización de residencia y trabajo, e indicará el sector de actividad, el ámbito territorial y la duración autorizados. Los ejemplares de los contratos serán remitidos de nuevo a los empresarios para que puedan ser firmados por el trabajador en el país de origen, ante la oficina consular competente para la expedición del visado.

Con carácter general, para todos los supuestos de autorizaciones de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena de duración determinada, no será precisa la obtención de la tarjeta de identidad de extranjero ni el abono de la tasa cuando la contratación de los trabajadores sea para un período inferior a seis meses.

En los supuestos en que las autorizaciones sean susceptibles de prórroga, el empleador deberá acreditar que ésta se solicita para continuar con la realización de la misma obra, servicio o actividad especificados en el contrato. La duración de la autorización de la prórroga coincidirá con la finalización de la obra, servicio o actividad con el límite de un año, y podrá ser objeto de otras prórrogas en las mismas condiciones. Las autorizaciones de temporada o campaña se podrán prorrogar hasta seis o nueve meses en función del tipo de visado y del período de contratación inicial.

El visado de residencia y trabajo para actividades de duración determinada incorporará la autorización de residencia y trabajo, haciendo constar su naturaleza temporal, y la vigencia de ésta comenzará desde la fecha en que se efectúe la entrada en España, la cual se hará constar obligatoriamente en el pasaporte o título de viaje.

Cuando en el plazo de un mes desde su entrada en España no exista constancia de que el trabajador autorizado inicialmente a residir y trabajar ha sido afiliado y/o dado de alta en la Seguridad Social, la autoridad competente podrá resolver la extinción de la autorización y asimismo, la autoridad competente requerirá al empresario o empleador para que indique las razones por las que no se ha iniciado la relación laboral, con la advertencia de que, si no alegase ninguna justificación o si las razones aducidas se considerasen insuficientes, podrán denegarse ulteriores solicitudes de autorización que presente por considerar que no se garantiza la actividad continuada de los trabajadores.

7.5.3.  Residencia Temporal y Trabajo por Cuenta Propia

La autorización inicial de residencia y trabajo por cuenta propia se limitará a un ámbito geográfico no superior al de Comunidad Autónoma, y a un sector de actividad. Su duración se determinará reglamentariamente.

La concesión de la autorización inicial de trabajo, en necesaria coordinación con la que corresponde al Estado en materia de residencia, corresponderá a las Comunidades Autónomas de acuerdo con las competencias asumidas en los correspondientes Estatutos.

A) Requisitos

Los requisitos establecidos por el R.D. 2393/2004 para la concesión de la autorización residencia temporal y trabajo por cuenta propia son los siguientes:

a) Cumplir los requisitos que la legislación vigente exige a los nacionales para la apertura y funcionamiento de la actividad proyectada.

b) Poseer la cualificación profesional exigible o experiencia acreditada suficiente en el ejercicio de la actividad profesional, así como la titulación necesaria para las profesiones cuyo ejercicio exija homologación específica y, en su caso, la colegiación cuando así se requiera.

c) Acreditar que la inversión prevista para la implantación del proyecto sea suficiente y la incidencia, en su caso, en la creación de empleo, en los términos que se establezcan mediante orden del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales.

d) La certificación que demuestre la colegiación, en el caso del ejercicio de actividades profesionales independientes que la exijan.

e) La previsión de que el ejercicio de la actividad producirá desde el primer año recursos económicos suficientes al menos para la manutención y alojamiento del interesado, una vez deducidos los necesarios para el mantenimiento de la actividad.

f) Carecer de antecedentes penales en España y en sus países anteriores de residencia por delitos existentes en el ordenamiento español.

g) No hallarse irregularmente en España.

B) Procedimiento

El trabajador extranjero no residente que pretenda trabajar por cuenta propia en España deberá presentar, personalmente, en modelo oficial, la solicitud de autorización de residencia y trabajo por cuenta propia ante la oficina consular española correspondiente a su lugar de residencia, salvo que, excepcionalmente, le fuese de aplicación lo dispuesto en el primer párrafo del ap. 2 de la disp. adic. tercera de la L. Org. 4/2000.

El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, si media causa que lo justifique, podrá determinar la misión diplomática u oficina consular diferente a la anterior en la que corresponda presentar la solicitud de visado.

La solicitud de autorización de residencia y trabajo por cuenta propia deberá acompañarse de la siguiente documentación:

a) Copia del pasaporte, o documento de viaje, en vigor, del solicitante.

b) Certificado de antecedentes penales o documento equivalente, que debe ser expedido por las autoridades del país de origen o del país o países en que haya residido durante los últimos cinco años en el que no deben constar condenas por conductas tipificadas en la legislación penal española.

c) Certificado sanitario con el fin de acreditar que no padece ninguna de las enfermedades susceptibles de cuarentena previstas en el Reglamento sanitario internacional.

d) La titulación o acreditación de que se posee la capacitación exigida para el ejercicio de la profesión, cuando proceda, debidamente homologada.

e) Acreditación de que se cuenta con la inversión económica necesaria a la que se hace referencia en el artículo anterior, o bien compromiso suficiente de apoyo por parte de instituciones financieras u otras.

f) Proyecto de establecimiento o actividad a realizar, con indicación de la inversión prevista, su rentabilidad esperada y, en su caso, puestos de trabajo cuya creación se prevea.

g) Relación de las autorizaciones o licencias que se exijan para la instalación, apertura o funcionamiento de la actividad proyectada o para el ejercicio profesional, que indique la situación en la que se encuentren los trámites para su consecución, incluyendo, en su caso, las certificaciones de solicitud ante los organismos correspondientes.

La misión diplomática u oficina consular registrará la solicitud y entregará al interesado la comunicación de inicio de procedimiento o, en su caso, resolverá la inadmisión a trámite.

En el supuesto de que no se presenten los documentos anteriormente mencionados, la misión diplomática u oficina consular requerirá al interesado y le advertirá expresamente que, de no aportarlos en el plazo de diez días, se le tendrá por desistido de la petición y se procederá el archivo del expediente.

Presentada en forma o subsanada la solicitud de autorización de residencia y trabajo por cuenta propia, la misión diplomática u oficina consular dará traslado de ella, acompañada de la documentación correspondiente, al órgano competente en cuya demarcación solicite la residencia el extranjero, directamente o a través de los órganos centrales del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, para que éste resuelva lo que proceda sobre la autorización de residencia y trabajo.

El órgano competente impulsará su inmediata tramitación, verificará que los solicitantes carecen de antecedentes penales y no se encuentran residiendo ilegalmente en España y recabará de oficio el informe previo policial, el informe del Registro Central de Penados y Rebeldes, así como informes de otros organismos sobre los respectivos ámbitos de su competencia. Estos informes deberán ser emitidos en el plazo de diez días.

La autoridad competente, a la vista de la documentación presentada y de los informes obtenidos, resolverá lo que proceda sobre la solicitud.

En caso de concesión, la autoridad competente dará traslado de dicha resolución, por medios telemáticos y de manera simultánea cuando sea posible, al Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación y a la misión diplomática u oficina consular, y condicionará su vigencia a la solicitud y, en su caso, a la expedición del visado y efectiva entrada del trabajador en territorio nacional. Igualmente, notificará al interesado la autorización de residencia y trabajo por cuenta propia, con indicación del hecho imponible de la tasa para su abono previo a la solicitud de visado.

El interesado deberá presentar la solicitud de visado en modelo oficial, en el plazo de un mes desde la fecha de la notificación de la concesión de la autorización de residencia y trabajo por cuenta propia, a la que acompañará copia de ésta, ante la misión diplomática u oficina consular española correspondiente a su lugar de residencia, tras lo cual la misión diplomática u oficina consular resolverá sobre la solicitud y expedirá, en su caso, el visado de residencia y trabajo, en el plazo máximo de un mes.

Notificada, en su caso, la concesión del visado, el solicitante deberá recogerlo personalmente en el plazo de un mes desde la notificación. De no efectuarse la recogida en el plazo mencionado, se entenderá que el interesado ha renunciado al visado concedido, y se producirá el archivo del expediente.

A partir de la entrada legal en España del trabajador por cuenta propia, podrá comenzar su actividad y producirse su afiliación, alta y posterior cotización en los términos establecidos por la normativa de Seguridad Social que resulte de aplicación. Recogido el visado, el solicitante deberá entrar en el territorio español durante su plazo de vigencia, que en ningún caso será superior a tres meses.

En el plazo de un mes desde la entrada, el extranjero deberá solicitar personalmente la tarjeta de identidad de extranjero. Si en el momento de la solicitud de la tarjeta de identidad de extranjero, o transcurrido un mes desde su entrada en España, no existiera constancia de que el trabajador autorizado inicialmente a residir y trabajar se ha afiliado y/o dado de alta en la Seguridad Social, la autoridad competente podrá resolver la extinción de la autorización.

El visado de residencia y trabajo por cuenta propia que se expida en estos casos incorporará la autorización inicial de residencia y trabajo, y la vigencia de ésta comenzará desde la fecha en que se efectúe la entrada, la cual se hará constar obligatoriamente en el pasaporte o título de viaje.

La autorización inicial de residencia tendrá una duración de un año.

C) Denegación de la autorización de residencia y trabajo por cuenta propia

La autoridad competente denegará las autorizaciones iniciales de residencia y trabajo por cuenta propia cuando no se cumplan algunos de los requisitos establecidos para su concesión, o se dé la concurrencia de alguna de las siguientes circunstancias:

- Cuando consten antecedentes penales del trabajador en España o en sus países anteriores de residencia por delitos existentes en el ordenamiento español.

- Cuando el empresario no acredite los medios económicos, materiales y personales de los que dispone para su proyecto empresarial y para hacer frente a las obligaciones dimanantes del contrato de trabajo.

- Cuando, para fundamentar la petición, se hayan presentado documentos falsos o formulado alegaciones inexactas, y medie mala fe.

- Cuando se carezca de la titulación especial exigida para el ejercicio de la concreta profesión o de la homologación o de la colegiación cuando así se requiera.

- Cuando conste un informe gubernativo previo desfavorable.

- Cuando concurra una causa prevista legalmente de inadmisión a trámite que no hubiera sido apreciada en el momento de la recepción de la solicitud.

D) Renovación de la autorización de residencia y trabajo por cuenta propia

La autorización de residencia y trabajo por cuenta propia podrá ser renovada a su expiración cuando se acredite tanto la continuidad en la actividad que dio lugar a la autorización que se renueva como el cumplimiento de las obligaciones tributarias y de Seguridad Social.

El extranjero que desee renovar su autorización de residencia y trabajo por cuenta propia deberá solicitarlo ante el órgano competente para su tramitación, durante los sesenta días naturales previos a la fecha de expiración de la vigencia de su autorización. La presentación de la solicitud en este plazo prorroga la validez de la autorización anterior hasta la resolución del procedimiento.

También se prorrogará hasta la resolución del procedimiento en el supuesto de que la solicitud se presentase dentro de los tres meses posteriores a la fecha en que hubiera finalizado la vigencia de la anterior autorización, sin perjuicio de la incoación del correspondiente procedimiento sancionador por la infracción en la que se hubiese incurrido.

A la solicitud, en modelo oficial, se deberá acompañar la documentación que acredite que sigue cumpliendo los requisitos que se exigen para la concesión inicial y de estar al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones fiscales y de Seguridad Social.

La oficina competente para la tramitación del procedimiento recabará de oficio el certificado de antecedentes penales y resolverá.

La autorización de residencia y trabajo por cuenta propia renovada tendrá una vigencia de dos años, salvo que corresponda una autorización de residencia permanente.

Se entenderá que la resolución es favorable, en el supuesto de que la Administración no resuelva expresamente en el plazo de tres meses desde la presentación de la solicitud. La autoridad competente para conceder la autorización vendrá obligada a expedir el certificado que acredite la renovación por este motivo y, en el plazo de un mes desde su notificación del mismo, su titular deberá solicitar la renovación de la tarjeta de identidad de extranjero.

7.5.4.  Residencia Temporal y Trabajo en el marco de Prestaciones Transnacionales de Servicios

Se halla en situación de residencia temporal y trabajo en el marco de prestaciones transnacionales de servicio el trabajador extranjero que dependa, mediante expresa relación laboral, de una empresa establecida en un Estado no perteneciente a la Unión Europea ni al Espacio Económico Europeo, en los siguientes supuestos:

a) Cuando el desplazamiento temporal se produzca por cuenta y bajo la dirección de la empresa extranjera, en ejecución de un contrato celebrado entre ésta y el destinatario de la prestación de servicios que esté establecido o que ejerza su actividad en España, en el supuesto establecido en la disposición adicional cuarta de la L. 45/1999, 29 nov., sobre desplazamiento de trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional.

b) Cuando se trate del desplazamiento temporal de trabajadores desde centros de trabajo de empresas establecidas fuera de España a centros de trabajo en España de esta misma empresa o de otra empresa del grupo de que forme parte.

c) Cuando se trate del desplazamiento temporal de trabajadores altamente cualificados para la supervisión o asesoramiento de obras o servicios que empresas radicadas en España vayan a realizar en el exterior.

A) Requisitos

Para la concesión de esta autorización de residencia y trabajo se valorará el cumplimiento de las siguientes condiciones:

• Que la residencia del trabajador extranjero en el país donde radica la empresa que le desplaza es estable y regular.

• Que la actividad profesional del trabajador extranjero en el país en el que radica la empresa que le desplaza tiene carácter habitual, y que se ha dedicado a dicha actividad como mínimo durante un año y ha estado al servicio de tal empresa, al menos, nueve meses.

• Que la empresa que le desplaza garantiza a sus trabajadores desplazados temporalmente a España los requisitos y condiciones de trabajo aplicables, de acuerdo con lo establecido en la L. 45/1999, 29 nov.

Esta autorización de residencia y trabajo se limitará a una actividad y ámbito territorial concretos. Su duración coincidirá con el tiempo del desplazamiento del trabajador con el límite de un año, prorrogable por el mismo período si se acreditan idénticas condiciones.

B) Procedimiento

El procedimiento de tramitación de la autorización de residencia y trabajo en el marco de prestaciones transnacionales de servicios será el general ya examinado en apartados anteriores, con las siguientes especialidades:

a) El empleador que pretenda desplazar a un trabajador extranjero a España deberá presentar, personalmente o a través de quien válidamente tenga atribuida la representación legal empresarial, la correspondiente solicitud de autorización de residencia y trabajo en el marco de prestaciones transnacionales de servicios ante la Delegación o Subdelegación del Gobierno del lugar en donde se vayan a prestar los servicios o ante la misión diplomática u oficina consular correspondiente a su lugar de residencia, y será de aplicación para este último caso, el procedimiento establecido para las autorizaciones de residencia y trabajo por cuenta propia.

b) A la solicitud de autorización de residencia y trabajo en el marco de prestaciones transnacionales de servicios deberá acompañarse la siguiente documentación:

1.º Los documentos necesarios para acreditar el cumplimiento de los requisitos generales.

2.º Una copia del pasaporte o documento de viaje en vigor del trabajador extranjero.

3.º Aquellos documentos que justifiquen la concurrencia, si son alegados por el interesado, de alguno o algunos de los supuestos específicos establecidos en el art. 40 de la L. Org. 4/2000 (dispensa de obtención de autorización de trabajo).

4.º La titulación o acreditación de que se posee la capacitación exigida para el ejercicio de la profesión, cuando proceda, debidamente homologada.

5.º La documentación acreditativa que identifica a la empresa que desplaza al trabajador extranjero y su domicilio fiscal.

6.º El contrato de trabajo del trabajador extranjero con la empresa que le desplaza.

7.º El certificado de desplazamiento de la autoridad o institución competente del país de origen que acredite que el trabajador continúa sujeto a su legislación en materia de Seguridad Social si existe instrumento internacional de Seguridad Social aplicable. En el caso de inexistencia de instrumento internacional de Seguridad Social aplicable al respecto, un documento público sobre nombramiento de representante legal de la empresa que desplaza al trabajador, a los efectos del cumplimiento de las obligaciones de Seguridad Social.

8.º Una copia del contrato de prestación de servicios en el supuesto previsto en el ap. 1.a) del art. 63 del R.D. 2393/2004, 30 dic.

9.º Escritura o documento público que acredite que las empresas pertenecen al mismo grupo en el supuesto previsto en el ap. 1.b) del art. 63 de la misma norma.

10.º La documentación que acredite el supuesto previsto en el ap. 1.c) del art. 63 del R.D. 2393/2004.

c) El trámite del abono de la tasa no se realizará cuando la autorización de residencia y trabajo sea inferior a seis meses.

C) Denegación de las autorizaciones de residencia y trabajo en el marco de prestaciones transnacionales de servicios

Será causa de denegación de esta autorización, además del incumplimiento de alguno de los requisitos antes mencionados, la concurrencia de alguna de las siguientes circunstancias:

a) Cuando consten antecedentes penales del trabajador en España o en sus países anteriores de residencia por delitos existentes en el ordenamiento español.

b) Cuando las condiciones fijadas en el contrato de trabajo u oferta de empleo fueran inferiores a las establecidas por la normativa vigente para la misma actividad, categoría profesional y localidad. También se denegará en el caso de que la contratación fuera a tiempo parcial, cuando, por la duración de la prestación de servicios, la retribución sea inferior al salario mínimo interprofesional, en cómputo anual, en proporción al tiempo de trabajo efectivo, salvo que se tratase del cónyuge no separado de hecho o de derecho de residente legal, o de hijo en edad laboral y menor de 18 años, previamente reagrupados, de acuerdo con lo previsto en el art. 41.6. del R.D. 2393/2004 , 30 dic.

c) Cuando en los 12 meses inmediatamente anteriores a la fecha de solicitud la empresa haya amortizado los puestos de trabajo que pretende cubrir por despido improcedente o nulo, declarado por sentencia o reconocido como tal en acto de conciliación, o por las causas previstas en los arts. 50, 51 y 52.c) del Estatuto de los Trabajadores, excepto en los supuestos de fuerza mayor.

d) Cuando el empleador solicitante haya sido sancionado mediante resolución firme en los últimos 12 meses por infracciones calificadas como muy graves en la L. Org. 4/2000, 11 en., o por infracciones en materia de extranjería calificadas como graves o muy graves en el Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobada por el R.D. Leg. 5/2000, 4 ag.

e) Cuando el empresario o empleador no garantice al trabajador la actividad continuada durante la vigencia de la autorización de residencia y trabajo, o bien cuando, siendo requerido para ello en los términos establecidos en el art. 51, no acredite los medios económicos, materiales y personales de los que dispone para su proyecto empresarial y para hacer frente a las obligaciones dimanantes del contrato de trabajo.

f) Cuando, para fundamentar la petición, se hayan presentado documentos falsos o formulado alegaciones inexactas, y medie mala fe.

g) Cuando se carezca de la titulación especial exigida para el ejercicio de la concreta profesión o de la homologación o de la colegiación cuando así se requiera.

h) Cuando conste un informe gubernativo previo desfavorable.

i) Cuando concurra una causa prevista legalmente de inadmisión a trámite que no hubiera sido apreciada en el momento de la recepción de la solicitud.

j) Cuando el empresario solicitante haya sido condenado mediante sentencia firme por delitos contra los derechos de los trabajadores o contra ciudadanos extranjeros, salvo que los antecedentes penales hubieran sido cancelados.

El visado de residencia y trabajo que se expida en estos supuestos tendrá la consideración de autorización inicial de residencia y trabajo en el marco de prestaciones transnacionales de servicios, cuya vigencia comenzará desde la fecha en que se efectúe la entrada y así se haga constar en el visado, pasaporte o título de viaje.

7.5.5.  Residencia de larga duración

Se halla en situación de residencia de larga duración el extranjero que haya sido autorizado a residir y trabajar en España indefinidamente , en igualdad de condiciones que los españoles.

Supuestos:

1. Tendrán derecho a obtener una autorización de residencia de larga duración los extranjeros que acrediten haber residido legalmente y de forma continuada en el territorio español durante cinco años, que reúnan las condiciones que se establezcan reglamentariamente.

A los efectos de obtener la residencia de larga duración computarán los períodos de residencia previa y continuada en otros Estados miembros como titular de la Tarjeta Azul de la UE. Se considerará que la residencia ha sido continuada aunque por períodos de vacaciones u otras razones que se establezcan reglamentariamente el extranjero haya abandonado el territorio nacional temporalmente.

2. La continuidad a que se refiere el apartado anterior no quedará afectada por ausencias del territorio español de hasta seis meses, siempre que la suma de éstas no supere el total de un año dentro de los cinco años referidos en el apartado 1, salvo que las correspondientes salidas se hubieran efectuado de manera irregular.

3. La autorización de residencia de larga duración también se concederá a los extranjeros que acrediten que se encuentran en cualquiera de los siguientes supuestos:

a) Residentes que sean beneficiarios de una pensión de jubilación, en su modalidad contributiva, incluida dentro de la acción protectora del sistema español de la Seguridad Social.

b) Residentes que sean beneficiarios de una pensión de incapacidad permanente absoluta o de gran invalidez, en su modalidad contributiva, incluida dentro de la acción protectora del sistema español de la Seguridad Social o de prestaciones análogas a las anteriores obtenidas en España y consistentes en una renta vitalicia, no capitalizable, suficiente para su sostenimiento.

c) Que hayan nacido en España y al llegar a la mayoría de edad acrediten haber residido en España de forma legal y continuada durante, al menos, los tres años consecutivos inmediatamente anteriores a la solicitud.

d) Que hayan sido españoles de origen y hayan perdido la nacionalidad española.

e) Que al llegar a la mayoría de edad hayan estado bajo la tutela de una entidad pública española durante los cinco años inmediatamente anteriores de forma consecutiva.

f) Apátridas o refugiados que se encuentren en territorio español y a quienes se les haya reconocido el respectivo estatuto en España.

g) Extranjeros que hayan contribuido de forma notoria al progreso económico, científico o cultural de España, o a la proyección de España en el exterior. En estos supuestos, corresponderá al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales la concesión de la autorización de residencia permanente, previo informe del Ministro del Interior.

7.5.6.  Trabajadores transfronterizos

Autorización de trabajo por cuenta propia o ajena para trabajadores transfronterizos: se concederá este tipo de autorización a los trabajadores que residan en la zona fronteriza de un Estado limítrofe al que regresan diariamente, desarrollan actividades lucrativas, laborales o profesionales por cuenta propia o ajena en las zonas fronterizas del territorio español.

Su validez estará limitada a este ámbito territorial, tendrá una vigencia máxima de cinco años y será renovable.

En su concesión inicial y sucesivas renovaciones se estará a lo dispuesto en los artículos que establecen las condiciones para la concesión de la autorización de trabajo que proceda y su renovación.

El hecho de haber sido titular de una autorización de trabajo por cuenta propia o ajena para trabajadores transfronterizos no generará derecho para la obtención de una autorización de residencia y trabajo por cuenta propia o ajena, sin perjuicio de que sea tenida en cuenta para la valoración de las solicitudes que pudieran presentarse por el titular.

El extranjero deberá solicitar y obtener la correspondiente tarjeta de trabajador transfronterizo, la cual acreditará la condición de trabajador transfronterizo y permitirá la entrada y salida de territorio nacional para la realización de la actividad a la que se refiera.

Esta autorización de trabajo se renovará a su expiración en tanto el titular continúe en activo y subsistan las circunstancias que motivaron su concesión.

Se denegarán las autorizaciones de trabajo por cuenta propia o ajena para trabajadores transfronterizos, además de por la concurrencia de alguna de las causas generales de denegación establecidas en el reglamento de extranjería para las autorizaciones de residencia y trabajo por cuenta ajena, por la pérdida de la condición de trabajador transfronterizo.

Las autorizaciones se extinguirán por la misma y cuando concurran las causas previstas para el resto de autorizaciones reguladas con carácter general en reglamento de extranjería.

7.6.  Extinción de las autorizaciones de residencia y/o trabajo

7.6.1. Extinción de la autorización de residencia temporal

El principio general sentado por la normativa aplicable es que la vigencia de las autorizaciones de residencia temporal se extinguirá sin necesidad de pronunciamiento administrativo en los casos siguientes:

a) Por el transcurso del plazo para el que se hayan expedido.

b) Por renuncia expresa o tácita de su titular. Se entenderá que ha habido renuncia tácita cuando el interesado, tras haber sido requerido para comparecer en la oficina de extranjeros o en la comisaría de policía que hubiese seguido el expediente con el fin de tramitar o hacerse entrega de la tarjeta de identidad de extranjero, no se persone en ella en el plazo de tres meses desde que se practicó aquel requerimiento, salvo que el interesado acredite que la incomparecencia fue debida a una causa justificada.

c) Por venir obligado el residente extranjero a la renovación extraordinaria de la autorización, en virtud de lo dispuesto por las autoridades competentes en estados de excepción o de sitio, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 24 de la L. Org. 4/1981, 1 jun., reguladora de los estados de alarma, excepción y sitio.

d) Por la inclusión en alguno de los supuestos de prohibición de entrada previstos reglamentariamente, bien por no haberse conocido dicha circunstancia en el momento de su entrada, bien por haberse producido durante su permanencia en España.

En cambio, la autorización de residencia temporal se extinguirá por resolución motivada de la autoridad competente para su concesión, conforme a los trámites previstos en la normativa vigente para los procedimientos de otorgamiento, modificación y extinción de autorizaciones, cuando se constate la concurrencia de alguna de las siguientes circunstancias:

a) Cuando el extranjero deje de disponer de recursos económicos o medios de vida suficientes, de asistencia sanitaria garantizada, teniendo en cuenta lo previsto en el art. 12 de la L. Org. 4/2000, 11 en., o de vivienda adecuada, sin que pueda disponer de ellos en un plazo de tres meses contados a partir de la notificación en relación con tal circunstancia.

b) Cuando el extranjero cambie o pierda su nacionalidad, sin perjuicio de que pueda adquirir otra autorización de residencia en atención a las nuevas circunstancias.

c) Cuando desaparezcan las circunstancias que sirvieron de base para su concesión. Sin perjuicio de otros casos, se entenderá que concurre este supuesto cuando en las autorizaciones iniciales de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena, en el plazo de un mes desde la entrada en España del extranjero y, en todo caso, en el momento de su solicitud de la tarjeta de identidad de extranjero, no exista constancia de que la persona autorizada inicialmente a residir y trabajar ha sido afiliada y/o dada de alta en la Seguridad Social.

d) Cuando se compruebe la inexactitud grave de las alegaciones formuladas por el titular para obtener dicha autorización de residencia.

e) Cuando deje de poseer pasaporte, documento análogo o, en su caso, cédula de inscripción, válidos y en vigor, salvo que pueda justificar que ha realizado los trámites necesarios para la renovación o recuperación del pasaporte o documento análogo.

f) Por la permanencia fuera de España durante más de seis meses en un período de un año. Esta circunstancia no será de aplicación a los titulares de una autorización de residencia temporal y trabajo vinculados mediante una relación laboral a organizaciones no gubernamentales, fundaciones o asociaciones, inscritas en el registro general correspondiente y reconocidas oficialmente de utilidad pública como cooperantes, y que realicen para aquéllas proyectos de investigación, cooperación al desarrollo o ayuda humanitaria, llevados a cabo en el extranjero. Tampoco será de aplicación a los titulares de una autorización de residencia que permanezcan en el territorio de otro Estado miembro de la Unión Europea para la realización de programas temporales de estudios promovidos por la propia Unión.

7.6.2.  Extinción de la autorización de residencia de larga duración

La extinción de la residencia de larga duración se producirá en los casos siguientes:

a) Cuando la autorización se haya obtenido de manera fraudulenta.

b) Cuando se dicte una orden de expulsión en los casos previstos en la Ley.

c) Cuando se produzca la ausencia del territorio de la Unión Europea durante 12 meses consecutivos. Reglamentariamente se establecerán las excepciones a la pérdida de la autorización por este motivo, así como el procedimiento y requisitos para recuperar la autorización de residencia de larga duración.

d) Cuando se adquiera la residencia de larga duración en otro Estado miembro.

Las personas extranjeras que hayan perdido la condición de residentes de larga duración podrán recuperar dicho estatuto mediante un procedimiento simplificado que se desarrollará reglamentariamente. Dicho procedimiento se aplicará sobre todo en el caso de personas que hayan residido en otro Estado miembro para la realización de estudios.

7.7.  Tipos y duración de las autorizaciones administrativas para residencia y trabajo



	TÍTULO ADMINISTRATIVO
	DURACIÓN/VIGENCIA




	RESIDENCIA TEMPORAL Y TRABAJO POR CTA. AJENA
	INICIAL. Autorización de Residencia Temporal y Trabajo
	1 año



	1ª RENOVACION: Autorización de Residencia Temporal y Trabajo
	2 años



	2ª RENOVACION: Autorización de Residencia Temporal y Trabajo
	2 años



	
TRABAJO DE DURACIÓN DETERMINADA

Temporada/Campaña: Residencia Temporal y Trabajo


	La del contrato, con el límite de un máximo de 9 meses dentro de un período de 12 meses consecutivos



	
• Obras/Servicios para montaje de plantas industriales o eléctricas, construcción de infraestructuras, edificaciones, redes de suministro eléctrico, gas, ferrocarriles y telefónicos; instalaciones y mantenimiento de equipos productivos, así como su puesta en marcha y reparaciones.

• Trabajos de carácter temporal de personal de alta dirección, deportistas profesionales, artistas y otros colectivos que determine el Mº de Trabajo.

• Para la formación y realización de prácticas profesionales.


	La del contrato de trabajo con el límite de 1 año, y no será susceptible de renovación sin perjuicio de las posibilidades de prórroga previstas en la legislación laboral



	RESIDENCIA TEMPORAL Y TRABAJO POR CTA.
	INICIAL. Autorización de Residencia Temporal y Trabajo
	1 año



	1ª RENOVACIÓN : Autorización de Residencia Temporal y Trabajo
	2 años



	2ª RENOVACION : Autorización de Residencia Temporal y Trabajo
	2 años



	RESIDENCIA TEMPORAL Y TRABAJO EN PRESTACIONES TRANSNACIONALES DE SERVICIOS
	
Para trabajadores que dependan, mediante expresa relación laboral, de una empresa establecida en un Estado no perteneciente a la UE ni al EEE /Espacio Económico Europeo):



• Cuando el desplazamiento temporal se produzca por cuenta y bajo la dirección de la empresa extranjera, en ejecución de un contrato celebrado entre ésta y el destinatario de la prestación de servicios que esté establecido o ejerza su actividad en España.

• Cuando se trate del desplazamiento temporal de trabajadores desde centros de trabajo de empresas establecidas fuera de España a centros de trabajo en España de esa misma empresa o de otra empresa del Grupo de que forme parte.

• Cuando se trate del desplazamiento temporal de trabajadores altamente cualificados para la supervisión o asesoramiento de obras o servicios que empresas radicadas en España vayan a realizar en el exterior.


	
Duración coincidente con el tiempo de desplazamiento del trabajador, con el limite de 1 año, prorrogable por 1 año más.



Autorización limitada a una actividad y ámbito territorial concretos.





	TRABAJOS TRANSFRONTERIZOS AUTORIZACIÓN DE TRABAJO POR CTA. PROPIA O AJENA
	Para trabajadores que residen en zona transfonteriza de un Estado limítrofe al que regresan diariamente.
	
Máximo de 5 años, renovable.



Limitada al ámbito territorial específico.







7.8.  Ciudadanos de Estados miembros de la U.E. (y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre Espacio Económico Europeo)

• Desde el 1 de enero de 1992, los ciudadanos de cualquier Estado miembro de la UE gozan del derecho de libre circulación en relación a España. Quiere ello decir que para trabajar, por cuenta propia o ajena y en las mismas condiciones que cualquier ciudadano español, no precisan de la obtención de permiso de trabajo.

• Únicamente en orden al acceso de estas personas a un empleo en nuestro país, puede citarse la limitación establecida en el apartado 4 del artículo 48 del Tratado de la CEE, en lo que hace referencia a los empleos en la Administración Pública.

• No obstante ello, la entrada y permanencia de estas personas en territorio nacional sí está sometida a determinadas formalidades de obligado cumplimiento que han ido variando y suavizándose desde el año 1992 merced a los progresos realizados en el proceso de integración política, social y económica que se han ido produciendo en el ámbito de la Unión Europea.

A la vez, algunos Tratados Internacionales multilaterales como el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, o determinadas decisiones políticas respecto a la libre circulación de personas, consensuadas entre algunos Estados de la UE (como por ejemplo la Declaración de Marsella de 28 de julio de 2000 suscrita por los Ministros del Interior de Francia, Alemania, Italia y España), o los Acuerdos/Tratados Internacionales suscritos directamente por la Unión Europea con terceros países (vgr. el Acuerdo de 21 de junio de 1999 entre la UE y la Confederación Suiza sobre libre circulación de personas), han determinado la necesidad de ir adaptando la legislación interna a los parámetros y situaciones contempladas en aquellas normas internacionales.

7.8.1.  Ámbito: extensión

Personas afectadas

- Ciudadanos nacionales de los Estados miembros de la UE y otros Estados miembros en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo.

- Familiares, cualquiera que sea su nacionalidad, de españoles y de los nacionales de otros Estados miembros de la UE y otros Estados miembros en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, que se relacionan cuando les acompañen o se reúnan con éstos:

a) A su cónyuge, siempre que no haya recaído el acuerdo o la declaración de nulidad del vínculo matrimonial, divorcio o separación legal.

b) A la pareja con la que mantenga una unión análoga a la conyugal inscrita en un registro público establecido a esos efectos en un Estado miembro de la Unión Europea o en un Estado parte en el Espacio Económico Europeo, que impida la posibilidad de dos registros simultáneos en dicho Estado, y siempre que no se haya cancelado dicha inscripción, lo que deberá ser suficientemente acreditado. Las situaciones de matrimonio e inscripción como pareja registrada se considerarán, en todo caso, incompatibles entre sí.

c) A sus descendientes directos, y a los de su cónyuge o pareja registrada siempre que no haya recaído el acuerdo o la declaración de nulidad del vínculo matrimonial, divorcio o separación legal, o se haya cancelado la inscripción registral de pareja, menores de veintiún años, mayores de dicha edad que vivan a su cargo, o incapaces.

d) A sus ascendientes directos, y a los de su cónyuge o pareja registrada que vivan a su cargo, siempre que no haya recaído el acuerdo o la declaración de nulidad del vínculo matrimonial, divorcio o separación legal, o se haya cancelado la inscripción registral de pareja.

Derechos

- Tales personas tienen derecho a entrar, salir, circular y permanecer libremente en territorio español previo el cumplimiento de las formalidades y limitaciones que luego veremos.

- Asimismo, tales personas, exceptuando a los descendientes mayores de 21 años que vivan a cargo, y a los descendientes a cargo mencionados en el anterior apartado d), tienen derecho a acceder a cualquier actividad, tanto por cuenta ajena como por cuenta propia, prestación de servicios o estudios en las mismas condiciones que los españoles, sin perjuicio de la limitación establecida en el art. 39.4 del Tratado constitutivo de la CEE (limitaciones en cuanto al acceso al trabajo en la Administración Pública).

Limitaciones por razones de orden, seguridad y salud públicas

Por razones de orden público, seguridad pública y salud pública, se podrá adoptar alguna de las medidas siguientes:

a) Impedir la entrada en España, aunque los interesados presenten la documentación legalmente prevista para ello.

b) Denegar la inscripción en el Registro Central de Extranjeros, o la expedición o renovación de las tarjetas de residencia.

c) Ordenar la expulsión o devolución del territorio español.

Estas medidas, excepcionales y de carácter restrictivo sólo podrán imponerse atendiendo a los siguientes criterios de aplicación:

- Habrán de ser adoptadas con arreglo a la legislación reguladora del orden público y la seguridad pública, a lo dispuesto en la LO 4/2000, de 11 de enero, reformada por la L. 8/2000, de 22 de diciembre, y a las disposiciones reglamentarias vigentes en la materia.

- Podrán ser revocadas de oficio o a instancia de parte cuando dejen de subsistir las razones que motivaron su adopción.

- No podrán ser adoptadas con fines económicos.

- Cuando se adopten por razones de orden público o de seguridad pública, deberán estar fundadas exclusivamente en el comportamiento personal de quien sea objeto de aquéllas.

Además, reforzando el carácter restrictivo de tales decisiones administrativas, la caducidad del documento de identidad o del pasaporte que haya amparado la entrada y residencia en España, o la expedición, en su caso, de la tarjeta de residencia, no podrá ser causa de expulsión.

Por último cabe señalar que las únicas dolencias o enfermedades que pueden justificar la adopción de alguna de las medidas limitadoras antes señaladas son las enfermedades que comportan la sujeción a período de cuarentena contempladas en el Reglamento Sanitario Internacional. Por otra parte, la denegación de la renovación de una tarjeta de residencia o la expulsión del territorio español no podrá basarse en el hecho de haber contraído tales enfermedades después de tres meses desde la fecha de llegada del interesa a España, o de haber residido en territorio español durante los diez años anteriores.

7.9.  Infracciones y Sanciones en materia de emigración, movimientos migratorios y trabajo de extranjeros

La normativa legal española distingue entre un tipo de infracciones en materia de emigración y movimientos migratorios internos y otra clase de infracciones, que podríamos denominar de "carácter laboral" y que se sitúan en relación a las obligaciones empresariales laborales en materia de permisos de trabajo de extranjeros o autorización administrativa para trabajar y el empleo irregular de aquéllos, sin perjuicio de que algunas de las conductas más graves tipificadas administrativamente puedan también llegar a integrar verdaderos delitos perseguidos y castigados por la legislación penal: tráfico ilegal de mano de obra extranjera (art. 312 CP); inmigración clandestina (art. 313 CP); discriminación (art. 314 CP); atentado contra los derechos de ciudadanos extranjeros (art. 318 bis CP).

La L. Org. 4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España, reformada por la L. Org. 8/2000, ha completado el régimen de infracciones y sanciones en materia de extranjería previsto en la normativa general (R. D. Leg. 5/2000). Por una parte, las modificaciones pretenden establecer medidas de lucha contra la inmigración ilegal, sancionando a los transportistas y a los organizadores de redes para el tráfico de seres humanos; por otra, el régimen sancionador pretende evitar esa inmigración ilegal. Así, se sanciona con la expulsión del territorio nacional la permanencia de forma ilegal del extranjero y con una fuerte multa la contratación ilegal de trabajador inmigrante.

CUADRO DE INFRACCIONES Y SANCIONES EN MATERIA DE EXTRANJERÍA

(L.O. n.º 4/2000, modificado por L.O. 2/2009, 11 dic.)



	GRADO
	INFRACCIÓN
	SANCIÓN




	LEVE
	La omisión o el retraso en la comunicación a las autoridades españolas de los cambios de nacionalidad, de estado civil o de domicilio, así como de otras circunstancias determinantes de su situación laboral cuando les sean exigibles por la normativa aplicable.
	Multa de hasta 500 euros


	El retraso, hasta tres meses, en la solicitud de renovación de las autorizaciones una vez hayan caducado.

	Encontrarse trabajando en España sin haber solicitado autorización administrativa para trabajar por cuenta propia, cuando se cuente con autorización de residencia temporal.


	GRAVE
	Encontrarse irregularmente en territorio español, por no haber obtenido la prórroga de estancia, carecer de autorización de residencia o tener caducada más de tres meses la mencionada autorización, y siempre que el interesado no hubiere solicitado la renovación de la misma en el plazo previsto reglamentariamente.
	Multa de 501 hasta 10.000 euros


	Encontrarse trabajando en España sin haber obtenido autorización de trabajo o autorización administrativa previa para trabajar, cuando no cuente con autorización de residencia válida.

	Incurrir en ocultación dolosa o falsedad grave en el cumplimiento de la obligación de poner en conocimiento del Ministerio del Interior los cambios que afecten a nacionalidad, estado civil, domicilio, o datos del padrón.


	GRAVE
	El incumplimiento de las medidas impuestas por razón de seguridad pública, de presentación periódica o de alejamiento de fronteras o núcleos de población concretados singularmente, de acuerdo con lo dispuesto en la ley.
	Multa de 501 hasta 10.000 euros


	La comisión de una tercera infracción leve, siempre que en un plazo de un año anterior hubiera sido sancionado por dos faltas leves de la misma naturaleza.

	La participación por el extranjero en la realización de actividades contrarias al orden público previstas como graves en la Ley Orgánica 1/1 992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana.

	Las salidas del territorio español por puestos no habilitados, sin exhibir la documentación prevista o contraviniendo las prohibiciones legalmente impuestas.

	Incumplir la obligación del apartado 2 del artículo 4: Solicitud de la Tarjeta de Identidad por parte del extranjero a quien se le haya expedido visado o autorización de residencia por período superior a 6 meses).

	Contraer matrimonio, simular relación afectiva análoga o constituirse en representante legal de un menor, cuando dichas conductas se realicen con ánimo de lucro o con el propósito de obtener indebidamente un derecho de residencia, siempre que tales hechos no constituyan delito.

	Promover la permanencia irregular en España de un extranjero, cuando su entrada legal haya contado con una invitación expresa del infractor y continúe a su cargo una vez transcurrido el período de tiempo permitido por su visado o autorización. Para graduar la sanción se tendrán en cuenta las circunstancias personales y familiares concurrentes.

	Consentir la inscripción de un extranjero en el Padrón Municipal por parte del titular de una vivienda habilitado para tal fin, cuando dicha vivienda no constituya el domicilio real del extranjero. Se incurrirá en una infracción por cada persona indebidamente inscrita.


	No dar de alta, en el Régimen de la Seguridad Social que corresponda, al trabajador extranjero cuya autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena hubiera solicitado, o no registrar el contrato de trabajo en las condiciones que sirvieron de base a la solicitud, cuando el empresario tenga constancia de que el trabajador se halla legalmente en España habilitado para el comienzo de la relación laboral. No obstante, estará exento de esta responsabilidad el empresario que comunique a las autoridades competentes la concurrencia de razones sobrevenidas que puedan poner en riesgo objetivo la viabilidad de la empresa o que, conforme a la legislación, impidan el inicio de dicha relación.
	Multa de 501 hasta 10.000 euros y abono de los costes derivados del viaje.



	MUY GRAVE
	Participar en actividades contrarias a la seguridad nacional o que pueden perjudicar las relaciones de España con otros países, o estar implicados en actividades contrarias al orden público previstas como muy graves en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana.
	Multa de 10.001 hasta 100.000 euros


	Inducir, promover, favorecer o facilitar con ánimo de lucro, individualmente o formando parte de una organización, la inmigración clandestina de personas en tránsito o con destino al territorio español o su permanencia en el mismo, siempre que el hecho no constituya delito.

	La realización de conductas de discriminación por motivos raciales, étnicos, nacionales o religiosos, en los términos previstos en el artículo 23 de la presente Ley, siempre que el hecho no constituya delito.

	La contratación de trabajadores extranjeros sin haber obtenido con carácter previo la correspondiente autorización de residencia y trabajo, incurriéndose en una infracción por cada uno de los trabajadores extranjeros ocupados, siempre que el hecho no constituya delito.

	Realizar, con ánimo de lucro, la infracción prevista en la letra d) del apartado 2 del artículo anterior.

	Simular la relación laboral con un extranjero, cuando dicha conducta se realice con ánimo de lucro o con el propósito de obtener indebidamente derechos reconocidos en esta Ley, siempre que tales hechos no constituyan delito.


	La comisión de una tercera infracción grave siempre que en un plazo de un año anterior hubiera sido sancionado por dos faltas graves de la misma naturaleza.
	




	El incumplimiento de las obligaciones previstas para los transportistas en el artículo 66, apartados 1 y 2 de la LO 4/2000, de 11 enero.
	Multa de 10.001 hasta 100.000 euros por cada viaje realizado sin comunicar los datos de las personas transportadas o haberlos comunicado erróneamente.



	MUY GRAVE
	El transporte de extranjeros por vía aérea, marítima o terrestre, hasta el territorio español, por los sujetos responsables del transporte, sin que hubieran comprobado la validez y vigencia, tanto de los pasaportes, títulos de viaje o documentos de identidad pertinentes, como, en su caso, del correspondiente visado, de los que habrán de ser titulares los citados extranjeros.
	Multa de 5.000 a 10.000 euros por cada viajero transportado ó un mínimo de 750.000 euros a tanto alzado con independencia del nº de viajeros transportados.



	El incumplimiento de la obligación que tienen los transportistas de hacerse cargo sin pérdida de tiempo del extranjero o transportado que, por deficiencias en la documentación antes citada, no haya sido autorizado a entrar en España, así como del extranjero transportado en tránsito que no haya sido trasladado a su país de destino o que hubiera sido devuelto por las autoridades de éste, al no autorizarle la entrada. Esta obligación incluirá los gastos de mantenimiento del citado extranjero y, si así lo solicitan las autoridades encargadas del control de entrada, los derivados del transporte de dicho extranjero, que habrá de producirse de inmediato, bien por medio de la compañía objeto de sanción o, en su defecto, por medio de otra empresa de transporte, con dirección al Estado a partir del cual haya sido transportado, al Estado que haya expedido el documento de viaje con el que ha viajado o a cualquier otro Estado donde esté garantizada su admisión.
	Multa de 10.001 hasta 100.000 euros





8.  CONTRATOS. COPIA BÁSICA. INFORMACIÓN A LOS REPRESENTANTES DE LOS TRABAJADORES (Art. 8 TRLET)

El empresario entregará al Comité de Empresa o Delegados de Personal una copia básica de todos los contratos que deban celebrarse por escrito.

No habrá de entregarse copia básica de los contratos especiales de Alta Dirección, aunque sí deberá notificarse la contratación.

Copia básica. Habrá de contener todos los datos del contrato a excepción del D.N.I., domicilio, estado civil y cualquier otro que pudiera afectar a la intimidad personal del trabajador contratado.

Plazo de entrega. No superior a 10 días desde la formalización del contrato. El mismo plazo regirá para la notificación de las prórrogas y denuncias o preavisos de extinción de los contratos, a contar siempre desde el día en que éstas tuvieran lugar.

Documento de finiquito. Con la comunicación de denuncia o preaviso de cese o extinción del contrato, el empresario habrá de acompañar al trabajador afectado una propuesta de liquidación de las cantidades adeudadas.

Firma de finiquitos. El trabajador podrá solicitar la presencia de un Representante de los Trabajadores en el acto de la firma de su finiquito, en el que se hará constar la presencia del citado Representante o bien que el trabajador no ha hecho uso de tal posibilidad.

Sanciones. Las acciones u omisiones de las empresas contrarias a los derechos de información mencionados, serán constitutivas de falta grave y sancionadas conforme a lo dispuesto en el R.D. Leg. 5/2000, 4 ag. (B.O.E. 8 ag.) por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social (T.R.L.I.S.O.S.).

9.  DEBER DE INFORMACIÓN EMPRESARIAL SOBRE ELEMENTOS ESENCIALES DEL CONTRATO

• R.D. 1659/1998, 24 jul. (B.O.E. 12 ag.), por el que se desarrolla el art. 8, ap. 5, de la L.E.T. en materia de información al trabajador sobre los elementos esenciales del contrato de trabajo

• Dir. 91/533/C.E.E., 14 oct. (D.O.C.E. L del 18; Corr. Err. D.O.C.E. L 27 jun. y 8 jul. 1992) sobre la obligación del empresario de informar al trabajador acerca de las condiciones aplicables al contrato de trabajo o a la relación laboral.

I. ¿Cuándo procede entregar la información?

La obligación de informar al trabajador sólo será exigible a la empresa cuando se den (acumulativamente) las dos circunstancias siguientes:

1.ª que el contrato de trabajo sea de duración superior a 4 semanas y

2.ª siempre que los elementos y condiciones esenciales de ejecución de la prestación de trabajo no consten ya suficientemente explicitadas en el propio contrato de trabajo cuya copia obre en poder del trabajador.

Esta obligación empresarial afectará a todo tipo de relaciones laborales comunes (las reguladas por el E.T.) y especiales (altos directivos, deportistas profesionales, estibadores portuarios, minusválidos en centros especiales de empleo, etc.) a excepción, únicamente, de las relaciones laborales especiales del Servicio del Hogar (Servicio Doméstico) y Penados en Instituciones Penitenciarias.

II. Forma y contenido de la información

La forma: por escrito. Este escrito podrá venir constituido simplemente por:

a) Una declaración unilateral escrita y firmada por el empresario.

b) Uno o más documentos individualizados en los que conste la información pertinente.

El contenido de la información viene constituido por los elementos esenciales del contrato de trabajo y las principales condiciones de ejecución de la prestación laboral incluyendo, como mínimo, los siguientes extremos:

- La identidad de las partes contratantes.

- La fecha de comienzo de la relación laboral y, en caso de ser una relación laboral temporal, su duración previsible.

- El domicilio social de la empresa o, el domicilio del empresario y el centro de trabajo donde el trabajador preste sus servicios habitualmente (cuando el trabajador preste sus servicios de forma habitual en diferentes centros de trabajo o en centros de trabajo móviles o itinerantes, se harán constar estas circunstancias).

- La categoría o el grupo profesional del puesto de trabajo que desempeñe el trabajador o la caracterización o descripción resumida del mismo, en términos que permitan conocer con suficiente precisión el contenido específico del trabajo.

- La cuantía del salario base inicial y de los complementos salariales, así como la periodicidad de su pago.

- La duración y la distribución de la jornada ordinaria de trabajo.

- La duración de las vacaciones y, en su caso, las modalidades de atribución y de determinación de dichas vacaciones.

- Los plazos de preaviso que estén obligados a respetar el empresario y el trabajador en el supuesto de extinción del contrato o, si no es posible facilitar este dato en el momento de la entrega de la información, las modalidades de determinación de dichos plazos de preaviso.

- El convenio colectivo aplicable, precisando los datos concretos que permitan su identificación.

La mencionada obligación de información se entenderá cumplida (no será necesaria comunicación especial) cuando tales datos figuren ya en el contrato de trabajo formalizado por escrito que se haya entregado al trabajador.

El empresario deberá informar por escrito al trabajador sobre cualquier modificación de los elementos y condiciones referenciados.

III. Casos especiales: trabajadores desplazados al extranjero

Existe también un deber de información adicional en los supuestos en que el trabajador tenga que prestar sus servicios normalmente en el extranjero. En tales circunstancias, deberán añadirse a los anteriores datos los siguientes:

a) La duración del trabajo que vaya a prestarse en el extranjero.

b) La moneda en que se pagará el salario.

c) Las retribuciones en dinero o en especie (tales como dietas, compensaciones por gastos o gastos de viaje) y las ventajas vinculadas a la prestación de servicios en el extranjero.

d) En su caso, las condiciones de repatriación del trabajador.

El empresario deberá informar por escrito al trabajador sobre cualquier modificación de los elementos y condiciones citados.

IV. Plazo de entrega al trabajador

El plazo en que la información deberá ser facilitada será de:

- 2 meses a contar desde la fecha de comienzo de la relación laboral para la información general.

- Antes de la partida del trabajador en el supuesto de que éste tenga que prestar sus servicios normalmente en el extranjero.

- Un mes en el supuesto de modificación de los elementos y condiciones mencionados (contado a partir de la efectividad de la modificación).

En las relaciones laborales vigentes en la fecha de entrada en vigor del Real Decreto (el día 1 de septiembre de 1998), si el trabajador solicita la información, el plazo será de 2 meses a partir de la recepción de la solicitud, siempre que la citada información no obrara ya en poder del trabajador.

III. CONTRATACIÓN/TIPOLOGÍA CONTRACTUAL

1.  CONTRATO DE TRABAJO ORDINARIO

1.1.  Contrato de trabajo ordinario por tiempo indefinido

Duración

• Es aquel que se concierta sin establecer límites en la prestación de los servicios.

Formalización

• El contrato de trabajo podrá ser verbal o escrito. Se registrará, si es escrito o se comunicará, si es verbal, en la Oficina de Empleo, en los 10 días siguientes a su concertación.

Otras características

• Adquirirán la condición de trabajadores fijos, cualquiera que haya sido la modalidad de su contratación, los trabajadores que no hubieran sido dados de alta en la Seguridad Social, una vez transcurrido un plazo igual al que legalmente se hubiera fijado para el período de prueba.

• Se presumirán por tiempo indefinido los contratos temporales celebrados en fraude de ley.

Normativa

• Arts. 8 y 15, R.D. Leg. 1/1995, 24 mar. (B.O.E del 29), por el que se aprueba el T.R.L.E.T.

2.  CONTRATOS FORMATIVOS

2.1.  Contrato de trabajo para la Formación

Características

• Tendrán por objeto la adquisición de la formación teórica y práctica necesaria para el desempeño adecuado de un oficio o un puesto de trabajo que requiera un nivel de cualificación que sea susceptible de acreditación formal o, en su defecto, el nivel de cualificación de base de cada ocupación en el sistema de clasificación de la empresa.

Requisitos del trabajador

• El trabajador deberá ser mayor de 16 años y menor de 21, aunque este límite máximo de 21 años se eleva a los 24 años cuando el contrato se concierte con desempleados que se incorporen como alumnos trabajadores a los Programas de Escuelas Taller y Casas de Oficio, o los trabajadores desempleados cursen un ciclo de formación profesional de grado medio.

El límite máximo de edad, no será de aplicación cuando el contrato se concierte con desempleados que se incorporen como alumnos trabajadores a los Programas de Talleres de Empleo o se trate de personas con discapacidad.

Además y en virtud de la disp. trans. 7.ª de la Ley 35/2010, de 17 septiembre de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo, HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2011 podrán realizarse contratos para la formación con trabajadores menores de 25 años sin que sea de aplicación el límite máximo de los 24 años establecidos en el Art. 11.2.a) del Estatuto de los Trabajadores.

• No tener la titulación o el Certificado de Profesionalidad requeridos para formalizar contrato en prácticas en el oficio o puesto de trabajo correspondiente.

• No haber sido contratado bajo esta modalidad durante más de 2 años.

• No haber desempeñado el puesto de trabajo cuya cualificación sea objeto de la formación en la misma empresa por tiempo superior a 12 meses.

• Si el trabajador hubiera tenido una contratación de aprendizaje con anterioridad, inferior a 2 años, se le podrá contratar para la formación exclusivamente por el tiempo que reste hasta completar la duración máxima establecida.

Forma del contrato

• El contrato para la formación deberá formalizarse siempre por escrito, en modelo oficial, haciendo constar expresamente en el mismo el nivel ocupacional, oficio o puesto de trabajo para el que se concierta, el tiempo dedicado a la formación teórica y su distribución horaria, la duración del contrato y el nombre y cualificación profesional de la persona designada como tutor. Los cambios que se produzcan sobre los anteriores elementos deberán formalizarse igualmente por escrito.

Formalización y registro

• El contrato se formalizará en el modelo oficial y se registrará en la Oficina de Empleo en los 10 días siguientes a su concertación al igual que las prórrogas de los mismos.

• El empresario estará obligado a comunicar a la Oficina de Empleo la terminación del contrato en el plazo de los 10 días siguientes a su terminación.

Jornada

• La establecida a tiempo completo (sumando al tiempo de trabajo efectivo el dedicado a la formación teórica en la empresa).

Duración

• No podrá ser inferior a 6 meses ni exceder de 2 años, salvo que por convenio colectivo de ámbito sectorial se fijen duraciones distintas, que en ningún caso podrán ser inferiores a 6 meses ni superiores a 3 años; o a 4 años cuando el contrato se concierte con una persona con discapacidad.

• Las partes podrán acordar hasta 2 prórrogas, salvo disposición en contrario de los convenios colectivos, sin que la duración total del contrato pueda exceder de la citada duración máxima.

• En ningún caso la duración de cada prórroga podrá ser inferior a la duración mínima del contrato establecida legal o convencionalmente.

• Expirada la duración máxima del contrato para la formación, el trabajador no podrá ser contratado bajo esta modalidad por la misma o distinta empresa.

• Podrá concertarse por escrito un período de prueba con sujeción a los límites de duración que, en su caso, se establezcan en los convenios colectivos. En defecto de pacto en convenio, la duración del período de prueba no podrá exceder de 2 meses.

• Si al término del contrato el trabajador continuase en la empresa, no podrá concertarse un nuevo período de prueba, computándose la duración del contrato a efectos de antigüedad en la empresa.

Número máximo de contratos para la formación en la empresa

• Los convenios colectivos de ámbito sectorial estatal o, en su defecto, los convenios sectoriales de ámbito inferior, así como los convenios colectivos de las empresas que cuenten con un plan formativo, podrán establecer el número máximo de contratos para la formación que las empresas pueden celebrar en función del tamaño de su plantilla.

• Si los convenios a los que se refiere el apartado anterior no lo determinasen, el número máximo de trabajadores para la formación por centro de trabajo que las empresas pueden contratar no será superior al fijado en la siguiente escala, ajustándose las fracciones por defecto:

a) Hasta 5 trabajadores: 1

b) De 6 a 10 trabajadores: 2

c) De 11 a 25 trabajadores: 3

d) De 26 a 40 trabajadores: 4

e) De 41 a 50 trabajadores: 5

f) De 51 a 100 trabajadores: 8

g) De 101 a 250 trabajadores: 10 o el 8% de la plantilla

h) De 251 a 500 trabajadores: 20 o el 6% de la plantilla

i) Más de 500 trabajadores: 30 o el 4% de la plantilla.

• Para determinar la plantilla de trabajadores no se computará a los vinculados a la empresa por un contrato para la formación.

• Los trabajadores con discapacidad contratados para la formación no serán computados a efectos de los límites establecidos anteriormente.

Formación teórica

• El empresario estará obligado a proporcionar al trabajador la formación y el trabajo efectivo adecuado al objeto del contrato. Asimismo deberá conceder al trabajador los permisos necesarios para recibir dicha formación.

• El empresario deberá igualmente tutelar el desarrollo del proceso formativo, ya sea asumiendo personalmente dicha función, ya sea designando como tutor a un trabajador de ésta. Cada tutor no podrá tener asignados más de 3 trabajadores contratados para la formación, salvo lo dispuesto en convenio colectivo.

• La formación teórica será de carácter profesional y se vinculará, en su caso, a los contenidos teóricos de los módulos formativos del certificado de profesionalidad de la ocupación relacionada con el oficio o puesto de trabajo a desempeñar.

• El tiempo dedicado a la formación teórica, que se impartirá siempre fuera del puesto de trabajo, se fijará en el contrato en atención a las características del oficio o puesto de trabajo a desempeñar, y en ningún caso dicho tiempo de formación será inferior al 15% de la jornada máxima prevista en convenio o en su defecto, de la jornada máxima legal.

• Las acciones de formación podrán ser objeto de ayudas con cargo al presupuesto de formación continua para trabajadores ocupados del S.P.E.E..

• Cuando los trabajadores contratados para la formación no hayan finalizado los ciclos educativos comprendidos en la escolaridad obligatoria, la formación teórica tendrá como primer objetivo completar dicha educación.

• A la finalización del contrato el empresario deberá entregar al trabajador un certificado en el que conste la duración de la formación teórica y el nivel de formación práctica adquirido.

• El trabajador podrá solicitar de la Administración competente que, a la finalización del contrato y previas las pruebas de evaluación oportunas, le expida el correspondiente certificado de profesionalidad.

Retribución

• La retribución del trabajador contratado para la formación será, durante el primer año, la fijada en convenio colectivo sin que, en su defecto, pueda ser inferior al S.M.I. en proporción al tiempo de trabajo efectivo. Durante el segundo año el contrato para la formación, la retribución será la fijada en convenio colectivo, sin que pueda ser inferior al S.M.I., con independencia del tiempo dedicado a la formación teórica.

Protección de la Seguridad Social

• La acción protectora de la Seguridad Social del trabajador contratado para la formación comprenderá, todas las contingencias, situaciones protegibles y prestaciones, incluido el desempleo.

• Se tendrá derecho a la cobertura del F.G.S.

• La prestación económica por incapacidad laboral se concederá con las particularidades que se indican en el art. 15 del R.D. 488/1998, 27 mar.

Cotización a la Seguridad Social en los contratos para la formación

• Durante el año 2011, la cotización por los trabajadores que hubieran celebrado un contrato para la formación, se realizará de acuerdo con lo siguiente:

a) La cotización a la Seguridad Social consistirá en una cuota única mensual, de 36,39 € por contingencias comunes, de los que 30,40 € serán a cargo del empresario y 6,05 € a cargo del trabajador:

- Por contingencias profesionales: 4,17 € a cargo del empresario.

b) La cuota mensual al F.G.S. será de 2,31 €/mes a cargo del empresario.

c) La cotización por Formación Profesional consistirá en una cuota mensual de 1,26 € de los que 1,11 € serán a cargo del empresario y 0,15 € a cargo del trabajador.

d) Las retribuciones percibidas en concepto de horas extraordinarias estarán sujetas a la cotización adicional correspondiente.

Otras características

• En los contratos para la formación con una duración superior a un año, la parte que formule la denuncia está obligada a notificar a la otra su terminación con una antelación mínima de 15 días.

• El incumplimiento por el empresario del plazo señalado dará lugar a una indemnización.

• Los contratos para la formación se presumirán celebrados por tiempo indefinido en los supuestos establecidos en el art. 22 del R.D. 488/1998, 27 mar.

• El empresario podrá recabar por escrito, una certificación del S.P.E.E. (o de las CC.AA.) en la que conste el tiempo que el trabajador ha estado contratado para la formación o en aprendizaje con anterioridad a la contratación que se pretende realizar. El S.P.E.E. (o de las CCAA) emitirá la correspondiente certificación en el plazo de 10 días.

Contratos para la formación en escuelas-taller y casas de oficios y programas de garantía social

• Los contratos para la formación realizados en el marco de estos programas se ajustarán a lo dispuesto en el R.D. 488/1998, 27 mar., con las particularidades expuestas en la disp. adic. 2.ª del mencionado Real Decreto.

Transformación del contrato para la formación en indefinido

• Posibilidad de obtener los beneficios establecidos en la Ley 43/2006, 29 dic. (BOE del 30), para la mejora del crecimiento y del empleo.

Normativa

• Art. 11, E.T., según redacción dada por la L. 63/1997, 26 dic. (B.O.E. del 30) y art. 1.º, L. 12/2001, 9 jul. (B.O.E. del 10).

• R.D. 488/1998, 27 mar. (B.O.E. 9 abr.), por el que se desarrolla el art. 11 del E.T. en materia de contratos formativos.

• O. 14 jul. 1998 (B.O.E. del 28), por la que se regulan aspectos formativos del contrato para la formación.

• R. 26 oct. 1998 (B.O.E. 8 dic.), del INEM, por la que se aprueba el modelo de contrato para la formación y se dictan instrucciones para el desarrollo y aplicación de la O. 14 jul. 1998, por la que se regulan aspectos formativos del contrato para la formación.

Bonificaciones en los Contratos para la Formación

• El artículo 11 del RDL 10/2010 establece las siguientes bonificaciones para estos contratos:

- Para Desempleados Inscritos en las Oficinas de Empleo: Para contratos celebrados a partir del 18 de junio de 2010 o celebrados con anterioridad que sean prorrogados a partir de esa fecha y hasta el 31.12.2010: Bonificación del 100% de la cuotas empresariales a la Seguridad Social por contingencias comunes, AT y EP, así como Desempleo, FGS y FP, y ello durante toda la vigencia del contrato, incluidas sus prórrogas.

• Art. 11, Ley 35/2010, 17 sept. (BOE del 18). Bonificaciones de cuotas en los contratos para la formación.

1. Las empresas que, a partir de la entrada en vigor de esta Ley (el 19-09-2010) y hasta el 31 de diciembre de 2011, celebren contratos para la formación con trabajadores desempleados e inscritos en la oficina de empleo tendrán derecho, durante toda la vigencia del contrato, incluidas las prórrogas, a una bonificación del cien por cien de las cuotas empresariales a la Seguridad Social por contingencias comunes, así como las correspondientes a accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, desempleo, fondo de garantía salarial y formación profesional, correspondientes a dichos contratos.

- Asimismo, en los contratos para la formación celebrados o prorrogados según lo dispuesto en el párrafo anterior, se bonificará el cien por cien de las cuotas de los trabajadores a la Seguridad Social durante toda la vigencia del contrato, incluidas sus prórrogas.

- Las bonificaciones en este artículo serán aplicables asimismo a los contratos para la formación concertados con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley que sean prorrogados entre dicha fecha y el 31 de diciembre de 2011, durante la vigencia de dichas prórrogas.

2. Para tener derecho a los incentivos establecidos en los dos primeros párrafos del apartado anterior, el contrato para la formación deberá suponer incremento de la plantilla de la empresa. Para el cómputo de dicho incremento, se aplicará lo establecido en el párrafo segundo del artículo 10.5 de esta Ley.

3. En lo no previsto en esta disposición, será de aplicación lo establecido en la sección 1.ª del capítulo I y en la disposición adicional tercera de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, salvo lo dispuesto en materia de exclusiones en su artículo 6.2.

4. Los trabajadores contratados al amparo de este artículo serán objetivo prioritario en los planes de formación para personas ocupadas dentro de los programas de formación profesional para el empleo, así como de cualquier otra medida de política activa de empleo, al objeto de incrementar su cualificación profesional.

2.2.  Contrato de trabajo en Prácticas

Características

• El objeto de este contrato es obtener la práctica profesional adecuada al nivel de estudios cursados. A la terminación del contrato el empresario deberá expedir al trabajador un certificado en el que conste la duración de las prácticas, el puesto o puestos de trabajo ocupados y las principales tareas realizadas en cada uno de ellos.

Requisitos del trabajador

• Son títulos profesionales habilitantes para celebrar el contrato en prácticas los de Diplomado Universitario, Ingeniero Técnico, Arquitecto Técnico, Licenciado Universitario, Ingeniero, Arquitecto y Técnico o Técnico Superior de la formación profesional específica, así como los títulos oficialmente reconocidos como equivalentes que habiliten para el ejercicio profesional.

• El contrato en prácticas podrá celebrarse dentro de los 5 años inmediatamente siguientes a la terminación de los correspondientes estudios. En el caso de los contratos en prácticas celebrados con trabajadores discapacitados (con, al menos, el 33% de minusvalía reconocida), dicho plazo será de 7 años. En el caso de personas que hayan realizado los estudios en el extranjero, el cómputo de los 5 años se efectuará a contar desde la fecha de convalidación de los estudios (o del título) por la autoridad académica o administrativa española correspondiente cuando tal requisito (la convalidación) sea exigible para el ejercicio profesional en España.

• No haber sido contratado en prácticas en virtud de la misma titulación o certificado de profesionalidad, en la misma o distinta empresa, por tiempo superior a 2 años.

Formalización

• Deberá formalizarse por escrito, en el modelo oficial que se facilitará por las Oficinas de Empleo, haciendo constar expresamente la titulación del trabajador, la duración del contrato y el puesto o puestos de trabajo a desempeñar durante las prácticas.

• El contrato se registrará en la Oficina de Empleo en los 10 días siguientes a su concertación, al igual que las prórrogas del mismo.

• El empresario estará obligado a comunicar a la Oficina de Empleo la finalización del contrato en el plazo de los 10 días siguientes a su terminación.

Jornada

• Podrá ser a tiempo completo o a tiempo parcial.

Duración

• La duración del contrato no podrá ser inferior a 6 meses ni exceder de 2 años, dentro de cuyos límites los convenios colectivos de ámbito sectorial estatal o, en su defecto, los convenios colectivos sectoriales de ámbito inferior, podrán determinar la duración del contrato, atendiendo a las características del sector y de las prácticas a realizar.

• Si el contrato en prácticas se hubiera concertado por tiempo inferior a 2 años, se podrán acordar hasta 2 prórrogas, no pudiendo ser la duración de cada una de ellas inferior a la duración mínima del contrato establecida legal o convencionalmente ni superior a la duración total del contrato.

• El período de prueba no podrá ser superior a un mes para los contratos en prácticas celebrados con trabajadores que estén en posesión de título de grado medio o de certificado de profesionalidad de nivel 1 ó 2, ni a 2 meses para los contratos en prácticas celebrados con trabajadores que estén en posesión de título de grado superior, o de certificado de profesionalidad de nivel 3, salvo lo dispuesto en convenio colectivo.

• Si al término del contrato el trabajador continuase en la empresa, no podrá concertarse un nuevo período de prueba, computándose la duración de las prácticas a efectos de antigüedad en la empresa.

Retribución

• Será la fijada en Convenio Colectivo para los trabajadores en prácticas, sin que, en su defecto, pueda ser inferior al 60% o 75% durante el primer o el segundo año de vigencia del contrato, respectivamente, del salario fijado en Convenio para un trabajador que desempeñe el mismo o equivalente puesto de trabajo.

• En ningún caso el salario será inferior al S.M.I.

• En el caso de trabajadores contratados a tiempo parcial el salario se reducirá en función de la jornada pactada.

Otras características

• En los contratos en prácticas con una duración superior a un año, la parte que formule la denuncia está obligada a notificar a la otra su terminación con una antelación mínima de 15 días. El incumplimiento por el empresario del plazo señalado dará lugar a una indemnización.

• Los contratos en prácticas se presumirán celebrados por tiempo indefinido en los supuestos establecidos en el art. 22 del R.D. 488/1998, 27 mar.

• El empresario podrá recabar por escrito, una certificación del El S.P.E.E. (o de las CCAA) en la que conste el tiempo que el trabajador ha estado contratado en prácticas con anterioridad a la contratación que se pretende realizar. El S.P.E.E. (o de las CCAA) emitirá la correspondiente certificación en el plazo de 10 días.

• Quedan expresamente excluidas de la normativa de esta modalidad de contratación, las prácticas profesionales realizadas por estudiantes como parte integrante de sus estudios académicos o de los cursos de formación profesional.

Transformación del contrato en indefinido

• Las transformaciones en contratos indefinidos a tiempo completo o a tiempo parcial incluidos los fijos discontinuos, podrán dar lugar a los beneficios establecidos la Ley 43/2006, 29 dic. (BOE del 30), para la mejora del crecimiento y del empleo.

Normativa

• Art. 11, E.T., según redacción dada por la L. 63/1997, 26 dic. (B.O.E. del 30 dic.).

• R.D. 488/1998, 27 mar. (B.O.E. 9 abr.), por el que se desarrolla el art. 11 del E.T. en materia de contratos formativos.

3.  PERSONAS CON DISCAPACIDAD

3.1.  Contrato de trabajo indefinido para la contratación de trabajadores con discapacidad

Requisitos del trabajador

• Ser trabajador con discapacidad con un grado igual o superior al 33% reconocido como tal por el Organismo competente, o pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconocida una pensión de incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez, o pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad.

• Estar inscrito en el Servicio Público de Empleo.

• El trabajador no debe haber estado vinculado a la empresa, grupo de empresas o entidad en los 24 meses anteriores a la contratación mediante un contrato por tiempo indefinido.

• Quedan excluidos los trabajadores que hayan finalizado su relación laboral de carácter indefinido en un plazo de tres meses previos a la formalización del contrato excepto en el supuesto previsto en el artículo 8.2 de la L. 43/2006, de 29 dic.(B.O.E. 30 dic.).

Requisitos de la empresa

• Podrán solicitar estos beneficios las empresas que contraten trabajadores con discapacidad por tiempo indefinido a jornada completa o parcial, así como las cooperativas de trabajo asociado que incorporen trabajadores con discapacidad como socios.

• Las empresas que hayan extinguido o extingan por despido reconocido o declarado improcedente o por despido colectivo contratos bonificados quedarán excluidas por un período de doce meses de las bonificaciones establecidas en este programa.

• Obligaciones de la empresa:

a) Las empresas beneficiarias estarán obligadas a mantener la estabilidad de estos trabajadores por un tiempo mínimo de 3 años y en caso de despido procedente, deberán sustituirlos por otros trabajadores con discapacidad.

b) Hallarse al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y de Seguridad Social.

c) El incumplimiento de las obligaciones anteriores supondrá la devolución de las ayudas recibidas, el cese voluntario del trabajador no tiene la consideración de incumplimiento.

Incentivos para la empresa

• Subvención de 3.907 € por contrato a tiempo completo, que se reducirá en proporción a la jornada pactada cuando se trate de contratación a tiempo parcial.

• Bonificación de las cuotas empresariales de la Seguridad Social, incluidas las de accidentes de trabajo y enfermedad profesional, y las cuotas de recaudación conjunta durante toda la duración del contrato, en las siguientes cuantías:



	DISCAPACITADOS
	

	

	Mujeres
	Personas de + de 45 años
	Toda la vigencia del Contrato



	En general
	375 €/mes
	445,83 €/mes
	475 €/mes



	Con discapacidad severa
	425 €/mes
	495,83 €/mes
	525 €/mes




• Cuando el contrato por tiempo indefinido se concierte a tiempo parcial, se mantendrán las bonificaciones en las cuotas descritas en el apartado anterior, si bien la subvención de 3.907 € se reducirá proporcionalmente a la jornada pactada.

• Subvención para la adaptación de puestos de trabajo o dotación de medios de protección personal hasta 901,52 €.

• Será deducible de la cuota íntegra del Impuesto sobre Sociedades la cantidad de 6.000 €, por cada persona/año de incremento del promedio de la plantilla de trabajadores discapacitados contratados, por tiempo indefinido, experimentado durante el período impositivo, respecto a la plantilla media de trabajadores discapacitados del ejercicio inmediatamente anterior con dicho tipo de contrato.

• Para el cálculo del incremento del promedio de plantilla se computarán, exclusivamente, los trabajadores discapacitados/año con contrato indefinido que desarrollen jornada completa, en los términos que dispone la legislación laboral.

Incompatibilidades

Las subvenciones y bonificaciones previstas en el Capítulo II del R.D. 1451/1983, de 11 de mayo, por el que en cumplimiento de lo previsto en la L. 13/1982, 7 abr., se regula el empleo selectivo y las medidas de fomento del empleo de los trabajadores discapacitados, no se aplicarán en los siguientes supuestos:

• Contrataciones realizadas con trabajadores que, en los 24 meses anteriores a la fecha de la contratación, hubiesen prestado servicios en la misma empresa o grupo de empresas mediante un contrato por tiempo indefinido, e igualmente en el caso de vinculación laboral anterior del trabajador con empresas a las que la solicitante de los beneficios haya sucedido en virtud de lo establecido en el art. 44 del T.R.L.E.T.

• Trabajadores que hayan finalizado su relación laboral de carácter indefinido en un plazo de 3 meses previos a la formalización del contrato.

Grado de Discapacidad

El grado mínimo de discapacidad necesario para generar derecho a los beneficios establecidos en medidas de fomento de empleo de trabajadores discapacitados, así como para que el trabajador pueda ser contratado en prácticas o para la formación con aplicación de las peculiaridades previstas para este colectivo, deberá ser igual o superior al 33%, con una disminución de su capacidad de trabajo al menos igual o superior a dicho porcentaje.

Duración y jornada

• La duración del contrato será por tiempo indefinido.

• Jornada: puede ser a tiempo completo o a tiempo parcial, en cuyo caso la cuantía de la bonificación corresponderá a lo establecido en el art. 2.7 de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre.

Formalización

• La formalización se hará por escrito, y en modelo oficial.

• Se registrará en la Oficina de Empleo en los 10 días siguientes a su concertación.

• Deberá ir acompañado por el Certificado de Discapacidad.

Otras características

• Estos contratos podrán acogerse a la reducción de la indemnización por despido prevista en la L. 12/2001, 9 jul., que será de 33 días de salario por año de servicio en los términos establecidos en la disp. adic. 1.ª de la mencionada Ley (ver ap. «Contrato para el fomento de la contratación indefinida»).

Normativa

• R.D. 1451/1983, 11 may. (B.O.E 4 jun.), modificado por el R.D. 17/2004, 30 en. (B.O.E. 31 en).

• Art. quincuagésimo séptimo del Cap. II, L. 46/2002, 18 dic. (B.O.E. 19 dic.)

• R.D. 170/2004, 30 en. (B.O.E. 31 en.) por el que se modifica el R.D. 1451/1983, 11 may.

• L. 43/2006, 29 dic. (B.O.E. del 30), para la mejora del crecimiento y del empleo, modificada por art. 7 L. 27/2009, 30 dic., de medidas urgentes para el mantenimiento y el fomento del empleo y la protección de las personas desempleadas.

3.1.1.  Empleo selectivo

Condiciones de readmisión por las empresas de sus propios trabajadores con discapacidad, una vez terminados los correspondientes procesos de recuperación.

Requisitos de los trabajadores

• Trabajadores declarados en situación de incapacidad permanente parcial:

- Si no afecta a su rendimiento normal tendrá derecho a reincorporarse al puesto que venía desempeñando antes de incapacitarse; si ello no es posible, se le mantendrá su nivel retributivo. Si el empresario acredita la disminución en el rendimiento, le proporcionará un puesto adecuado a su capacidad residual y, si no existiera, podrá reducirle proporcionalmente el salario, sin que esta reducción suponga más del 25 por 100 del mismo, y en ningún caso éste podrá ser inferior al salario mínimo interprofesional, cuando se realice jornada completa.

- Si como consecuencia de haber recibido prestaciones de recuperación profesional, recobra su total capacidad, tendrá derecho a reincorporarse a su puesto de trabajo originario si viniera ocupando un puesto de inferior categoría, siempre que no hubieran transcurrido más de tres años en dicha situación. La reincorporación se efectúa, previa la comunicación a la empresa y a los representantes de personal, en el plazo de un mes contado a partir de la declaración de aptitud por el organismo correspondiente.

• Trabajadores a quienes se les ha reconocido una incapacidad permanente total o absoluta y hubiesen cesado en la empresa:

- Preferencia absoluta para su readmisión en la última empresa en que trabajaron, en la primera vacante que se produzca en su categoría o grupo profesional si, como consecuencia de haber recibido prestaciones de recuperación, hubieran recobrado su plena capacidad laboral.

• Trabajadores a quienes se les ha reconocido una incapacidad permanente y hubiesen cesado en la empresa:

- Si como consecuencia de haber recibido prestaciones de recuperación continúan afectados de una incapacidad permanente parcial, tendrán preferencia absoluta a su readmisión en la última empresa, en la primera vacante que se produzca que resulte adecuada a su capacidad laboral.

Obligaciones de los trabajadores y empresas

Los trabajadores con derecho a ser readmitidos deberán comunicarlo a la empresa y a los representantes de personal, en el plazo de un mes, contado a partir de la declaración de aptitud del organismo correspondiente.

La empresa deberá poner en conocimiento de los trabajadores que se encuentren en tal situación las vacantes que existan de igual o inferior categoría, quedando liberada de su obligación desde el momento en que el trabajador rechace un puesto de trabajo de igual o inferior categoría si no hubiera obtenido la plena recuperación para su profesión habitual, que no implique cambio de residencia.

Ayudas

En los supuestos de readmisión después de una declaración de incapacidad permanente total o absoluta o una incapacidad permanente parcial, las empresas tendrán derecho a reducciones del 50 por 100 de la cuota patronal de la Seguridad Social correspondiente a las contingencias comunes durante un período de dos años.

3.2.  Contrato de trabajo indefinido para personas con discapacidad procedente de enclaves laborales

Los denominados «Enclaves Laborales» aparecen como medida de fomento de empleo para colectivos con especiales dificultades de inserción en el mercado de trabajo y también como una medida más de desarrollo y concreción del II Plan de Acción para las Personas con Discapacidad (2003-2007) aprobado por el Consejo de Ministros el 5 de diciembre de 2003.

Se trata con esta figura de coadyuvar a una mayor integración de los trabajadores con discapacidad con especiales dificultades en el mercado de trabajo ordinario, para lo cual los enclaves pretenden ser una medida de utilidad para facilitar la transición desde el empleo protegido en el centro especial de empleo al empleo ordinario: al trabajador con discapacidad, el enclave le permite completar y mejorar su experiencia profesional con tareas y en un entorno propio del mercado ordinario de trabajo; y a la empresa colaboradora, le permite conocer mejor las capacidades y posibilidades de estos trabajadores, lo que puede llevarle finalmente a decidir incorporarlos a su plantilla, lo que determinará en su caso la aplicación de una serie de ayudas.

3.2.1.  Concepto y Régimen Jurídico

Se entiende por enclave laboral el contrato entre una empresa del mercado ordinario de trabajo, llamada empresa colaboradora, y un centro especial de empleo para la realización de obras o servicios que guarden relación directa con la actividad normal de aquélla y para cuya realización un grupo de trabajadores con discapacidad del centro especial de empleo se desplaza temporalmente al centro de trabajo de la empresa colaboradora.

La dirección y organización del trabajo en el enclave corresponde al centro especial de empleo, con el que el trabajador con discapacidad mantendrá, durante la vigencia del enclave, su relación laboral de carácter especial en los términos establecidos en el propio R.D. 1368/1985.

3.2.2.  Finalidades

Los objetivos socio-laborales perseguidos a través de los enclaves laborales son los siguientes:

a) Favorecer el tránsito desde el empleo en los centros especiales de empleo al empleo en empresas del mercado ordinario de trabajo de las personas con discapacidad y, en particular, de aquellas que por sus características individuales presentan especiales dificultades para el acceso al mercado ordinario de trabajo.

b) Permitir a los trabajadores con discapacidad de un centro especial de empleo desarrollar su actividad laboral en una empresa del mercado ordinario de trabajo completando, en todo caso, su experiencia profesional mediante el desarrollo de los trabajos, tareas y funciones que se realicen en tal empresa, facilitando de esta manera sus posibilidades de acceso al mercado ordinario de trabajo.

c) Conseguir que la empresa del mercado ordinario de trabajo en la que se realiza el enclave laboral tenga un mejor conocimiento de las capacidades y aptitudes reales de los trabajadores con discapacidad, como paso previo a su eventual incorporación a la plantilla de la empresa.

d) Posibilitar el crecimiento de la actividad desarrollada por los centros especiales de empleo y, por tanto, la contratación por éstos de nuevos trabajadores con discapacidad, favoreciendo la creación de empleo estable para personas con discapacidad.

e) Facilitar a las empresas el cumplimiento de la obligación de la cuota de reserva legal del 2% de trabajadores con discapacidad establecida en el artículo 38.1 de la L. 13/1982, 7 abr., de integración social de los minusválidos, transitoriamente, como medida alternativa en los términos previstos en este real decreto y, definitivamente, mediante la contratación directa de los trabajadores con discapacidad del enclave por la empresa colaboradora u otra empresa del mercado ordinario de trabajo.

3.2.3.  Contrato entre el Centro Especial de Empleo y la Empresa Colaboradora

El enclave podrá realizarse por los centros especiales de empleo, debidamente calificados e inscritos como tales de acuerdo con lo dispuesto en su normativa reguladora, que lleven inscritos en el registro correspondiente al menos seis meses y que hayan desarrollado su actividad de forma continuada en los seis meses anteriores a la celebración del contrato por el que se constituye el Enclave. Además, se establece que el centro especial de empleo no podrá tener como actividad exclusiva la derivada de uno o más enclaves determinados, sino que deberá mantener una actividad propia como tal centro especial de empleo. Por lo que hace a las «empresas colaboradoras», podrá actuar como empresa colaboradora cualquier empresa del mercado ordinario de trabajo que formalice con un centro especial de empleo el contrato relativo al enclave.

• El Contrato de Enclave:

Para la realización del enclave laboral, el centro especial de empleo y la empresa colaboradora suscribirán un contrato, que deberá formalizarse por escrito, con arreglo a los siguientes requisitos:

A. Contenido mínimo:

- Identificación de ambas partes, haciendo constar la denominación social, domicilio, número de identificación fiscal y código de cuenta de cotización a la Seguridad Social.

- Determinación precisa de la obra o servicio objeto del contrato y de la actividad en la que, dentro de la organización general de la empresa colaboradora, vayan a ser ocupados los trabajadores destinados al enclave.

- Datos identificativos del centro de trabajo donde se va a realizar la obra o prestar el servicio.

- Duración prevista para el enclave.

- Número de trabajadores con discapacidad que se ocuparán en el enclave.

- Precio convenido.

B. Duración: La duración mínima del enclave será de tres meses y la duración máxima de tres años, y se podrá prorrogar por periodos no inferiores a tres meses hasta alcanzar aquella duración máxima.

Una vez transcurridos los tres años de duración máxima, el enclave sólo podrá prorrogarse si el centro especial de empleo acreditara que la empresa colaboradora u otra empresa del mercado ordinario de trabajo hubieran contratado con carácter indefinido a trabajadores del enclave con determinados tipos de discapacidad (los del art. 6.2 del R.D. 290/2004) según la siguiente proporción:

a) Cuando se trate de enclaves que ocupen hasta 20 trabajadores, un trabajador, como mínimo.

b) Cuando se trate de enclaves que ocupen a un número superior de trabajadores, dos trabajadores, como mínimo.

La duración mínima de la prórroga será de tres meses y la duración máxima de tres años, y se podrá prorrogar por periodos no inferiores a tres meses hasta alcanzar la indicada duración máxima.

No podrá prorrogarse el enclave ni iniciarse uno nuevo para la misma actividad si se hubiera llegado a la duración máxima total de seis años.

C. Número mínimo de trabajadores: El enclave deberá estar formado al menos por cinco trabajadores si la plantilla de empresa colaboradora es de 50 o más trabajadores, o al menos por tres trabajadores si dicha plantilla fuera inferior, sin incluir en el cómputo como trabajadores del enclave a los encargados del centro especial de empleo que necesariamente debe tener destinados en el enclave, salvo que ellos mismos fueran trabajadores con discapacidad.

D. Trabajadores destinados al enclave:

El enclave estará formado por trabajadores con discapacidad del centro especial de empleo, que serán seleccionados por éste y que deberán ajustarse a las siguientes características:

1ª. El 60%, como mínimo, de los trabajadores del enclave deberá presentar especiales dificultades para el acceso al mercado ordinario de trabajo. A estos efectos, se consideran trabajadores con discapacidad que presentan especiales dificultades para el acceso al mercado ordinario de trabajo:

- Las personas con parálisis cerebral, las personas con enfermedad mental o las personas con discapacidad intelectual, con un grado de minusvalía reconocido igual o superior al 33%.

- Las personas con discapacidad física o sensorial, con un grado de minusvalía reconocido igual o superior al 65%.

- Las mujeres con discapacidad no incluidas en los párrafos anteriores con un grado de minusvalía reconocido igual o superior al 33%. Este grupo podrá alcanzar hasta un 50% del porcentaje a que se refiere el párrafo segundo del apartado anterior.

2ª. Los demás trabajadores del enclave deberán ser trabajadores con discapacidad con un grado de minusvalía reconocido igual o superior al 33 por cien.

3ª. El 75%, como mínimo, de los trabajadores del enclave deberá tener una antigüedad mínima de tres meses en el centro especial de empleo.

3.2.4.  Relaciones Laborales en el Enclave

Los trabajadores con discapacidad ocupados en el enclave laboral mantendrán, a todos los efectos, su relación laboral de carácter especial con el centro especial de empleo durante la vigencia del enclave, rigiéndose dicha relación laboral por lo establecido en el R.D. 1368/1985, 17 jul., por el que se regula la relación laboral de carácter especial de los minusválidos que trabajen en los centros especiales de empleo. Es el Centro Especial de Empleo el empresario de aquellos, que no se hallan vinculados a la empresa colaboradora por relación laboral alguna.

El centro especial de empleo y la empresa colaboradora responderán de sus obligaciones laborales y de Seguridad Social, según ya se ha dicho, conforme a lo prescrito en el art. 42 del T.R.L.E.T. y lo establecido en los artículos 104.1 y 127.1 del T.R.L.G.S.S. y sus respectivas normas de desarrollo para los supuestos de subcontratas.

Conforme a su condición de empresario, para la dirección y organización del trabajo del enclave el centro especial de empleo contará en aquél con encargados responsables del equipo de producción, correspondiéndole la facultad disciplinaria respecto a sus trabajadores, los cuales sólo podrán ser sustituidos en el enclave cuando exista causa justificada, y manteniendo siempre las proporciones y características personales de aquellos por lo que hace al tipo y grado de minusvalía.

Una vez finalizado el contrato entre la empresa colaboradora y el centro especial de empleo, todos los trabajadores con discapacidad que hubieran prestado servicios en el enclave laboral seguirán manteniendo su relación laboral con el centro especial de empleo, salvo aquellos que hubieran sido contratados para trabajar en el enclave bajo la modalidad de obra o servicio determinado, salvo que exista alguna incorporación a la empresa colaboradora, como después se verá.

• Prevención de riesgos laborales en el enclave.

La empresa colaboradora y el centro especial de empleo deberán cooperar en la aplicación de la normativa sobre prevención de riesgos laborales en relación con los trabajadores que formen el enclave, en los términos previstos en los arts. 24 y 25 de la L. 31/1995 de P.R.L. y su reglamento de desarrollo, en materia de coordinación de actividades empresariales.

No podrá constituirse un enclave laboral para la realización de las actividades y los trabajos que se determinan en el anexo I del R.D. 39/1997 por el que se aprueba el reglamento de los servicios de prevención, a saber:

• Trabajos con exposición a radiaciones ionizantes en zonas controladas.

• Trabajos con exposición a agentes tóxicos y muy tóxicos, y en particular a agentes cancerígenos, mutagénicos o tóxicos para la reproducción.

• Actividades en que intervienen productos químicos de alto riesgo y son objeto de la aplicación del R.D. 886/1988, 15 jul., y sus modificaciones, sobre prevención de accidentes mayores en determinadas actividades industriales.

• Trabajos con exposición a agentes biológicos de los grupos 3 y 4, según la Directiva 90/679/CEE y sus modificaciones, sobre protección de los trabajadores contra los riesgos relacionados a agentes biológicos durante el trabajo.

• Actividades de fabricación, manipulación y utilización de explosivos, incluidos los artículos pirotécnicos y otros objetos o instrumentos que contengan explosivos.

• Trabajos propios de minería a cielo abierto y de interior, y sondeos en superficie terrestre o en plataformas marinas.

• Actividades en inmersión bajo el agua.

• Actividades en obras de construcción, excavación, movimientos de tierras y túneles, con riesgo de caída de altura o sepultamiento.

• Actividades en la industria siderúrgica y en la construcción naval.

• Producción de gases comprimidos, licuados o disueltos o utilización significativa de los mismos.

• Trabajos que produzcan concentraciones elevadas de polvo silíceo.

3.2.5.  Incorporación a la empresa colaboradora: Incentivos

A. Tránsito del empleo protegido al empleo en el mercado ordinario:

1. La empresa colaboradora podrá contratar a trabajadores del enclave en cualquier momento, preferentemente con carácter indefinido, aunque se podrán concertar contratos de otras modalidades si resultan procedentes.

2. En los supuestos a que se refiere este artículo, no podrá concertarse período de prueba, salvo que el trabajador vaya a realizar funciones completamente distintas de las que realizaba en el enclave.

3. El trabajador, al ingresar en la empresa colaboradora, pasará a la situación de excedencia voluntaria en el centro especial de empleo en las condiciones que establezca el convenio colectivo de aplicación o, en su defecto, el art. 46.2 y 5 del T.R.L.E.T.

B. Incentivos para la contratación por la empresa colaboradora de trabajadores con discapacidad que presentan especiales dificultades para el acceso al mercado ordinario de trabajo:

1. Las empresas colaboradoras que contraten con carácter indefinido a un trabajador del enclave con discapacidad que presente especiales dificultades para el acceso al mercado ordinario de trabajo incluido en el art. 6.2.a) o b) del R.D. 290/2004, 20 feb., tendrán derecho a las siguientes ayudas:

a) Subvención de 7.814 € por cada contrato de trabajo celebrado a jornada completa. Si el contrato fuera a tiempo parcial, la subvención se reducirá proporcionalmente según la jornada de trabajo pactada. Esta subvención podrá ser destinada por la empresa colaboradora, total o parcialmente, a servicios de apoyo del trabajador.

b) Bonificación de 266,67 euros/mes (3.200 euros/año) durante toda la vigencia del contrato en las cuotas empresariales de la Seguridad Social.

c) Subvención por adaptación del puesto de trabajo y eliminación de barreras u obstáculos de conformidad con lo establecido en el R.D. 1451/1983, 11 may., modificado por el R.D. 170/2004, 30 en.

2. La contratación de los trabajadores deberá realizarse sin solución de continuidad y transcurrido, al menos, un plazo de tres meses desde el inicio del enclave o desde la incorporación del trabajador si ésta fuera posterior al inicio del enclave.

3. La empresa deberá presentar ante la oficina de empleo el contrato de trabajo en modelo oficial y por ejemplar cuadruplicado, acompañado de la solicitud de alta en el régimen correspondiente de la Seguridad Social y del certificado que acredite el grado de minusvalía, expedido por el organismo competente. Dicha presentación surtirá los efectos de solicitud de las subvenciones y bonificaciones reguladas en este artículo.

El servicio público de empleo competente comunicará a las empresas la concesión de las subvenciones o bonificaciones en el plazo de un mes a partir de la fecha de la presentación. Transcurrido dicho plazo sin resolución expresa, se entenderán denegadas.

C. Incentivos para la contratación por la empresa colaboradora de otros trabajadores con discapacidad del enclave:

Si el trabajador con discapacidad del enclave que se incorpora con carácter indefinido a la empresa colaboradora no estuviera incluido en el art. 6.2.a) o b) del R.D. 290/2004, 20 feb., la empresa colaboradora tendrá derecho a las ayudas establecidas en el R.D. 1451/1983, 11 may., modificado por el R.D. 170/2004, 30 en.

3.3.  Contrato de trabajo temporal para trabajadores con discapacidad

Características

• El objeto de este contrato es facilitar la contratación temporal de los trabajadores discapacitados. A la terminación del contrato el trabajador tendrá derecho a percibir una compensación económica, equivalente a 12 días de salario por año de servicio.

• El Contrato podrá serlo a jornada completa o tiempo parcial.

Requisitos de los trabajadores

• Ser trabajador con discapacidad con un grado igual o superior al 33% reconocido como tal por el Organismo competente, o pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconocida una pensión de incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez, o pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad.

• Desempleados inscritos en la oficina de empleo

• El trabajador no debe haber estado vinculado a la empresa, grupo de empresas o entidad en los 24 meses anteriores a la contratación mediante un contrato por tiempo indefinido.

• Quedan excluidos los trabajadores que hayan finalizado su relación laboral de carácter indefinido en un plazo de tres meses previos a la formalización del contrato excepto en el supuesto previsto en el artículo 8.2 de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre (B.O.E. del 30).

Requisitos de la empresa

• No podrán contratar temporalmente personas con discapacidad las empresas que, en los 12 meses anteriores a la contratación, hayan extinguido contratos indefinidos por despido reconocido o declarado improcedente o por despido colectivo.

• El período de exclusión se contará a partir del reconocimiento o declaración de improcedencia del despido o de la extinción derivada del despido colectivo.

Incentivos

• Estas contrataciones darán lugar, durante la vigencia del contrato, a las siguientes bonificaciones, en euros/año, en las cuotas empresariales a la Seguridad Social.


	
Bonificaciones en supuestos excepcionales de contratación temporal

€/AÑO





	Personas con discapacidad contratadas mediante el contrato temporal de fomento del empleo (art. 2.2.4).
	Varones menores de 45años
	Varones mayores de 45 años
	Mujeres menores de 45 años
	Mujeres mayores de 45 años
	Duración



	– En general
	4.500
	5.700
	5.350
	5.700
	Toda la vigencia del contrato



	– En caso de discapacidad severa
	5.100
	5.700
	5.950
	6.300
	Toda la vigencia del contrato





Duración y jornada

• La duración de estos contratos no podrá ser inferior a 12 meses ni superior a 3 años.

• Cuando se concierte por un plazo inferior al máximo establecido podrán prorrogarse antes de su terminación por períodos no inferiores a 12 meses.

• El contrato podrá concertar a jornada completa o tiempo parcial.

Transformación del contrato en indefinido

• Posibilidad de obtener los beneficios establecidos en el R.D. 1451/1983, 11 may., y en la L. 43/2006, 29 dic., por la transformación del contrato en indefinido.

• Por la transformación en contrato indefinido y a jornada a tiempo completo o a tiempo parcial en el modelo oficial correspondiente al vencimiento de la duración inicial del contrato o de las correspondientes prórrogas, las empresas podrán percibir los siguientes incentivos:

- Subvención de 3.907 euros por cada contrato celebrado a tiempo completo. Cuando el contrato se concierte a tiempo parcial dicho importe se reducirá proporcionalmente a la jornada pactada.

- Deducción en el impuesto sobre sociedades en la cuota íntegra de la cantidad de 6.000 euros por cada persona/año de incremento del promedio de la plantilla de trabajadores discapacitados contratados por tiempo indefinido, respecto a la plantilla media de trabajadores discapacitados del ejercicio inmediatamente anterior con dicho tipo de contrato.

- Para el cálculo del incremento del promedio de plantilla se computarán exclusivamente los trabajadores discapacitados/año con contrato indefinido que desarrollen jornada completa.

Normativa

• L. 13/1996, 30 dic. (B.O.E. del 31).

• R.D. 170/2004, 30 en. (B.O.E. del 31), por el que se modifica el R.D. 1451/1983, 11 may.

• L. 43/2006, 29 dic. (B.O.E. del 30), para la mejora del crecimiento y del empleo, modificada por art. 7 L. 27/2009, 30 dic., de medidas urgentes para el mantenimiento y el fomento del empleo y la protección de las personas desempleadas.

3.4.  Contrato de trabajo para la formación para trabajadores discapacitados

Características

• Tendrán por objeto la adquisición de la formación teórica y práctica necesaria para el desempeño adecuado de un oficio o un puesto de trabajo que requiera un nivel de cualificación que sea susceptible de acreditación formal o, en su defecto, el nivel de cualificación de base de cada ocupación en el sistema de clasificación de la empresa.

Requisitos del trabajador

• Ser trabajador con discapacidad y estar reconocido como tal por el organismo competente.

• Al ser trabajador con discapacidad no existe límite de edad en la contratación.

• No tener la titulación requerida para formalizar contrato en prácticas en el oficio o puesto de trabajo correspondiente.

• No haber sido contratado bajo esta modalidad durante más de 2 años.

• No haber desempeñado el puesto de trabajo cuya cualificación sea objeto de la formación en la misma empresa por tiempo superior a 12 meses.

• Si el trabajador hubiera tenido una contratación de aprendizaje con anterioridad, inferior a 2 años, se le podrá contratar para la formación exclusivamente por el tiempo que reste hasta completar la duración máxima establecida.

Forma del contrato

• El contrato para la formación deberá formalizarse siempre por escrito, en modelo oficial, haciendo constar expresamente en el mismo el nivel ocupacional, oficio o puesto de trabajo para el que se concierta, el tiempo dedicado a la formación teórica y su distribución horaria, la duración del contrato y el nombre y cualificación profesional de la persona designada como tutor.

• Los cambios que se produzcan sobre los anteriores elementos deberán formalizarse igualmente por escrito.

Formalización y registro

• El contrato se formalizará en el modelo oficial y se registrará en la Oficina de Empleo en los 10 días siguientes a su concertación.

• El empresario estará obligado a comunicar a la Oficina de Empleo la terminación del contrato en el plazo de los 10 días siguientes a su terminación al igual que las prórrogas de los mismos.

Jornada

• La establecida a tiempo completo (sumando al tiempo de trabajo efectivo el dedicado a la formación teórica en la empresa).

Duración

• No podrá ser inferior a 6 meses ni exceder de 2 años, salvo que por convenio colectivo de ámbito sectorial se fijen duraciones distintas, que en ningún caso podrán ser inferiores a 6 meses ni superior a 4 años.

• Las partes podrán acordar hasta 2 prórrogas, salvo disposición en contrario de los convenios colectivos, sin que la duración total del contrato pueda exceder de la citada duración máxima.

• En ningún caso la duración de cada prórroga podrá ser inferior a la duración mínima del contrato establecida legal o convencionalmente.

• Expirada la duración máxima del contrato para la formación, el trabajador no podrá ser contratado bajo esta modalidad por la misma o distinta empresa.

• Podrá concertarse por escrito un período de prueba con sujeción a los límites de duración que, en su caso, se establezcan en los convenios colectivos. En defecto de pacto en convenio, la duración del período de prueba no podrá exceder de 2 meses.

• Si al término del contrato el trabajador continuase en la empresa, no podrá concertarse un nuevo período de prueba, computándose la duración del contrato a efectos de antigüedad en la empresa.

Número máximo de contratos para la formación

• Los trabajadores discapacitados contratados para la formación no se computarán para determinar el número máximo de contratados para la formación que las empresas pueden contratar en función de su plantilla.

Formación teórica

• El empresario estará obligado a proporcionar al trabajador la formación y el trabajo efectivo adecuado al objeto del contrato. Asimismo deberá conceder al trabajador los permisos necesarios para recibir dicha formación.

• El empresario deberá igualmente tutelar el desarrollo del proceso formativo, ya sea asumiendo personalmente dicha función, ya sea designando como tutor a un trabajador. Cada tutor no podrá tener asignados más de 3 trabajadores contratados para la formación, salvo lo dispuesto en convenio colectivo.

• La formación teórica será de carácter profesional y se vinculará, en su caso, a los contenidos teóricos de los módulos formativos del certificado de profesionalidad de la ocupación relacionada con el oficio o puesto de trabajo a desempeñar.

• El tiempo dedicado a la formación teórica, que se impartirá siempre fuera del puesto de trabajo, se fijará en el contrato en atención a las características del oficio o puesto de trabajo a desempeñar, y en ningún caso dicho tiempo de formación será inferior al 15% de la jornada máxima prevista en convenio o en su defecto, de la jornada máxima legal.

• Las acciones de formación podrán ser objeto de ayudas con cargo al presupuesto de formación continua para trabajadores ocupados del S.P.E.E.

• Cuando los trabajadores contratados para la formación no hayan finalizado los ciclos educativos comprendidos en la escolaridad obligatoria, la formación teórica tendrá como primer objetivo completar dicha educación.

• A la finalización del contrato el empresario deberá entregar al trabajador un certificado en el que conste la duración de la formación teórica y el nivel de formación práctica adquirido. El trabajador podrá solicitar de la Administración competente que, a la finalización del contrato y previas las pruebas de evaluación oportunas, le expida el correspondiente certificado de profesionalidad.

Retribución

• La retribución del trabajador contratado para la formación será la fijada en convenio colectivo sin que, en su defecto, pueda ser inferior al S.M.I. en proporción al tiempo de trabajo efectivo.

Protección de la Seguridad Social

• La acción protectora de la Seguridad Social del trabajador contratado para la formación comprenderá, como contingencias, situaciones protegidas y prestaciones, las derivadas de accidentes de trabajo y enfermedad profesional, la asistencia sanitaria en los casos de enfermedad común, accidente no laboral y maternidad, las prestaciones económicas por incapacidad temporal derivadas de riesgos comunes y por maternidad, y las pensiones.

• Se tendrá derecho a la cobertura del F.G.S.

• La prestación económica por incapacidad laboral se concederá con las particularidades que se indican en el art. 15 del R.D. 488/1998, 27 mar.

• El empresario cotizará/ingresará mensualmente en la Seguridad Social el 50% de las cuotas empresariales de Seguridad Social, previstas para los contratos para la formación.

Otras características

• En los contratos para la formación con una duración superior a un año, la parte que formule la denuncia está obligada a notificar a la otra su terminación con una antelación mínima de 15 días. El incumplimiento por el empresario del plazo señalado dará lugar a una indemnización.

• Los contratos para la formación se presumirán celebrados por tiempo indefinido en los supuestos establecidos en el art. 22 del R.D. 488/1998, 27 mar.

• El empresario podrá recabar por escrito, una certificación del S.P.E.E. en la que conste el tiempo que el trabajador ha estado contratado para la formación o en aprendizaje con anterioridad a la contratación que se pretende realizar. Los Servicios Públicos de Empleo emitirán la correspondiente certificación en el plazo de 10 días.

• Los trabajadores con discapacidad no se computarán para determinar el número máximo de contratos para la formación que las empresas pueden contratar en función de su plantilla.

• Las empresas que celebren contratos para la formación con trabajadores con discapacidad tendrán derecho a una reducción del 50 por 100 de la cuota empresarial de la Seguridad Social prevista para estos contratos.

• Los beneficiarios de la pensión no contributiva de invalidez, que sean contratados, recuperarán automáticamente dicha pensión cuando se les extinga el contrato, a cuyo efecto no se les tendrá en cuenta en el cómputo anual de sus rentas las que hubieran percibido en virtud de su trabajo con contrato para la formación.

• El trabajador con discapacidad deberá tener un grado mínimo de minusvalía igual o superior al 33 por 100.

• Cuando la discapacidad sea psíquica, la formación teórica podrá sustituirse, total o parcialmente, previo informe de los equipos multiprofesionales de valoración correspondientes, por la realización de procedimientos de rehabilitación o de ajuste personal y social en un centro psicosocial o de rehabilitación sociolaboral.

• La empresa que contrate trabajadores con discapacidad podrá solicitar subvenciones con cargo al Servicio Público de Empleo Estatal, destinadas a la adaptación de los puestos de trabajo o dotación de equipos de protección personal de hasta 902 euros.

• A partir del 18 de junio de 2010 y hasta el 31 de diciembre de 2011, las empresas que celebren contratos para la formación con trabajadores con discapacidad podrán aplicarse una bonificación del 100 por 100 de las cuotas empresariales a la Seguridad Social por contingencias comunes, así como las correspondientes a accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, desempleo, fondo de garantía salarial y formación profesional o seguir con la reducción del 50 por 100 en las cuotas empresariales a la Seguridad Social. La misma bonificación se aplicará a los contratos para la formación celebrados con anterioridad al 18 de junio de 2010 que sean prorrogados entre dicha fecha y el 31 de diciembre de 2011, durante la vigencia de dichas prórrogas.

Contratos para la formación en escuelas-taller y casas de oficios y programas de garantía social

• Los contratos para la formación realizados en el marco de estos programas se ajustarán a lo dispuesto en el R.D. 488/1998, 27 mar., con las particularidades expuestas en la disp. adic. 2.ª del mencionado Real Decreto.

Transformación del contrato para la formación en indefinido

• Posibilidad de obtener los beneficios establecidos en el R.D. 1451/1983, 11 may., y en la L. 43/2006, 29 dic.

Normativa

• Art. 11, E.T. según redacción dada por la L. 63/1997, 26 dic. (B.O.E. del 30).

• Disp. adic. 2.ª, R.D. Leg. 1/1995, 24 mar. (B.O.E. del 29), por el que se aprueba el T.R.L.E.T.

• R.D. 488/1998, 27 mar. (B.O.E. 9 abr.), por el que se desarrolla el art. 11 del E.T. en materia de contratos formativos.

• O. 14 jul. 1998 (B.O.E. del 28), por la que se regulan aspectos formativos del contrato para la formación.

• R. 26 oct. 1998 (B.O.E. 8 dic.), del INEM, por la que se aprueba el modelo de contrato para la formación y se dictan instrucciones para el desarrollo y aplicación de la O. 14 jul. 1998, por la que se regulan aspectos formativos del contrato para la formación.

• Disp. adic. 10.ª, L. 45/2002, 12 dic. (B.O.E. 13 dic.)

• R.D. 170/2004, 30 en. (B.O.E. del 31) por el que se modifica el R.D. 1451/1983, 11 may.

• L. 43/2006, 29 dic. (B.O.E. del 30), para la mejora del crecimiento y del empleo, modificada por art. 7 L. 27/2009, 30 dic., de medidas urgentes para el mantenimiento y el fomento del empleo y la protección de las personas desempleadas.

• L. 35/2010, 17 sept. (B.O.E. del 18), de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo.

3.5.  Contrato de trabajo en prácticas para trabajadores con discapacidad

Características

• El objeto de este contrato es obtener la práctica profesional adecuada al nivel de estudios cursados.

• A la terminación del contrato el empresario deberá expedir al trabajador un certificado en el que conste la duración de las prácticas, el puesto o puestos de trabajo ocupados y las principales tareas realizadas en cada uno de ellos.

Requisitos del trabajador

• Ser trabajador minusválido y estar reconocido como tal por el organismo competente.

• Son títulos profesionales habilitantes para celebrar el contrato en prácticas los de Diplomado Universitario, Ingeniero Técnico, Arquitecto Técnico, Licenciado Universitario, Ingeniero, Arquitecto y Técnico o Técnico Superior de la formación profesional específica, así como los títulos oficialmente reconocidos como equivalentes que habiliten para el ejercicio profesional.

• Los contratos en prácticas celebrados con trabajadores minusválidos, podrán celebrarse dentro de los 6 años inmediatamente siguientes a la terminación de los correspondientes estudios.

• No haber sido contratado en prácticas en virtud de la misma titulación, en la misma o distinta empresa, por tiempo superior a 2 años.

Formalización

• Deberá formalizarse por escrito, en el modelo oficial que se facilitará por las Oficinas de Empleo, haciendo constar expresamente la titulación del trabajador, la duración del contrato y el puesto o puestos de trabajo a desempeñar durante las prácticas.

• El contrato se registrará en la Oficina de Empleo en los 10 días siguientes a su concertación, al igual que las prórrogas del mismo.

• El empresario estará obligado a comunicar a la Oficina de Empleo la finalización del contrato en el plazo de los 10 días siguientes a su terminación.

Jornada

• Podrá ser a tiempo completo o a tiempo parcial.

Duración

• No podrá ser inferior a 6 meses ni exceder de 2 años, salvo lo dispuesto en Convenio Colectivo de ámbito sectorial.

• Si el contrato en prácticas se hubiera concertado por tiempo inferior a 2 años, se podrán acordar hasta 2 prórrogas, no pudiendo ser la duración de cada una de ellas inferior a la duración mínima del contrato establecida legal o convencionalmente ni superior a la duración total del contrato.

• El período de prueba no podrá ser superior a un mes para los contratos en prácticas celebrados con trabajadores que estén en posesión de título de grado medio ni a 2 meses para los contratos en prácticas celebrados con trabajadores que estén en posesión de título de grado superior, salvo lo dispuesto en Convenio Colectivo.

• Si al término del contrato el trabajador continuase en la empresa, no podrá concertarse un nuevo período de prueba, computándose la duración de las prácticas a efectos de antigüedad en la empresa.

Retribución

• Será la fijada en Convenio Colectivo para los trabajadores en prácticas, sin que, en su defecto, pueda ser inferior al 60% o 75% durante el primer o segundo año de vigencia del contrato, respectivamente, del salario fijado en Convenio para un trabajador que desempeñe el mismo o equivalente puesto de trabajo.

• En ningún caso el salario será inferior al S.M.I.

• En el caso de trabajadores contratados a tiempo parcial el salario se reducirá en función de la jornada pactada.

Incentivos para la empresa

• Las empresas que celebren contratos en prácticas, ya sea a tiempo completo o parcial con trabajadores con discapacidad tendrán derecho a una reducción del 50 por 100 de la cuota empresarial de la Seguridad Social correspondiente a las contingencias comunes durante toda la vigencia del contrato.

• El trabajador con discapacidad deberá tener reconocido un grado mínimo de minusvalía igual o superior al 33 por 100.

• La empresa que contrate trabajadores con discapacidad podrá solicitar subvenciones con cargo al Servicio Público de Empleo Estatal, destinadas a la adaptación de los puestos de trabajo o dotación de equipos de protección personal de hasta 902 euros.

Otras características

• En los contratos en prácticas con una duración superior a un año, la parte que formule la denuncia está obligada a notificar a la otra su terminación con una antelación mínima de 15 días. El incumplimiento por el empresario del plazo señalado dará lugar a una indemnización.

• Los contratos en prácticas se presumirán celebrados por tiempo indefinido en los supuestos establecidos en el art. 22 del R.D. 488/1998, 27 mar.

• El empresario podrá recabar por escrito, una certificación del INEM en la que conste el tiempo que el trabajador ha estado contratado en prácticas con anterioridad a la contratación que se pretende realizar. El INEM emitirá la correspondiente certificación en el plazo de 10 días.

• Quedan expresamente excluidas de la normativa de esta modalidad de contratación, las prácticas profesionales realizadas por estudiantes como parte integrante de sus estudios académicos o de los cursos de formación profesional.

Transformación del contrato en indefinido

Posibilidad de obtener los beneficios establecidos en el R.D. 1451/1983, 11 may., y en la L. 43/2006, 29 dic., (B.O.E. del 30), para la mejora del crecimiento y del empleo.

Normativa

• Art. 11, E.T. según redacción dada por la L. 63/1997, 26 dic. (B.O.E. del 30).

• Disp. adic. 2.ª, R.D. Leg. 1/1995, 24 mar. (B.O.E. del 29), por el que se aprueba el T.R.L.E.T.

• R.D. 488/1998, 27 mar. (B.O.E. 9 abr.), por el que se desarrolla el art. 11 del E.T. en materia de contratos formativos.

• R.D. 170/2004, 30 en. (B.O.E. del 31) por el que se modifica el R.D. 1451/1983, 11 may.

• L. 43/2006, 29 dic. (B.O.E. del 30), para la mejora del crecimiento y del empleo, modificada por art. 7 L. 27/2009, 30 dic., de medidas urgentes para el mantenimiento y el fomento del empleo y la protección de las personas desempleadas.

4.  CONTRATOS DE DURACIÓN DETERMINADA

4.1.  Contrato de trabajo por obra o servicio determinado

Características

• Este contrato tiene por objeto la realización de obras o servicios con autonomía y sustantividad propias dentro de la actividad de la empresa y cuya ejecución, aunque limitada en el tiempo, es en principio de duración incierta.

• Los Convenios Colectivos podrán identificar aquellos trabajos o tareas con sustantividad propia dentro de la actividad normal de la empresa que puedan cubrirse con contratos de esta naturaleza.

Jornada

• Podrá concertarse a tiempo completo o a tiempo parcial.

Duración

• Por el tiempo exigido para la realización de la obra o servicio. No obstante, los contratos suscritos a partir del 18 de junio de 2010 no podrán tener una duración superior a tres años ampliable hasta doce meses más por convenio colectivo sectorial de ámbito estatal o, en su defecto, por convenio colectivo sectorial de ámbito inferior.

• Si el contrato fijara una duración o un término, éstos deberán considerarse de carácter orientativo en función de lo establecido anteriormente.

• Si fuere superior a un año, para proceder a la extinción del contrato se necesita preaviso con 15 días de antelación a la finalización de la obra o servicio. Si se incumpliera por parte del empresario, existe obligación de indemnizar por el equivalente a los salarios correspondientes al plazo incumplido.

• Si la duración efectiva de estos contratos fuese inferior a siete días, la cuota empresarial a la Seguridad Social por contingencias comunes se incrementará en un 36 por 100.

• Se transforma en indefinido, salvo prueba en contrario que acredite la naturaleza temporal de la prestación:

a) Por falta de forma escrita. En el supuesto de contrato a tiempo parcial la falta de forma escrita determinará asimismo que el contrato se presuma celebrado a jornada completa salvo prueba en contrario que acredite el carácter a tiempo parcial de los servicios.

b) Por falta de alta en la Seguridad Social si hubiera transcurrido un período superior al período de prueba.

c) Si llegado el término, no se hubiera producido denuncia de alguna de las partes y se continuara realizando la prestación laboral.

d) También se presumirán por tiempo indefinido los celebrados en fraude de ley.

Formalización y registro

• El contrato, y en su caso las prórrogas, se comunicarán a la Oficina de Empleo en los 10 días siguientes a su concertación.

• El contrato deberá formalizarse siempre por escrito y deberá especificar con precisión y claridad el carácter de la contratación e identificar suficientemente la obra o el servicio que constituya su objeto, la duración del contrato, así como el trabajo a desarrollar.

Extinción y denuncia

• El contrato se extinguirá previa denuncia de cualquiera de las partes:

a) Cuando finalice la obra o servicio objeto del contrato.

b) Cuando la duración del contrato sea superior a un año, la parte que formule la denuncia está obligada a notificar a la otra la terminación del contrato con una antelación mínima de 15 días.

• Los contratos que tengan establecida legal o convencionalmente una duración máxima y que se hubiesen concertado por una duración inferior a la misma, se entenderán prorrogados tácitamente, hasta la correspondiente duración máxima, cuando no hubiese mediado denuncia o prórroga expresa antes de su vencimiento y el trabajador continúe prestando servicios.

• Expirada dicha duración máxima, si no hubiera denuncia expresa y el trabajador continuara prestando sus servicios, el contrato se considerará prorrogado tácitamente por tiempo indefinido, salvo prueba en contrario que acredite la naturaleza temporal de la prestación.

• El incumplimiento por parte del empresario del plazo mencionado en el punto anterior, le obligará al abono de una indemnización equivalente al salario correspondiente a los días en que dicho plazo se haya incumplido.

Indemnización

A la finalización del contrato, el trabajador tendrá derecho a recibir una indemnización de cuantía equivalente a la parte proporcional de la cantidad que resultaría de abonar ocho días de salario por cada año de servicio, o la establecida, en su caso, en la normativa específica que sea de aplicación. Para los contratos suscritos a partir del 18 de junio de 2010, la indemnización será de doce días de salario por cada año de servicio según el siguiente calendario:

• Ocho días de salario por cada año de servicio para los contratos temporales que se celebren hasta el 31 de diciembre de 2011.

• Nueve días de salario por cada año de servicio para los contratos temporales que se celebren a partir del 1 de enero de 2012.

• Diez días de salario por cada año de servicio para los contratos temporales que se celebren a partir del 1 de enero de 2013.

• Once días de salario por cada año de servicio para los contratos temporales que se celebren a partir del 1 de enero de 2014.

• Doce días de salario por cada año de servicio para los contratos temporales que se celebren a partir del 1 de enero de 2015.

Transformación en indefinido del contrato por obra o servicio determinado

• Posibilidad de obtener los beneficios por conversión en indefinidos (desde 1 en. hasta 31 dic. 2007) conforme a la Disp. Adic. Primera de la L. 12/2001, 9 jul., en la redacción dada a la letra b) de su apartado 2 por la L. 43/2006, 29 dic.

Normativa

• Art. 15, E.T., según redacción dada por la L. 63/97, 26 dic. (B.O.E. del 30) ampliado por el ap. 10 del art. 1.º, de la L. 12/2001, 9 jul. (B.O.E. del 10).

• R.D. 2720/98, 18 dic. (B.O.E. 8 en. 1999).

• Art. 3.º, L. 12/2001, 9 jul. (B.O.E. del 10).

• R.D.L. 5/2006, 9 jun. (B.O.E. del 14).

• L. 43/2006, 29 dic., para la mejora del crecimiento y el empleo (B.O.E. del 30).

• L. 35/2010, 17 sept., de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo.

4.2.  Contrato de trabajo eventual por circunstancias de la producción

Características

• Se conciertan para atender exigencias circunstanciales del mercado, acumulación de tareas o exceso de pedidos, aun tratándose de la actividad normal de la empresa.

• Cuando el convenio colectivo que resulte de aplicación haya determinado las actividades en las que pueden contratarse trabajadores eventuales o haya fijado criterios generales relativos a la adecuada relación entre el número de contratos a realizar y la plantilla total de la empresa, se estará a lo establecido en el mismo para la utilización de esta modalidad contractual.

Jornada

• Podrá concertarse a tiempo completo o a tiempo parcial.

Duración

• La duración máxima de este contrato será de 6 meses dentro de un período de 12 meses, contados a partir del momento en que se produzcan las causas que justifiquen la temporalidad del contrato.

• En atención al carácter estacional de la actividad en que se pueden producir las circunstancias señaladas anteriormente, los convenios colectivos de ámbito sectorial estatal o, en su defecto, los convenios colectivos sectoriales de ámbito inferior podrán modificar indistintamente:

1.º La duración máxima del contrato.

2.º El período dentro del cual puede celebrarse.

3.º La duración máxima del contrato y el período dentro del cual puede celebrarse.

• En cualquier caso, los convenios colectivos señalados en el párrafo anterior no podrán establecer un período de referencia que exceda de 18 meses ni una duración máxima del contrato que exceda de las tres cuartas partes del período de referencia legal o convencionalmente establecido ni, como máximo, 12 meses.

• El período de referencia legal o convencionalmente establecido se computará desde que se produzca la causa o circunstancia que justifique la utilización del contrato eventual.

• En caso de que el contrato eventual se concierte por un plazo inferior a la duración máxima legal o convencionalmente establecida, podrá prorrogarse mediante acuerdo de las partes, por una única vez, sin que la duración total del contrato pueda exceder de dicha duración máxima.

• Se transforma en indefinido, salvo prueba en contrario que acredite la naturaleza temporal de la prestación:

a) Por falta de forma escrita. En el supuesto de contrato a tiempo parcial la falta de forma escrita determinará asimismo que el contrato se presuma celebrado a jornada completa salvo prueba en contrario que acredite el carácter a tiempo parcial de los servicios.

b) Por falta de alta en la Seguridad Social si hubiera transcurrido un período superior al período de prueba.

c) Si llegado el término no se hubiera producido denuncia de alguna de las partes y se continuara realizando la prestación laboral.

d) También se presumirán por tiempo indefinido, los celebrados en fraude de ley.

Formalización y registro

• Se exige forma escrita en los que excedan de 4 semanas y en aquellos que se concierten a tiempo parcial.

• En el contrato deberá constar con precisión y claridad la causa o circunstancia que lo justifique y además, entre otros extremos, el carácter de la contratación, la duración y el trabajo a desarrollar.

• El contrato y, en su caso, la prórroga, se comunicarán a la Oficina de Empleo, en los 10 días siguientes a su concertación.

Extinción y denuncia

• El contrato eventual por circunstancias de la producción se extinguirá, previa denuncia de cualquiera e las partes, por la expiración del tiempo convenido.

• Los contratos que tengan establecida legal o convencionalmente una duración máxima y que se hubiesen concertado por una duración inferior a la misma, se entenderán prorrogados tácitamente, hasta la correspondiente duración máxima, cuando no hubiese mediado denuncia o prórroga expresa antes de su vencimiento y el trabajador continúe prestando servicios.

• Expirada dicha duración máxima o la de la prórroga expresa del contrato eventual, si no hubiera denuncia expresa y el trabajador continuara prestando sus servicios, el contrato se considerará prorrogado tácitamente por tiempo indefinido, salvo prueba en contrario que acredite la naturaleza temporal de la prestación.

Indemnización

A la finalización del contrato, el trabajador tendrá derecho a recibir una indemnización de cuantía equivalente a la parte proporcional de la cantidad que resultaría de abonar ocho días de salario por cada año de servicio, o la establecida, en su caso, en la normativa específica que sea de aplicación. Para los contratos suscritos a partir de 18 de junio de 2010, la indemnización será de doce días de salario por cada año de servicio según el siguiente calendario:

• Ocho días de salario por cada año de servicio para los contratos temporales que se celebren hasta el 31 de diciembre de 2011.

• Nueve días de salario por cada año de servicio para los contratos temporales que se celebren a partir del 1 de enero de 2012.

• Diez días de salario por cada año de servicio para los contratos temporales que se celebren a partir del 1 de enero de 2013.

• Once días de salario por cada año de servicio para los contratos temporales que se celebren a partir del 1 de enero de 2014.

• Doce días de salario por cada año de servicio para los contratos temporales que se celebren a partir del 1 de enero de 2015.

Incentivos a la transformación en indefinidos

• Posibilidad de obtener los beneficios por conversión en indefinidos (desde 1 en. hasta 31 dic. 2007) conforme a la disp. adic. primera de la L. 12/2001, 9 jul., en la redacción dada a la letra b) de su ap. 2 por la L. 43/2006, 29 dic.

Normativa

• Art. 15, E.T., según redacción dada por la L. 63/97, 26 dic. (B.O.E. del 30) ampliado por el ap. 10 del art. 1.º, de la L. 12/2001, 9 jul. (B.O.E. del 10).

• R.D. 2720/98, 18 dic. (B.O.E. 8 en. 1999).

• Art. 3.º, L. 12/2001, 9 jul. (B.O.E. del 10).

• R.D.L. 5/2006, 9 jun. (B.O.E. del 14).

• L. 43/2006, 29 dic., para la mejora del crecimiento y el empleo (B.O.E. del 30).

• L. 35/2010, 17 sept., de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo.

4.3.  Contrato de trabajo de interinidad

Características

• Tiene por objeto sustituir a trabajadores con derecho a reserva del puesto de trabajo, en virtud de norma, convenio colectivo o acuerdo individual o para cubrir temporalmente un puesto de trabajo durante el proceso de selección o promoción para su cobertura definitiva.

Jornada

• Deberá celebrarse a jornada completa excepto en 2 supuestos:

a) Cuando el trabajador sustituido estuviera contratado a tiempo parcial o se trate de cubrir temporalmente un puesto de trabajo cuya cobertura definitiva se vaya a realizar a tiempo parcial.

b) Cuando el contrato se realice para complementar la jornada reducida de los trabajadores que ejerciten el derecho reconocido en el ar. 37, ap. 4 y 5, del E.T., o en aquellos otros supuestos en que, de conformidad con lo establecido legal o convencionalmente, se haya acordado una reducción temporal de la jornada del trabajador sustituido. Así como, en los supuestos en que los trabajadores disfruten a tiempo parcial del permiso de maternidad, adopción o acogimiento, preadoptivo o permanente.

Duración

• La duración del contrato de interinidad será la del tiempo que dure la ausencia del trabajador sustituido con derecho a la reserva del puesto de trabajo.

• Cuando el contrato se realice para cubrir temporalmente un puesto de trabajo durante el proceso de selección o promoción para su cobertura definitiva la duración será la del tiempo que dure el proceso de selección o promoción para la cobertura definitiva del puesto, sin que pueda ser superior a 3 meses ni celebrarse un nuevo contrato con el mismo objeto una vez superada dicha duración máxima.

• En los procesos de selección llevados a cabo por las Administraciones públicas para la provisión de puestos de trabajo, la duración de los contratos coincidirá con el tiempo que duren dichos procesos conforme a lo previsto en su normativa específica.

• Se transforma en indefinido, salvo prueba en contrario que acredite la naturaleza temporal de la prestación:

a) Por falta de forma escrita. En el supuesto de contrato a tiempo parcial la falta de forma escrita determinará asimismo que el contrato se presuma celebrado a jornada completa salvo prueba en contrario que acredite el carácter a tiempo parcial de los servicios.

b) Por falta de alta en la Seguridad Social si hubiera transcurrido un período superior al período de prueba.

c) Si llegado el término, no se hubiera producido denuncia de alguna de las partes y se continuara realizando la prestación laboral.

d) También se presumirán por tiempo indefinido, los celebrados en fraude de ley.

Formalización y registro

• El contrato, y en su caso las prórrogas, se registrarán en la Oficina de Empleo en los 10 días siguientes a su concertación.

• El contrato deberá formalizarse siempre por escrito y deberá especificar con precisión y claridad el carácter de la contratación e identificar suficientemente la circunstancia que determina su duración, la duración del contrato, así como el trabajo a desarrollar.

Extinción y denuncia

• El contrato de interinidad se extinguirá, previa denuncia de cualquiera de las partes, cuando se produzca cualquiera de las siguientes causas:

1.ª La reincorporación del trabajador sustituido.

2.ª El vencimiento del plazo legal o convencionalmente establecido para la reincorporación.

3.ª La extinción de la causa que dio lugar a la reserva del puesto de trabajo.

4.ª El transcurso del plazo de 3 meses en los procesos de selección o promoción para la provisión definitiva de puestos de trabajo o del plazo que resulte de aplicación en los procesos de selección en las Administraciones públicas.

• Los contratos de interinidad que tengan establecida legal o convencionalmente una duración máxima y que se hubiesen concertado por una duración inferior a la misma, se entenderán prorrogados tácitamente, hasta la correspondiente duración máxima, cuando no hubiese mediado denuncia o prórroga expresa antes de su vencimiento y el trabajador continúe prestando servicios.

• Producida la causa de extinción del contrato de interinidad, si no hubiera denuncia expresa y el trabajador continuara prestando sus servicios, el contrato se considerará prorrogado tácitamente por tiempo indefinido, salvo prueba en contrario que acredite la naturaleza temporal de la prestación.

Incentivos a los contratos de interinidad para sustituir a trabajadores en excedencia por cuidado de familiares

• Los contratos de interinidad que se celebren para sustituir al trabajador que esté en situación de excedencia por cuidado de familiares, tendrán derecho a una reducción en las cotizaciones empresariales a la Seguridad Social por contingencias comunes en las cuantías que se especifican a continuación, cuando dichos contratos se celebren con beneficiarios de prestaciones por desempleo, de nivel contributivo o asistencial, que lleven más de un año como perceptores:

a) 95% durante el primer año de excedencia del trabajador que se sustituye.

b) 60% durante el segundo año de excedencia del trabajador que se sustituye.

c) 50% durante el tercer año de excedencia del trabajador que se sustituye.

• Los citados beneficios no serán de aplicación a las contrataciones que afecten al cónyuge, ascendientes, descendientes y demás parientes por consanguinidad o afinidad, en los términos establecidos en la disp. adic. 14.ª del R.D. Leg. 1/1995, 24 mar.

Bonificaciones de cuotas a la Seguridad Social de los contratos de interinidad para sustituir a trabajadores durante los períodos de descanso por maternidad, riesgo durante el embarazo, adopción y acogimiento preadoptivo o permanente

• Los contratos de interinidad que se celebren con personas desempleadas para sustituir a trabajadores que tengan suspendido su contrato de trabajo en virtud de los supuestos señalados anteriormente y en los términos establecidos en el art. 48.4 del E.T., tendrán derecho a una bonificación del 100% en las cuotas empresariales de la Seguridad Social, incluidas las de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y en las aportaciones empresariales de las cuotas de recaudación conjunta. Dichos beneficios se extenderán también a las sustituciones de trabajadores autónomos, socios trabajadores o socios de trabajo de las sociedades cooperativas, con independencia del régimen de afiliación.

• La duración máxima de las bonificaciones previstas coincidirá con la de los períodos de los descansos a que se refiere el citado art. 48.4 del E.T.

• En el supuesto de riesgo durante el embarazo, la bonificación por esta causa subsistirá hasta tanto se inicie la correspondiente suspensión del contrato por maternidad biológica o desaparezca la imposibilidad de reincorporarse a su puesto anterior o a otro compatible con su estado. En los supuestos en que el trabajador no agote el período de descanso a que tuviera derecho, los beneficios se extinguirán en el momento de su reincorporación a la empresa.

• Los beneficios anteriormente expuestos no serán de aplicación en los siguientes casos:

a) Contrataciones de interinidad que se suscriban con el cónyuge, ascendientes, descendientes y demás parientes por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado inclusive del empresario, o de aquellos que sean miembros de los órganos de administración de las empresas que revistan la forma jurídica de sociedad.

b) Contratos celebrados por las Administraciones públicas y sus organismos autónomos.

c) Contratos de puesta a disposición.

Bonificaciones de cuotas a la Seguridad Social para contratos de interinidad con personas discapacitadas para sustituir bajas por incapacidad temporal de discapacitados

• Los contratos de interinidad que se celebren con personas discapacitadas desempleadas, para sustituir a trabajadores discapacitados que tengan suspendido su contrato de trabajo por incapacidad temporal durante el período que persista dicha situación, darán derecho a una bonificación del 100% de las cuotas empresariales a la seguridad social, incluidas las de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y en las aportaciones empresariales de las cuotas de recaudación conjunta. Disp. adic. 9ª L. 45/2002, 12 dic. (B.O.E. del 13).

Bonificaciones de cuotas a la Seguridad Social de los contratos de interinidad para sustituir a trabajadores víctimas de violencia de género (art. 21 L.O. 1/2004, 28 dic., BOE del 29)

Las empresas que formalicen contratos de interinidad para sustituir a trabajadoras víctimas de violencia de género que hayan suspendido su contrato de trabajo o ejercitado su derecho a la movilidad geográfica o al cambio de centro de trabajo, tendrán derecho a una bonificación del 100% de las cuotas empresariales a la Seguridad Social por contingencias comunes, durante todo el período de suspensión de la trabajadora sustituida o durante seis meses en los supuestos de movilidad geográfica o cambio de centro de trabajo. Cuando se produzca la reincorporación, ésta se realizará en las mismas condiciones existentes en el momento de la suspensión del contrato de trabajo.

Incentivos a los contratos de interinidad celebrados con trabajadores beneficiarios de prestaciones por desempleo para sustituir a trabajadores en formación

Podrán acogerse a este programa las empresas que tengan hasta 100 trabajadores y sustituyan a éstos con trabajadores desempleados beneficiarios de prestaciones por desempleo durante el tiempo en que aquéllos participen en acciones de formación financiados por las Administraciones públicas. Los incentivos son los siguientes:

• El trabajador desempleado contratado percibirá el 50 por 100 de la cuantía de la prestación por desempleo durante la vigencia del contrato con el límite máximo del doble del período pendiente de percibir de la prestación o subsidio.

• El empresario abonará al trabajador la diferencia hasta alcanzar el salario que le corresponda, siendo responsable de la totalidad de las cotizaciones a la Seguridad Social.

Incentivos a la transformación en indefinidos

• Posibilidad de obtener los beneficios por conversión en indefinidos (desde 1 en. hasta 31 dic. 2006) conforme a la Disp. Adic. Quincuagésima, L. 30/2005, 29 dic., de Presupuestos Generales del Estado para 2006. (Programa de Fomento del Empleo para el 2006).

Normativa

• Art. 15, E.T., según redacción dada por la L. 12/2001, 9 jul.

• R.D. 2720/1998, 18 dic. (B.O.E. 8 en. 1999).

• R.D.L. 11/1998, 4 sept. (B.O.E. del 5).

• L. 39/1999, 5 nov. (B.O.E. del 6; Corr. Err. B.O.E. del 12).

• L. Org. 2/2004, 28 dic, (BOE del 29). Disp. adic. 14.ª TRLET.




	CAUSA DE LA INTERINIDAD
	BENEFICIOS



	Bonificación o Reduccióna
	%
	Fracciones de la cuota a las que es de aplicación el porcentaje
	PERÍODO





	EXCEDENCIA POR CUIDADO DE FAMILIARES
	Reducción
	95
	Cuota empresarial por Contingencias Comunes
	Primer año de la excedencia



	60
	Segundo año de la excedencia



	50
	Tercer año de la excedencia



	DESCANSO POR MATERNIDAD, ACOGIMIENTO, ADOPCIÓN O RIESGO DURANTE EL EMBARAZO, LACTANCIA NATURAL Y SUSPENSIÓN POR PATERNIDAD
	Bonificación
	100
	Cuota Empresarial incluida accidentes de trabajo, desempleo, Fondo Garantia Salarial y Formación Profesional
	Durante todo el período de sustitución



	SUSTITUCIÓN VÍCTIMAS VIOLENCIA DE GÉNERO
	Bonificación
	100
	
Cuota empresarial

Contingencias Comunes.


	Durante todo el período de suspensión del Contrato





5.  CONTRATOS A TIEMPO PARCIAL

5.1.  Contrato de trabajo a tiempo parcial y contrato fijo discontinuo

Características

• Permite la contratación de un trabajador para prestar servicios durante un número de horas al día, a la semana, al mes o al año, inferior a la jornada de trabajo de un «trabajador a tiempo completo comparable».

Se entenderá por «trabajador a tiempo completo comparable» a un trabajador de la misma empresa y centro de trabajo, con el mismo tipo de contrato y que realice un trabajo idéntico o similar. Si en la empresa no hubiera ningún trabajador comparable a tiempo completo, se considerará la jornada a tiempo completo prevista en el convenio de aplicación o, en su defecto, la jornada máxima legal.

• También se considerará como contrato a tiempo parcial el celebrado por el trabajador que concierte con su empresa una reducción de la jornada de trabajo y su salario de entre un mínimo del 25% y un máximo del 85% cuando reúnan las condiciones generales exigidas para tener derecho a la pensión de jubilación de la Seguridad Social, con excepción de la edad, que habrá de ser inferior a 5 años como máximo a la edad de jubilación, o cuando reuniendo igualmente las citadas condiciones generales, haya cumplido ya dicha edad. La ejecución de este contrato y su retribución serán compatibles con la pensión que la Seguridad Social reconozca al trabajador en concepto de jubilación parcial, extinguiéndose la relación laboral al producirse la jubilación total. Para poder realizar este contrato, en el caso de trabajadores que no hayan alcanzado aún la edad de jubilación, la empresa concertará simultáneamente un contrato de trabajo con otro trabajador en situación de desempleo o que tuviese concertado con la empresa un contrato de duración determinada y quedará obligada a mantener cubierta como mínimo la jornada de trabajo sustituida hasta la fecha de jubilación prevista. El contrato de trabajo por el que se sustituye la jornada vacante por el trabajador que reduce su jornada se denominará contrato de relevo.

Duración

• El contrato a tiempo parcial podrá concertarse:

a) Por tiempo indefinido:

- El contrato a tiempo parcial se entenderá celebrado por tiempo indefinido, cuando se concierte para realizar trabajos fijos y periódicos dentro del volumen normal de la actividad de la empresa.

- También se considerará el contrato a tiempo parcial como indefinido cuando el contrato se concierte para realizar trabajos que tengan el carácter de fijos discontinuos y no se repitan en fechas ciertas, dentro del volumen normal de actividad de la empresa.

b) Por duración determinada:

- En los supuestos en los que legalmente se permita la utilización de esta modalidad de contratación, excepto en el contrato para la formación.

- En el supuesto de jubilación parcial, la duración será equivalente al período de tiempo que le faltara al trabajador para alcanzar la edad necesaria para causar derecho a la pensión de jubilación ordinaria, en cuyo momento se extinguirá el contrato. Si al cumplir dicha edad, el trabajador jubilado parcialmente continuase en la empresa, el contrato de relevo que se hubiese concertado por duración determinada podrá prorrogarse mediante acuerdo de la partes por períodos anuales, extinguiéndose, en todo caso, al finalizar el período correspondiente al año en que se produzca la jubilación total del trabajador relevado.

- En el caso del trabajador jubilado parcialmente después de haber alcanzado la edad de jubilación, la duración del contrato de relevo (a tiempo parcial) que podrá celebrar la empresa para sustituir la parte de jornada dejada vacante por aquél, podrá ser indefinida o anual. En este segundo caso, el contrato se prorrogará automáticamente por períodos anuales, extinguiéndose al acceder el relevado a la jubilación total.

Jornada

• La jornada diaria en el trabajo a tiempo parcial podrá realizarse de forma continuada o partida. Cuando el contrato a tiempo parcial conlleve la ejecución de una jornada diaria inferior a la de los trabajadores a tiempo completo y ésta se realice de forma partida, sólo será posible efectuar una única interrupción en dicha jornada diaria, salvo que se disponga otra cosa mediante Convenio Colectivo.

• Los trabajadores a tiempo parcial no podrán realizar horas extraordinarias, salvo en los supuestos a los que se refiere el art. 35.3 del E.T. La realización de horas complementarias se realizará de acuerdo con lo dispuesto en el art. 12.5 del E.T.

Formalización

• El contrato se deberá formalizar necesariamente por escrito, en el modelo que se establezca. En el contrato deberán figurar el número de horas ordinarias de trabajo al día, a la semana, al mes o al año contratadas y su distribución.

• De no observarse estas exigencias, el contrato se presumirá celebrado a jornada completa, salvo prueba en contrario que acredite el carácter parcial de los servicios.

Horas complementarias

• Se considerarán horas complementarias aquellas cuya posibilidad de realización haya sido acordada, como adición a las horas ordinarias pactadas en el contrato a tiempo parcial.

• La realización de horas complementarias exigirá un pacto específico respecto a las mismas en el contrato, sólo se podrán formalizar en el caso de contratos a tiempo parcial de duración indefinida, y no podrán exceder del 15% de las horas ordinarias de trabajo objeto del contrato.

• Los Convenios Colectivos de ámbito sectorial o, en su defecto, de ámbito inferior, podrán establecer otro porcentaje máximo, que en ningún caso podrá exceder del 60% de las horas ordinarias contratadas.

• En todo caso, la suma de las horas ordinarias y las complementarias no excederá del límite legal del contrato de trabajo a tiempo parcial.

Retribución

• Será proporcional al número de horas trabajadas al día, a la semana, al mes o al año respecto a la jornada habitual en la actividad de que se trate.

• En el caso de jubilación parcial será compatible la retribución del trabajador que se jubila con la pensión que la Seguridad Social le reconozca.

Protección Social y Cotización a la Seguridad Social

• La protección social derivada de los contratos de trabajo a tiempo parcial se regirá por el principio de asimilación del trabajador a tiempo parcial al trabajador a tiempo completo y específicamente por las reglas expuestas en el art. 2 del R.D.L. 15/1998, 27 nov. (B.O.E. del 28) desarrollado por el R.D. 1131/2002, 31 oct. (B.O.E. 27 nov.)

• La base de cotización a la Seguridad Social estará constituida por las retribuciones efectivamente percibidas en función de las horas trabajadas, tanto ordinarias como complementarias.

Incentivos. Art. 10.3 L. 35/2010, 17 sept., de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo

• Los contratos de relevo y de sustitución por anticipación de la edad de jubilación, cualquiera que sea la fecha de su celebración, que se transformen en indefinidos hasta el 31 de diciembre de 2011 tendrán derecho a una bonificación en la cuota empresarial a la Seguridad Social de 41,67 euros/mes (500 euros/año) durante tres años. En el caso de mujeres dichas bonificaciones serán de 58,33 euros/mes (700 euros/año).

• En el caso de Contratos acogidos al Programa de Fomento del Empleo, cuando el contrato indefinido sea a tiempo parcial, la bonificación resultará de aplicar a las previstas en cada caso un porcentaje igual al de la jornada pactada en el contrato incrementado en un 30 por cien, sin que en ningún caso pueda superar el 100 por ciento de la cuantía prevista.

Normativa

• Art. 12, E.T., según redacción dada por el R.D.L. 15/1998, 27 nov. (B.O.E. del 28).

• L. 12/2001, 9 jul. (B.O.E. 10 jul), modificada por disp. adic. cuarta, L. 24/2001, 27 dic., de medidas fiscales, administrativas y del orden social (B.O.E. 31 dic.).

• L. 43/2006, 29 dic. (B.O.E. del 30), para la mejora del crecimiento y el empleo.

• Disp. adic. 29ª L. 40/2007, 4 dic. (B.O.E. 5 dic.) de Medidas en materia de Seguridad Social.

5.2.  Contrato de trabajo de relevo

Características

• Este tipo de contrato se concierta con un trabajador inscrito como desempleado en la correspondiente Oficina de Empleo o bien debe tener concertado con la empresa un contrato de duración determinada, para sustituir al trabajador de la empresa que accede a la jubilación parcial, simultáneamente con el contrato a tiempo parcial que se pacte con este último.

Duración

• La duración del contrato será indefinida o igual a la del tiempo que falta al trabajador sustituido para alcanzar la edad de jubilación. Si, al cumplir dicha edad, el trabajador jubilado parcialmente continuase en la empresa, el contrato de relevo que se hubiera celebrado por duración determinada podrá prorrogarse mediante acuerdo de las partes por períodos anuales, extinguiéndose en todo caso al finalizar el período correspondiente al año en el que se produzca la jubilación total del trabajador relevado.

• En el caso del trabajador jubilado parcialmente después de haber alcanzado la edad de jubilación, la duración del contrato de relevo que podrá celebrar la empresa para sustituir la parte de jornada dejada vacante por el mismo podrá ser indefinida o anual. En este segundo caso, el contrato se prorrogará automáticamente por períodos anuales, extinguiéndose en la forma señalada anteriormente.

Jornada

• El contrato de relevo podrá celebrarse a jornada completa o a tiempo parcial.

• En todo caso, la duración de la jornada deberá ser, como mínimo, igual a la reducción de la jornada acordada por el trabajador sustituido, que deberá estar comprendida entre un 25 y un 85 por 100 cuando el contrato de relevo se celebre a jornada completa y duración indefinida, de lo contrato deberá estar comprendida la jornada entre un 25 y un 75 por 100. El horario de trabajo del trabajador relevista podrá completar el del trabajador sustituido o simultanearse con él.

• El puesto de trabajo del trabajador relevista podrá ser el mismo del trabajador sustituido o uno similar, entendiendo por tal, el desempeño de tareas correspondientes al mismo grupo profesional o categoría equivalente. Cuando debido a los requerimientos específicos del trabajo, la anterior previsión no sea posible, deberá existir una correspondencia entre las bases de cotización de ambos.

Formalización

• Ver ap. «Contrato a tiempo parcial».

Retribución

• Ver ap. «Contrato a tiempo parcial».

Protección Social y Cotización a la Seguridad Social

• Ver ap. «Contrato a tiempo parcial».

Obligaciones de la empresa

• Ver ap. «Contrato a tiempo parcial».

Extinción

• En el supuesto de jubilación parcial, la duración será equivalente al período de tiempo que le faltara al trabajador para alcanzar la edad necesaria para causar derecho a la pensión de jubilación ordinaria, en cuyo momento se extinguirá el contrato. Si al cumplir dicha edad, el trabajador jubilado parcialmente continuase en la empresa, el contrato de relevo que se hubiese concertado por duración determinada podrá prorrogarse mediante acuerdo de la partes por períodos anuales, extinguiéndose, en todo caso, al finalizar el período correspondiente al año en que se produzca la jubilación total del trabajador relevado.

• En el caso del trabajador jubilado parcialmente después de haber alcanzado la edad de jubilación, la duración del contrato de relevo (a tiempo parcial) que podrá celebrar la empresa para sustituir la parte de jornada dejada vacante por aquél, podrá ser indefinida o anual. En este segundo caso, el contrato se prorrogará automáticamente por períodos anuales, extinguiéndose al acceder el relevado a la jubilación total

• Si durante la vigencia del contrato de relevo se produjera el cese del trabajador, el empresario deberá sustituirlo, en el plazo de 15 días, por otro trabajador desempleado.

• Si el trabajador que comparte su trabajo con el titular del contrato de relevo fuera despedido improcedentemente antes de cumplir la edad de jubilación y no se procediera a su readmisión, la empresa deberá sustituirlo por otro trabajador desempleado o ampliar la duración de la jornada del trabajador con contrato de relevo.

• En caso de incumplimiento de las obligaciones previstas en los puntos anteriores, el empresario deberá abonar a la Entidad Gestora correspondiente el importe de la prestación de jubilación parcial devengado desde el momento del cese o del despido improcedente.

Indemnización

A la finalización del contrato, si se hubiera formalizado a partir del 4 de marzo de 2001, el trabajador tendrá derecho a recibir una indemnización de cuantía equivalente a la parte proporcional de la cantidad que resultaría de abonar ocho días de salario por cada año de servicio, o la establecida, en su caso, en la normativa específica que sea de aplicación. Para los contratos suscritos a partir del 18 de junio de 2010, la indemnización será de doce días de salario por cada año de servicio según el calendario señalado en el «Contrato de obra o servicio determinado».

Incentivos. Art. 10.3 L. 35/2010, 17 sept., de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo

Las bonificaciones del contrato indefinido a tiempo parcial resultarán de aplicar a las previstas para los colectivos de la Ley 43/2006, un porcentaje igual al de la jornada pactada en el contrato, incrementado en un 30%, sin que en ningún caso pueda superar el 100% de la cuantía prevista.

Normativa

• Art. 12, E.T.

• L. 12/2001, 9 jul. (B.O.E. 19 jul.), modificada por disp. adic. cuarta, L. 24/2001, 27 dic., de medidas fiscales, administrativas y del orden social (B.O.E. 31 dic.).

• L. 43/2006, 29 dic. (B.O.E. del 30), para la mejora del crecimiento y del empleo, modificada por art. 7 L. 27/2009, 30 dic., de medidas urgentes para el mantenimiento y el fomento del empleo y la protección de las personas desempleadas.

• Disp. adic. 29ª L. 40/2007, 4 dic. (B.O.E. 5 dic.) de Medidas en materia de Seguridad Social.

6.  OTROS CONTRATOS

6.1.  Contrato de trabajo de sustitución por anticipación de la edad de jubilación

Características

• Este contrato tiene por objeto la contratación de trabajadores desempleados en sustitución de trabajadores que anticipen su edad ordinaria de jubilación de 65 a 64 años.

Duración

• Como mínimo de un año.

• Al trabajador que se jubila le debe faltar un año como máximo para alcanzar la edad ordinaria de jubilación.

• El contrato de sustitución podrá concertarse al amparo de cualquiera de las modalidades de contratación, excepto:

a) La contratación a tiempo parcial.

b) Modalidad prevista en el art. 15.1.b) del E.T. (acumulación de tareas).

Formalización

• Se hará constar en el contrato el nombre del trabajador que se sustituye.

• Se registrará en la Oficina de Empleo dentro de los 10 días siguientes a su concertación.

Otras características

• En los supuestos en que esté prevista la aplicación de coeficientes reductores de la edad mínima de 65 años, dichos coeficientes se aplicarán a la edad de 64 años.

Obligaciones de la empresa

• Si durante la vigencia del contrato cesase el trabajador, el empresario deberá sustituirlo, en el plazo máximo de 15 días, por otro trabajador desempleado, por el tiempo que reste para alcanzar la duración mínima, salvo caso de fuerza mayor.

• En caso de incumplimiento, la empresa abonará a la Entidad gestora el importe de la prestación de jubilación devengada desde el cese del trabajador.

Indemnización

Dependiendo de la modalidad contractual utilizada para celebrar este «contrato de sustitución por anticipación de la edad de jubilación», a la finalización del mismo, el trabajador tendrá derecho a recibir una indemnización económica de cuantía equivalente a la parte proporcional que resultaría de abonar ocho días de salario por cada año de servicio, o la establecida, en su caso, en la normativa específica que sea de aplicación. Para los contratos suscritos a partir de 18 de junio de 2010, la indemnización será de doce días de salario por cada año de servicio según el calendario señalado en el "«Contrato de obra o servicio determinado».

Incentivos. Art. 10.3 L. 35/2010, 17 sept., de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo

• Los contratos formativos, de relevo y de sustitución por anticipación de la edad de jubilación, cualquiera que sea la fecha de su celebración, que se transformen en indefinidos hasta el 31 de diciembre de 2011 tendrán derecho a una bonificación en la cuota empresarial a la Seguridad Social de 41,67 euros/mes (500 euros/año) durante tres años. En el caso de mujeres dichas bonificaciones serán de 58,33 euros/mes (700 euros/año).

• Cuando el contrato indefinido sea a tiempo parcial, las bonificaciones previstas en cada caso se aplicarán en las proporciones mencionadas en el apartado «Contratos acogidos al Programa de Fomento del Empleo».

Normativa

• R.D. 1194/1985, 17 jul. (B.O.E del 20).

• L. 12/2001, de 9 jul. (B.O.E. 19 jul.), modificada por disp. adic. cuarta, L. 24/2001, 27 dic., de medidas fiscales, administrativas y del orden social (B.O.E. 31 dic.).

• L. 43/2006, 29 dic. (B.O.E. del 30), para la mejora del crecimiento y el empleo.

6.2.  Contrato de trabajo a domicilio

Características

• El contrato de trabajo a domicilio es aquel en que la prestación de la actividad laboral se realiza en el domicilio del trabajador o lugar libremente elegido por éste y sin la vigilancia del empresario.

Duración

• Puede ser indefinido o por tiempo determinado.

Formalización

• El contrato se realizará por escrito y deberá constar el lugar en el que se realice la actividad laboral.

• Se registrará en la Oficina de Empleo en los 10 días siguientes a su concertación.

Obligaciones del empresario

• El empresario debe poner a disposición de los trabajadores a domicilio, un documento de control de la actividad laboral que realicen, en el que deberán consignarse:

a) El nombre del trabajador.

b) La clase y cantidad de trabajo.

c) Cantidad de materias primas entregadas.

d) Tarifas acordadas para la fijación del salario.

e) Datos relativos a la entrega y recepción de objetos elaborados.

f) Cuantos otros aspectos de la relación laboral interesen a las partes.

Normativa

• Art. 13, R.D. Leg. 1/1995, 26 mar. (B.O.E del 29), por el que se aprueba el T.R.L.E.T.

6.3.  Contrato de trabajo de grupo

Características

• Es el contrato celebrado entre un empresario y un grupo de trabajadores considerado en su totalidad, no teniendo el empresario frente a cada uno de los miembros del grupo los derechos y deberes que como tal le competen.

Duración

• Puede serlo por tiempo indefinido o de duración determinada.

Formalización

• Por escrito.

• El contrato se registrará en la Oficina de Empleo en los 10 días siguientes a su concertación.

Grupo de Trabajadores

• El jefe de grupo ostenta la representación de trabajadores que lo integran respondiendo de las obligaciones inherentes a dicha representación.

• Si el trabajador, conforme a lo pactado por escrito, asociase a su trabajo a un auxiliar o ayudante, el empresario de aquél lo será también de éste.

• El empresario sólo puede ejercer sus derechos y obligaciones con el jefe de grupo.

Normativa

• Art. 10, R.D. Leg. 1/1995, 26 mar. (B.O.E del 29), por el que se aprueba el T.R.L.E.T.

7.  PROGRAMA DE FOMENTO DE EMPLEO 2007 (L. 43/2006, 29 dic. para la mejora del crecimiento y del empleo, B.O.E. del 30 dic.)

7.1.  Objeto del Programa y beneficiarios

1. El presente Programa regula las bonificaciones por la contratación indefinida, tanto a tiempo completo como a tiempo parcial e incluida la modalidad de fijo discontinuo, de los trabajadores desempleados inscritos en la Oficina de Empleo. Igualmente se regulan las bonificaciones para el mantenimiento del empleo de determinados trabajadores.

2. Asimismo, se regulan con carácter excepcional bonificaciones para los contratos temporales que se celebren con trabajadores con discapacidad o con personas que se encuentren en situación de exclusión social, siempre que, en ambos casos, estén desempleados e inscritos en la Oficina de Empleo, así como con personas que tengan acreditada la condición de víctima de violencia de género en los términos de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, o de víctima de violencia doméstica.

3. Podrán ser beneficiarios de las bonificaciones establecidas en este Programa de Fomento del Empleo las empresas, incluidos los trabajadores autónomos, y sociedades laborales o cooperativas a las que se incorporen trabajadores como socios trabajadores o de trabajo, siempre que estas últimas hayan optado por un régimen de Seguridad Social propio de trabajadores por cuenta ajena.

También podrán ser beneficiarios de dichas bonificaciones las empresas, incluidos los trabajadores autónomos, y sociedades laborales y cooperativas a que se refiere el párrafo anterior en el caso de transformación de contratos temporales en contratos o vínculos societarios indefinidos, en los supuestos incluidos en este Programa de Fomento del Empleo.

4. Quedarán excluidos de los beneficios del presente Programa la Administración General del Estado y los Organismos regulados en el Título III y en la disposición adicional décima de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, así como las Administraciones Autonómicas y las Entidades Locales y sus Organismos públicos.

No se aplicará lo establecido en este apartado cuando se trate de la contratación de trabajadores con discapacidad por centros especiales de empleo de titularidad pública.

7.2.  Ámbito de aplicación e incentivos a la contratación

1. Los empleadores que contraten indefinidamente a tiempo completo, de acuerdo con los requisitos y condiciones que se señalan en esta Sección, se podrán bonificar en la cuota empresarial a la Seguridad Social en la siguiente duración y cuantía mensual o, en su caso, por su equivalente diario, por trabajador contratado perteneciente a alguno de los siguientes colectivos:

a) Mujeres en general: 70,83 euros/mes (850 euros/año) durante 4 años.

b) Mujeres que sean contratadas en los veinticuatro meses siguientes a la fecha del parto, o de la adopción o acogimiento tanto preadoptivo como permanente: 100 euros/mes (1.200 euros/año) durante 4 años.

c) Mujeres que se reincorporen al empleo después de cinco años de inactividad laboral, siempre que, anteriormente a la retirada del mercado de trabajo, hubiesen estado de alta en cualquier régimen de Seguridad Social durante un mínimo de 3 años: 100 euros/mes (1.200 euros/año) durante 4 años.

d) Mayores de cuarenta y cinco años: 100 euros/mes (1.200 euros/año) durante toda la vigencia del contrato.

e) Jóvenes de dieciséis a treinta años, ambos inclusive: 66,67 euros/mes (800 euros/año) durante 4 años.

f) Trabajadores inscritos como desempleados ininterrumpidamente en la oficina de empleo durante, al menos, seis meses: 50 euros/mes (600 euros/año) durante 4 años.

2. Los empleadores que contraten a personas con discapacidad tendrán derecho a las siguientes bonificaciones:

1) En el supuesto de contratación indefinida, tendrán derecho a una bonificación mensual de la cuota empresarial a la Seguridad Social o, en su caso, de su equivalente diario por trabajador contratado, de 375 euros/mes (4500 euros/año) durante toda la vigencia del contrato. La misma bonificación se disfrutará en el supuesto de transformación en indefinidos de los contratos temporales de fomento del empleo celebrados con personas con discapacidad, o de transformación en indefinidos de contratos formativos suscritos con trabajadores con discapacidad.

2) En el supuesto del número anterior, la bonificación será de 425 euros/mes (5100 euros/año) si el trabajador con discapacidad está incluido en alguno de los grupos siguientes:

a) Personas con parálisis cerebral, personas con enfermedad mental o personas con discapacidad intelectual, con un grado de minusvalía reconocido igual o superior al 33 por 100.

b) Personas con discapacidad física o sensorial, con un grado de minusvalía reconocido igual o superior al 65 por 100.

3) Si el trabajador con discapacidad tiene en el momento de la contratación 45 o más años o si se trata de una mujer, la bonificación que corresponda de acuerdo con los números anteriores, se incrementará, respectivamente, en 100 euros/mes (1200 euros/año) o en 70,83 euros/mes (850 euros/año), sin que los incrementos establecidos en este número sean compatibles entre sí.

4) En el caso de que las personas con discapacidad sean contratadas mediante el contrato temporal de fomento del empleo, la bonificación ascenderá a 291,66 euros/mes (3500 euros/año) durante toda la vigencia del contrato.

La bonificación será de 341,66 euros/mes (4.100 euros/año) si el trabajador con discapacidad está incluido en alguno de los grupos siguientes:

i) Personas con parálisis cerebral, personas con enfermedad mental o personas con discapacidad intelectual, con un grado de minusvalía reconocido igual o superior al 33 por 100.

ii) Personas con discapacidad física o sensorial, con un grado de minusvalía reconocido igual o superior al 65 por 100.

Si el trabajador tiene en el momento de la contratación 45 o más años, o si se trata de una mujer, la bonificación que corresponda de acuerdo con los párrafos anteriores, se incrementará, en ambos supuestos, en 50 euros/mes (600 euros/año), siendo tales incrementos compatibles entre sí.

5) Para tener derecho a los beneficios establecidos en este apartado los trabajadores con discapacidad deberán tener un grado de minusvalía igual o superior al 33 por 100, o la específicamente establecida en cada caso. Se considerarán también incluidos los pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconocida una pensión de incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez, así como los pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad.

3. No obstante lo establecido en el apartado anterior, cuando se trate de trabajadores con discapacidad, que reúnan los requisitos a que se refiere su último párrafo, contratados por un centro especial de empleo, mediante un contrato indefinido o temporal, incluidos los contratos formativos, se aplicarán las bonificaciones del 100 por 100 de la cuota empresarial a la Seguridad Social, incluidas las de accidentes de trabajo y enfermedad profesional y las cuotas de recaudación conjunta. La misma bonificación se disfrutará por los centros especiales de empleo en el supuesto de transformación en indefinidos de los contratos temporales de fomento de empleo de personas con discapacidad o de transformación en indefinidos de los contratos formativos suscritos con trabajadores con discapacidad.

4. Los empleadores que contraten indefinidamente a personas que tengan acreditada la condición de víctima de violencia de género en los términos de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, o de víctima de violencia doméstica, sin que sea necesaria la condición de estar en desempleo, tendrán derecho, desde la fecha de celebración del contrato, a una bonificación mensual de la cuota empresarial a la Seguridad Social o, en su caso, por su equivalente diario, por trabajador contratado de 70,83 euros/mes (850 euros/año) durante 4 años.

En el caso de que se celebren contratos temporales con estas personas se tendrá derecho a una bonificación mensual de la cuota empresarial a la Seguridad Social o, en su caso, por su equivalente diario, por trabajador contratado de 50 euros/mes (600 euros/año), durante toda la vigencia del contrato.

5. Los empleadores que contraten indefinidamente a trabajadores en situación de exclusión social, incluidos en los colectivos relacionados en la disposición adicional segunda de esta Ley, y que tengan acreditada esta condición por los servicios sociales u órganos competentes, podrán acogerse a las bonificaciones mensuales de la cuota empresarial a la Seguridad Social o, en su caso, por su equivalente diario, por trabajador contratado, de 50 euros/mes (600 euros/año) durante 4 años.

En el caso de que la contratación sea temporal dará derecho a una bonificación de 41,67 euros/mes (500 euros/año), durante toda la vigencia del contrato.

6. Igualmente se incentivará la transformación en indefinidos de los contratos formativos, de relevo y de sustitución por anticipación de la edad de jubilación, cualquiera que sea la fecha de su celebración y de su transformación en indefinido, con una bonificación mensual de la cuota empresarial a la Seguridad Social o, en su caso, por su equivalente diario, por trabajador contratado de 41,67 euros/ mes (500 euros/año) durante 4 años, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 3.

7. En todos los casos mencionados en este artículo, con excepción de los previstos en el apartado 3, cuando el contrato indefinido o temporal sea a tiempo parcial, las bonificaciones previstas en cada caso se aplicarán en las siguientes proporciones:

a) El 100 por 100, cuando la jornada laboral sea igual o superior a las tres cuartas partes de la jornada habitual o a tiempo completo.

b) El 75 por 100, cuando la jornada laboral sea igual o superior a la mitad de la jornada habitual o a tiempo completo e inferior a las tres cuartas partes de dicha jornada.

c) El 50 por 100, cuando la jornada laboral sea igual o superior a la cuarta parte de la jornada habitual o a tiempo completo e inferior a la mitad de dicha jornada.

d) El 25 por 100, cuando la jornada laboral sea inferior al 25 por 100 de la jornada habitual o a tiempo completo.

8. Los contratos de trabajo que se celebren con los trabajadores incluidos en los colectivos a que se refiere este artículo se formalizarán en el modelo oficial que facilite el Servicio Público de Empleo Estatal.

7.3.  Plan extraordinario para la conversión de empleo temporal en fijo

1. Los contratos de duración determinada o temporales, incluidos los formativos, de relevo y de sustitución por jubilación, celebrados con anterioridad al 1 de julio de 2006, que se transformen en indefinidos, antes del 1 de enero de 2007, darán derecho a una bonificación mensual de la cuota empresarial a la Seguridad Social o, en su caso, por su equivalente diario por trabajador contratado, de 66,67 euros/mes (800 euros/año), durante 3 años.

2. En el caso de que los contratos sean a tiempo parcial la bonificación se aplicará en los términos del artículo 2.7.

3. Los contratos de trabajo a que se refiere este artículo se formalizarán en el modelo oficial que facilite el Servicio Público de Empleo Estatal

7.4.  Bonificaciones para el mantenimiento del empleo y la igualdad de oportunidades

1. Los contratos de trabajo de carácter indefinido de los trabajadores de sesenta o más años, con una antigüedad en la empresa de cinco o más años, darán derecho a la bonificación del 50% de la aportación empresarial en la cotización a la Seguridad Social por contingencias comunes, salvo por incapacidad temporal derivada de las mismas, sobre las cuotas devengadas desde la fecha de cumplimiento de los requisitos anteriormente señalados, incrementándose anualmente dicha bonificación en un 10 por 100 transcurrido un año desde su aplicación, hasta alcanzar un máximo del 100 por 100.

Si, al cumplir sesenta años de edad, el trabajador no tuviere la antigüedad en la empresa de cinco años, la bonificación a la que se refiere el párrafo anterior será aplicable a partir de la fecha en que alcance la citada antigüedad.

2. Los contratos de trabajo de carácter indefinido de las mujeres trabajadoras que sean suspendidos por maternidad o por excedencia por cuidado de hijo darán derecho, cuando se produzca la reincorporación efectiva de la mujer al trabajo en los dos años siguientes a la fecha del inicio del permiso de maternidad, siempre que esta incorporación sea a partir del 1 de julio de 2006, a una bonificación mensual de la cuota empresarial a la Seguridad Social o, en su caso, por su equivalente diario por trabajador contratado, de 100 euros al mes (1.200 euros/año) durante los 4 años siguientes a la reincorporación efectiva de la mujer al trabajo.

En el supuesto de que el contrato fuera de duración determinada o temporal, se tendrá derecho a esa misma bonificación si en el momento de la reincorporación el contrato se transforma en indefinido.

En el caso de que los contratos sean a tiempo parcial, la bonificación se aplicará en los términos del artículo 2.7.

7.5.  Cuadro Bonificaciones-subvenciones Fomento del Empleo

ANEXO

PROGRAMA DE FOMENTO DE EMPLEO

LEY PARA LA MEJORA DEL CRECIMIENTO Y DEL EMPLEO

(Ley 43/2006 y RD 1975/2008)

(Bonificaciones empresariales a la contratación laboral, modificadas por el RDL 10/2010, de 16 junio y L. 35/2010, de 17 septiembre)



	Colectivos
	Descripción
	Cuantía anual (en euros)
	Duración



	Bonificaciones a la contratación indefinida (€/año)


	Mujeres
	Desempleadas en general (art. 2.1.a)
	850
	4 años



	Víctimas violencia de género (art.2.4) (1) 

	1.500
	4 años



	Contratadas en los 24 meses siguientes al parto (art. 2.1.b).
	1.200
	4 años



	Contratadas después de 5 años de inactividad laboral, si, anteriormente a su retirada, han trabajado, al menos, 3 años (art. 2.1.c).
	1.200
	4 años









	Colectivos
	Descripción
	Cuantía anual (en euros)
	Duración



	Bonificaciones a la contratación indefinida


	Mayores de 45 años inscritos 12 meses (art. 10 L. 35/2010)
	Varones
	Mujeres
	3 años



	1.200
	1.400



	Jóvenes
	De 16 a 30 años (art. 10 L. 35/2010).
	800
	1.000
	3 años



	Otros colectivos y situaciones especiales
	Parados de al menos 6 meses y trabajadores en situación de exclusión social (arts. 2.1.f) y 2.4).
	600
	4 años



	Personas con discapacidad (art. 2.2).
	Mujeres con discapacidad (art. 2.2.3).
	Personas mayores de 45 años con discapacidad (art. 2.2.3).
	Toda la vigencia del contrato



	– En general (art. 2.2.1).
	4.500
	5.350
	5.700



	– En caso de discapacidad severa (art. 2.2.2).
	5.100
	5.950
	6.300



	Conversiones en indefinidos de con tratos formativos, de relevo y sustitución por jubilación, hasta 31.12.2011 (art. 2.5) y art 10.3 RDL 10/2010.
	Varones
	Mujeres
	3 años



	500
	700


	Plan extraordinario para la Contratación Indefinida de Trabajadores desempleados con responsabilidades familiares (Art. 1 RD 1975/2008)


	Desempleados con responsabilidades familiares (2) 

	1.500
	2 años








	Bonificaciones en supuestos excepcionales de contratación temporal


	Personas con discapacidad contratadas mediante el contrato temporal de fomento del empleo (art. 2.2.4).
	Varones menores de 45 años
	Varones mayores de 45 años
	Mujeres menores de 45 años
	Mujeres mayores de 45 años
	Duración



	– En general
	4.500
	5.700
	5.350
	5.700
	Toda la vigencia del contrato



	– En caso de discapacidad severa
	5.100
	5.700
	5.950
	6.300
	Toda la vigencia del contrato



	Víctimas de violencia de género o doméstica (art. 2.4).
	600
	Toda la vigencia del contrato



	Personas en situación de exclusión social (art. 2.5).
	500
	Toda la vigencia del contrato


	Bonificaciones para el mantenimiento del empleo indefinido


	Contrato indefinido de trabajadores de 59 ó más años, con antigüedad de 4 ó más años en la empresa (3) 

	Reducción del 40% de la cuota de cotización empresa por contingencias comunes, excluída IT
	1 año (4) 




	Contratos de carácter indefinido de trabajadores de 60 o más años con una antigüedad en la empresa de 5 o más años (art. 4.1).
	50% de aportación empresarial por contingencias comunes salvo incapacidad temporal, incrementándose anualmente un 10%, hasta el 100%.
	Toda la vigencia del contrato



	Mujeres con contrato suspendido (indefinido o temporal que se transforme en indefinido) reincorporadas tras la maternidad (art. 4.2).
	1.200
	4 años


	Bonificaciones para la contratación de personas con discapacidad por los centros especiales de empleo


	Contratos indefinidos o temporales (art. 2.3).
	100 por 100 de las cuotas empresariales a la Seguridad Social, incluidas las de accidentes de trabajo y enfermedad profesional y las cuotas de recaudación conjunta.
	Toda la vigencia del contrato




7.6.  Requisitos de los beneficiarios

Los beneficiarios de las bonificaciones previstas en este Programa deberán reunir los siguientes requisitos:

a) Hallarse al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y de Seguridad Social tanto en la fecha de alta de los trabajadores como durante la aplicación de las bonificaciones correspondientes. Si durante el periodo de bonificación existe una falta de ingreso en plazo reglamentario de dichas obligaciones, se producirá la pérdida automática de las bonificaciones reguladas en el presente Programa, respecto de las cuotas correspondientes a períodos no ingresados en dicho plazo, teniéndose en cuenta dicho periodo como consumido para el cómputo del tiempo máximo de bonificación.

b) No haber sido excluidos del acceso a los beneficios derivados de la aplicación de los programas de empleo por la comisión de infracciones muy graves no prescritas, todo ello de conformidad con lo previsto en el artículo 46.2 de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, Texto Refundido aprobado en el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.

7.7.  Exclusiones

1. Las bonificaciones previstas en este Programa no se aplicarán en los siguientes supuestos:

a) Relaciones laborales de carácter especial previstas en el artículo 2 del Estatuto de los Trabajadores, Texto Refundido aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo u otras disposiciones legales, con la excepción de la relación laboral de trabajadores con discapacidad en Centro Especial de Empleo.

b) Contrataciones que afecten al cónyuge, ascendientes, descendientes y demás parientes, por consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado inclusive, del empresario o de quienes tengan el control empresarial, ostenten cargos de dirección o sean miembros de los órganos de administración de las entidades o de las empresas que revistan la forma jurídica de sociedad, así como las que se produzcan con estos últimos. No será de aplicación esta exclusión cuando el empleador sea un trabajador autónomo sin asalariados, y contrate a un solo familiar menor de cuarenta y cinco años, que no conviva en su hogar ni esté a su cargo.

c) Contrataciones realizadas con trabajadores que en los veinticuatro meses anteriores a la fecha de la contratación hubiesen prestado servicios en la misma empresa, grupo de empresas o entidad mediante un contrato por tiempo indefinido, o en los últimos seis meses mediante un contrato de duración determinada o temporal o mediante un contrato formativo, de relevo o de sustitución por jubilación.

No se aplicará lo establecido en el párrafo anterior en los supuestos de transformación de los contratos, en que se estará a lo previsto en los artículos 2.6, 3 y 4.2 de la Ley 43/2006, 29 dic. para la mejora del crecimiento y del empleo.

Lo dispuesto en este apartado será también de aplicación en el supuesto de vinculación laboral anterior del trabajador con empresas a las que el solicitante de los beneficios haya sucedido en virtud de lo establecido en el artículo 44 del Estatuto de los Trabajadores.

d) Trabajadores que hayan finalizado su relación laboral de carácter indefinido en otra empresa en un plazo de tres meses previos a la formalización del contrato. Esta exclusión no se aplicará cuando la finalización del contrato sea por despido reconocido o declarado improcedente, o por despido colectivo.

2. Las empresas que hayan extinguido o extingan por despido reconocido o declarado improcedente o por despido colectivo contratos bonificados quedarán excluidas por un periodo de doce meses de las bonificaciones establecidas en este Programa. La citada exclusión afectará a un número de contratos igual al de las extinciones producidas.

El periodo de exclusión se contará a partir del reconocimiento o de la declaración de improcedencia del despido o de la extinción derivada del despido colectivo.

3. Cuando se trate de contrataciones con trabajadores con discapacidad, solo les será de aplicación las exclusiones de la letra c), si el contrato previo hubiera sido por tiempo indefinido, y de la letra d) del apartado 1, así como la establecida en el apartado 2.

No obstante, la exclusión establecida en la letra d) del apartado 1 no será de aplicación en el supuesto de incorporación a las empresas colaboradoras de los trabajadores con discapacidad procedentes de enclaves laborales.

7.8.  Concurrencia, cuantía máxima e incompatibilidad de las bonificaciones

1. En el supuesto en que la contratación de un trabajador pudiera dar lugar simultáneamente a su inclusión en más de uno de los supuestos para los que están previstas bonificaciones en este Programa, sólo será posible aplicarlas respecto de uno de ellos, correspondiendo la opción al beneficiario en el momento de formalizar el alta del trabajador en la Seguridad Social que da derecho a la aplicación de las bonificaciones.

No obstante lo señalado en el párrafo anterior, las bonificaciones en las cotizaciones previstas para los contratos indefinidos con trabajadores de sesenta o más años y con una antigüedad en la empresa de cinco o más años serán compatibles con las bonificaciones establecidas con carácter general, sin que en ningún caso la suma de las bonificaciones aplicables pueda superar el 100 por 100 de la cuota empresarial a la Seguridad Social, sin perjuicio, en su caso, de lo dispuesto en el artículo 112 bis del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.

2. Las bonificaciones no podrán, en ningún caso, superar el 100 por 100 de la cuota empresarial a la Seguridad Social que hubiera correspondido ingresar.

3. Las bonificaciones aquí previstas no podrán, en concurrencia con otras medidas de apoyo público establecidas para la misma finalidad, superar el 60 por 100 del coste salarial anual correspondiente al contrato que se bonifica, salvo en el caso de los trabajadores con discapacidad contratados por los Centros Especiales de Empleo, en que se estará a lo establecido en la normativa reguladora de las ayudas y subvenciones destinadas a la integración laboral de las personas con discapacidad en estos Centros.

7.9.  Mantenimiento de bonificaciones

1. Cuando, durante la vigencia de un contrato bonificado al amparo de esta Ley que se hubiera concertado a tiempo parcial, se transforme en a tiempo completo, o viceversa, no se perderán las bonificaciones, sino que se percibirán conforme corresponda al nuevo contrato, sin que ello suponga el inicio de ningún nuevo periodo de bonificación.

En el supuesto de que se reitere la novación del contrato a que se refiere el párrafo anterior, se perderán las bonificaciones a partir de la segunda novación, salvo que esta última sea de tiempo parcial a tiempo completo.

No se producirá tampoco la pérdida de las bonificaciones en los supuestos en que los trabajadores jubilados parcialmente incrementen anualmente la reducción de su jornada de trabajo y salario, de acuerdo con lo establecido en la normativa aplicable.

2. Se podrán mantener las bonificaciones de las cuotas a la Seguridad Social que se vinieran disfrutando por la contratación indefinida de un trabajador cuando éste haya extinguido voluntariamente un contrato acogido a medidas previstas en los Programas de fomento del empleo de aplicación a partir del 17 de mayo de 1997, incluidas las medidas reguladas en este Programa de Fomento, y sea contratado sin solución de continuidad mediante un nuevo contrato indefinido, a tiempo completo o parcial, incluida la modalidad de fijo discontinuo, por otra empresa o entidad, dentro del mismo grupo de empresas.

En este caso, al nuevo contrato le serán de aplicación las bonificaciones de las cuotas a la Seguridad Social que respecto del trabajador se vinieran disfrutando por el anterior empleador, en la misma cuantía y por el tiempo que reste para completar el período total previsto en el momento de su contratación indefinida inicial. En el supuesto de que el contrato fuera a tiempo parcial y se transforme en a tiempo completo o viceversa, se estará a lo establecido en el apartado anterior.

Si el primer empleador hubiera percibido alguna otra ayuda de fomento del empleo por la misma contratación, no estará obligado a su devolución, ni se tendrá derecho a una nueva ayuda en su caso por el nuevo contrato.

3. En caso de sucesión de empresas, en virtud de lo establecido en el artículo 44 del Estatuto de los Trabajadores, el nuevo empleador no perderá el derecho a las bonificaciones disfrutadas por el anterior, beneficiándose de ellas por el tiempo que reste hasta el periodo máximo que correspondiera.

7.10.  Reintegro de los beneficios

1. En los supuestos de obtención de las bonificaciones sin reunir los requisitos exigidos, procederá la devolución de las cantidades dejadas de ingresar por bonificación de cuotas a la Seguridad Social con el recargo y los intereses de demora correspondientes, según lo establecido en las normas recaudatorias en materia de Seguridad Social.

2. La obligación de reintegro establecida en el párrafo anterior se entiende sin perjuicio de lo previsto en la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social.

8.  CONTRATO INDEFINIDO DE TRABAJADORES BENEFICIARIOS DE PRESTACIONES O SUBSIDIOS POR DESEMPLEO (L. 27/2009, 30 dic., Medidas Urgentes para le mantenimiento del empleo y protección de las personas desempleadas)

• (Tras la reforma introducida por el RDL 10/2010, quedan eliminadas las bonificaciones a trabajadores beneficiarios de las prestaciones por desempleo contempladas en el artículo 5 de la L. 27/2009, no obstante mantenemos la referencia por su validez y vigencia respecto de los contratos celebrados antes de la entrada en vigor del RDL 10/2010).

1. Los empleadores que contraten indefinidamente hasta el 31 de diciembre de 2010 a trabajadores desempleados beneficiarios de las prestaciones o los subsidios por desempleo regulados en el Título III del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por RDLeg. 1/1994, de 20 de junio, o de la Renta Activa de Inserción, tendrán derecho a una bonificación del 100 por 100 en la cuota empresarial a la Seguridad Social por contingencias comunes hasta que la cuantía de la bonificación alcance un importe equivalente a la cuantía bruta de la prestación, subsidio o Renta Activa de Inserción que tuviera pendiente de percibir en la fecha de inicio de la relación laboral, sin que en ningún caso la bonificación pueda superar los tres años de duración.

Si el contrato fuera a tiempo parcial, la cuantía de la bonificación se reducirá en proporción a la jornada pactada. Si el contrato fuera para trabajos fijos discontinuos, la bonificación sólo se aplicará a los períodos de ocupación del trabajador.

2. La cuantía global de la bonificación quedará fijada en la fecha de inicio de la relación laboral y no se modificará por las circunstancias que se produzcan con posterioridad, salvo cuando se varíe la jornada pactada o el tipo de contrato, en cuyo caso se aplicará por el empresario lo establecido en los apartados anteriores sobre el importe de la bonificación pendiente de disfrutar a partir de ese momento.

El empleador, a efectos del cálculo de la duración de las bonificaciones, requerirá al trabajador un certificado del Servicio Público de Empleo Estatal sobre el importe de la prestación o subsidio por desempleo o Renta Activa de Inserción pendiente de percibir en la fecha prevista de inicio de la relación laboral.

3. En el caso de desempleados beneficiarios de la prestación contributiva, el trabajador deberá haber percibido la prestación durante, al menos, tres meses en el momento de la contratación.

4. El empleador beneficiario deberá mantener la estabilidad en el empleo del trabajador contratado durante al menos un año desde la fecha de inicio de la relación laboral, procediendo en caso de incumplimiento de esta obligación al reintegro de las bonificaciones aplicadas, sin perjuicio de la aplicación de lo establecido en la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, texto refundido aprobado por RDLeg. 5/2000, de 4 de agosto.

No se considerará incumplida esta obligación cuando el contrato de trabajo se extinga por despido disciplinario declarado como procedente, por dimisión, muerte, jubilación o incapacidad permanente total, absoluta o gran invalidez del trabajador.

5. Sin perjuicio de las obligaciones establecidas para los trabajadores en el artículo 231 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por RDLeg. 1/1994, de 20 de junio, la aplicación de la bonificación prevista en este artículo requerirá el consentimiento del trabajador desempleado, que se expresará en el contrato de trabajo.

En todo caso, el disfrute de la bonificación por el empresario no afectará al derecho del trabajador a las prestaciones por desempleo que le restasen por percibir en el momento de la colocación, que se podrán mantener si se trata de un contrato a tiempo parcial o recuperar en el futuro si así corresponde aplicando lo establecido en la legislación vigente.

6. La bonificación a que se refiere este artículo será incompatible con cualesquiera otras previstas para la misma finalidad. En el caso de que la contratación de un trabajador pudiera dar lugar simultáneamente a la aplicación de otras bonificaciones, sólo podrá aplicarse una de ellas, correspondiendo la opción al beneficiario en el momento de formalizar el alta del trabajador en la Seguridad Social.

7. Los contratos a que se refiere este artículo se formalizarán en el modelo oficial que facilite el Servicio Público de Empleo Estatal.

8. En lo no establecido en este artículo serán de aplicación las previsiones contenidas en el Programa de Fomento de Empleo recogido en la sección 1.ª del capítulo I de la L. 43/2006, de 29 de diciembre, salvo lo establecido en materia de exclusiones en el artículo 6.2.

9. El Servicio Público de Empleo Estatal llevará a cabo un seguimiento trimestral de la bonificación establecida en este artículo, para garantizar que se cumplen los requisitos y finalidad de la misma.

10. Esta bonificación de cuotas de la Seguridad Social se aplicará por los empleadores con carácter automático en los correspondientes documentos de cotización, sin perjuicio de su control y revisión por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, por la Tesorería General de Seguridad Social y por el Servicio Público de Empleo Estatal.

IV.  RELACIONES LABORALES DE CARÁCTER ESPECIAL

1.  DEPORTISTAS PROFESIONALES (R.D. 1006/1985, 26 jun., B.O.E. del 27)

Regula las relaciones de trabajo de aquellas personas que, dedicadas profesionalmente al deporte, lo hacen por cuenta y dentro del ámbito de organización y dirección de un club o entidad deportiva a cambio de una retribución.

Quedan incluidas en el ámbito de la normativa las relaciones con carácter regular establecidas entre deportistas profesionales y empresas cuyo objeto social consista en la organización de espectáculos deportivos, así como la contratación de deportistas profesionales por empresas o firmas comerciales, para el desarrollo de actividades deportivas en las condiciones antes mencionadas.

Se excluyen las personas que se dediquen a la práctica del deporte dentro del ámbito de un club percibiendo de éste solamente la compensación de los gastos derivados de aquella práctica deportiva.

La forma del contrato habrá de ser escrita. Se registrará aquél en el INEM y en la Federación Deportiva correspondiente.

Podrá pactarse un período de prueba que en ningún caso será superior a 3 meses.

La duración del contrato será siempre a término, pudiendo realizarse la contratación para la realización de un determinado número de actuaciones deportivas.

La retribución del deportista será la pactada en el contrato o Convenio Colectivo, teniendo la consideración de salario todas las percepciones que el deportista reciba del club, en metálico o en especie, como retribución por la prestación de sus servicios profesionales. Se prevé y contempla la posibilidad de pactos relativos a la explotación de los derechos de imagen del deportista.

Durante la vigencia del contrato los clubes o entidades podrán ceder temporalmente a otros los servicios del deportista, previo consentimiento de éste. Si la cesión lo fuera mediante contraprestación económica, el deportista tendrá derecho a recibir una cantidad (establecida en contrato o Convenio Colectivo) que no será inferior al 15% de la cantidad estipulada por la cesión temporal.

La extinción y suspensión del contrato se adecuan a las reglas generales del T.R.L.E.T. con algunas peculiaridades.

2.  DISCAPACITADOS EN CENTROS ESPECIALES DE EMPLEO (R.D. 1368/1985, 17 jul., B.O.E. 8 ag.; corr. err. B.O.E. 3 sept., modificada por el R.D. 427/1999, 12 mar., B.O.E. del 26)

Su ámbito de aplicación se circunscribe a la regulación de las relaciones de trabajo de personas discapacitadas y a los Centros Especiales de Empleo, según lo previsto en el art. 41 de la L. 13/1982, 7 abr. (B.O.E. del 30), de Integración Social de los Minusválidos.

Los discapacitados que trabajen en otras empresas regirán sus relaciones laborales con éstas por la normativa común.

Las personas que pretenden acceder a un puesto de trabajo en estos Centros deberán hallarse inscritas en la correspondiente Oficina de Empleo y acreditar una discapacidad reconocida igual o superior al 33% y una disminución de su capacidad laboral equivalente a dicho porcentaje.

El contrato deberá formalizarse por escrito y podrá ajustarse a cualesquiera de las modalidades contractuales previstas legalmente.

Se establecen determinados tipos de ayudas y subvenciones económicas de hasta 12.020,24 € en favor de los titulares de los Centros Especiales de Empleo por cada puesto de trabajo estable.

3.  SERVICIO DE HOGAR FAMILIAR (R.D. 1424/1985, 1 ag., B.O.E. del 13)

Regula las relaciones de trabajo concertadas entre el titular de hogar familiar y personas que presten servicios domésticos remunerados por cuenta y bajo la dependencia de aquél en su residencia familiar.

Las labores o servicios a prestar pueden revestir cualquiera de las modalidades de las tareas domésticas de conducción particular de vehículos, jardinería, así como la dirección o el cuidado del hogar en su conjunto o alguna de sus partes y el cuidado y atención de los miembros de la familia o personas que con ellos convivan.

El contrato de trabajo podrá celebrarse, cualquiera que sea su modalidad o duración, por escrito o de palabra. Se presumirá concertado por el tiempo de 1 año prorrogable tácitamente por períodos iguales de tiempo. Igualmente se presumirá la existencia de un período de prueba de 15 días.

La remuneración mínima vendrá constituida por el S.M.I. vigente, o parte proporcional en atención a la jornada laboral pactada, pudiendo concertarse una retribución en especie (alojamiento, manutención, etc.) de hasta el 45% del salario total.

El empleado de hogar tendrá derecho a percibir 2 gratificaciones extraordinarias al año cuyo importe mínimo será de 15 días naturales de salario.

La jornada máxima será de 40 horas semanales de trabajo efectivo, sin perjuicio de los tiempos de presencia a disposición del empleador que puedan pactarse.

Las causas de extinción son las generales de la legislación común a las que debe añadirse la figura del «Desistimiento del Empleador» en cuyo caso el empleado tendrá derecho a una indemnización equivalente a 7 días de salario por año de servicio con un límite equivalente a 6 mensualidades de salario.

Si el contrato ha superado 1 año de duración, el desistimiento deberá ser preavisado con 20 días de antelación a la fecha de la extinción. Si la duración es menor del año, el preaviso será de 7 días.

4.  ARTISTAS EN ESPECTÁCULOS PÚBLICOS (R.D. 1435/1985, 1 ag., B.O.E. del 14)

Se entiende por relación especial de los artistas en espectáculos públicos la establecida entre un organizador de tales eventos o empresario y quienes se dediquen voluntariamente a la prestación de una actividad artística por cuenta y dentro del ámbito de organización y dirección de aquéllos a cambio de una retribución. Tales actividades deben ser desarrolladas directamente ante el público o destinadas a la grabación para su difusión entre aquél en medios como el teatro, cine, radiodifusión, etc.

No se incluyen, en esta normativa, las actividades artísticas desarrolladas en un ámbito estrictamente privado sin perjuicio del carácter laboral que pueda corresponder a la contratación.

La participación de menores en espectáculos públicos requiere la previa autorización administrativo-laboral.

El contrato deberá constar por escrito y ser registrado en la correspondiente Oficina de Empleo.

Se podrá pactar un período de prueba en los contratos cuya duración sea superior a 10 días. La duración del período de prueba no podrá ser superior a 5 días en los contratos de duración inferior a 6 meses y de 15 en los restantes.

El contrato podrá ser indefinido o de duración determinada pudiendo concertarse también para una o varias actuaciones o temporada predeterminada.

La jornada laboral comprenderá el tiempo de desarrollo de la actividad artística ante el público y los períodos de ensayo o grabación, estándose a la normativa general en lo relativo a duración máxima de la jornada.

El incumplimiento del contrato que conlleve la inejecución total de las prestaciones pactadas se regirá por las normas del Código Civil.

En caso de extinción del contrato por cumplimiento de sus prestaciones y cuya duración sea superior a 1 año, el artista tendrá derecho a una indemnización cuya cuantía habrá de fijarse en Convenio Colectivo o pacto individual. En ausencia de ello la indemnización será de 7 días de salario por año de servicio, prorrateándose por meses los períodos de tiempo inferiores.

5.  REPRESENTANTES DE COMERCIO (R.D. 1435/1985, 1 ag., B.O.E. del 15)

Regula las relaciones de trabajo de quienes se dedican, a cambio de una retribución (generalmente, comisión), a promover o concertar personalmente operaciones mercantiles por cuenta de uno o más empresarios sin responder del riesgo y ventura de aquéllas.

El contrato deberá formalizarse por escrito identificando las operaciones a promover, la zona de actuación, la retribución acordada y las facultades del representante en orden a si puede o no concertar operaciones en nombre del empresario.

La duración será la que se pacte en el propio contrato. Caso de no fijarse una duración determinada (que no podrá ser superior a 3 años), el contrato se entenderá concertado por tiempo indefinido.

El representante no estará sujeto a jornada ni horario predeterminado y tendrá derecho al disfrute de vacaciones y permisos retribuidos conforme a la normativa general común.

El representante responde de pérdidas y deterioros que, por su culpa o negligencia, afecten al muestrario o demás instrumentos de trabajo facilitados por la empresa.

Las retribuciones del representante pueden consistir exclusivamente en comisiones sobre las operaciones mediadas y llegadas a buen fin, o estar constituidas por una parte fija y otra por comisiones sobre aquellas operaciones más los incentivos y compensaciones que pudieran haberse pactado.

Suspensión y extinción del contrato: será aplicable la normativa común.

Indemnización por clientela: el representante tendrá derecho a una indemnización especial de la que pudiera corresponderle por despido improcedente, en consideración al incremento de la clientela conseguido siempre que concurran las circunstancias de que la extinción del contrato no se deba a un incumplimiento del representante y que, extinguido el contrato, el trabajador esté obligado a no competir con el empresario o a no prestar sus servicios para otro empresario competidor de aquél.

6.  ESTIBADORES PORTUARIOS (R.D.L. 2/1986, 23 may., B.O.E. del 27 y R.D. 371/1987, 13 mar., B.O.E. del 16)

Tienen la consideración de trabajadores portuarios, sometidos por tanto a esta regulación, aquéllos contratados por las Sociedades Estatales constituidas en los puertos con objeto de asegurar la profesionalidad de los trabajadores que realicen las actividades de estiba y desestiba de buques, y la regularidad en la prestación de dichas actividades que tienen la consideración de servicio público esencial de titularidad estatal.

El contrato de trabajo, que sólo podrá ser indefinido, deberá constar por escrito y ser registrado en la correspondiente Oficina de Empleo.

La retribución será, en sus modalidades y cuantía, la pactada en Convenio Colectivo o contrato individual, respetando en todo caso la normativa sobre salarios mínimos.

7.  PERSONAL DE ALTA DIRECCIÓN (R.D. 1382/1985, 1 ag., B.O.E. del 12)

Se considera personal de alta dirección a aquellos trabajadores que ejercitan los poderes inherentes a la titularidad de la empresa, y relativos a los objetivos generales de ésta, y todo ello con plena autonomía y responsabilidad sólo limitadas por las instrucciones recibidas de los órganos superiores de gobierno y administración de la empresa.

Esta relación laboral se basa en la recíproca confianza de las partes, que deben acomodar el ejercicio de sus derechos y obligaciones a la buena fe.

La relación se regulará principalmente por el pacto individual y esta normativa específica. Las normas del T.R.L.E.T. sólo serán aplicables en caso de remisión expresa por la normativa especial. En lo no previsto ni regulado, se estará a lo dispuesto en la legislación civil o mercantil y sus principios generales.

El contrato se formalizará por escrito, pudiendo concertarse un período de prueba que, en ningún caso, podrá exceder de 9 meses si la duración de aquél es indefinida.

La duración será la que pacten las partes, a falta de mención expresa se presumirá indefinido.

8.  PERSONAL NO FUNCIONARIO EN ESTABLECIMIENTOS MILITARES (R.D. 2205/1980, 13 jun., B.O.E. 18 oct. y R.D. 144/1981, 23 en., B.O.E. 3 feb.)

Véanse disposiciones reguladoras de esta relación de trabajo que, no estando declarada formal y expresamente como «relación laboral especial», presenta múltiples singularidades atendida la personalidad del empresario que en este caso es la Administración del Estado (Ministerio de Defensa).

9.  PENADOS EN INSTITUCIONES PENITENCIARIAS (L. Org. 1/1979, 26 sept., B.O.E. 5 oct., R.D. 190/1996, 9 feb., B.O.E. 15 feb., y R.D. 782/2001, 6 jul., B.O.E. 15 jul., modificado por el RD 2131/2008, 26 dic., B.O.E. 19 en. 2009)

El trabajo de los penados constituye un derecho y un deber de los mismos y tendrá carácter formativo, productivo o terapéutico, con el fin de prepararlos para las condiciones normales de trabajo libre.

Las condiciones de esta prestación del penado serán las siguientes:

- No tendrá carácter aflictivo ni correctivo.

- No atentará contra la dignidad del interno.

- Se organizará y planificará atendiendo a las aptitudes y cualificación profesional del interno, de manera que satisfaga las aspiraciones laborales de aquél en cuanto sean compatibles con la organización y la seguridad del establecimiento en que se halle.

- Será facilitado por la Administración.

- Gozará de la protección dispensada por la Seg. Soc.

- No se supeditará al logro de intereses económicos por parte de la Administración.

- El trabajo productivo que realicen los internos será remunerado y se desarrollará en las debidas condiciones de seguridad e higiene.

9.1.  Trabajo en régimen abierto

En el trabajo en régimen abierto y por sistema de contratación con las empresas libres, éstas serán titulares del contrato, pudiendo la dirección del centro comparecer en el mismo, tutelando la relación laboral.

La extinción de este contrato de trabajo se regulará por la legislación laboral común (arts. 49 al 56, T.R.L.E.T.). La sanción disciplinaria grave o muy grave (en la relación penal), la regresión de grado, el traslado del interno a otro establecimiento por orden judicial o la existencia de causas que modifiquen el estatuto jurídico de los internos, podrán extinguir la relación laboral. Contra estas medidas se podrá interponer recurso. Ahora bien, el recurso deberá interponerse no contra la extinción en sí, sino contra la medida disciplinaria que tiene como consecuencia la extinción.

Por otra parte, el despido disciplinario, si estuviera justificado, o la extinción voluntaria de la relación laboral por el interno, darán lugar a que la Administración considere este comportamiento a los efectos que procedan, según el Reglamento Penitenciario.

9.2.  Relación laboral penitenciaria

La organización laboral penitenciaria se estructurará de forma que posibilite el ejercicio de los derechos y deberes laborales de los internos respecto a la formación profesional, el aprendizaje de técnicas laborales y la consecución de medios económicos justos.

Los sectores fundamentales son:

a) Acción formativa: dirigida a la formación profesional de los internos.

b) Talleres escuela: se trata de combinar el trabajo en prácticas con una actividad remunerada.

c) Trabajos productivos: realización de una actividad idéntica a la realizada en los trabajos libres, a fin de que los internos se puedan reintegrar, al dejar el establecimiento penitenciario, a puestos de trabajo en el ámbito laboral exterior.

d) Servicios de mantenimiento o conservación de los establecimientos: se considerará prestación laboral cuando se realice de forma continuada, con dedicación exclusiva durante la jornada laboral correspondiente. En estos trabajos los internos dependerán directamente de los funcionarios, debiendo cumplir las instrucciones que de éstos reciban.

Si en un establecimiento no hubiera empleo para todos los internos, tendrán preferencia aquéllos en los que en la prescripción del tratamiento individualizado, se considere necesaria la aplicación del trabajo.

En los demás casos tendrán preferencia los penados sobre los preventivos.

En la formación profesional tendrán preferencia los jóvenes sobre los adultos.

En los trabajos productivos tendrán preferencia los que tengan obligaciones familiares, frente al resto.

Se tendrá en cuenta la antigüedad en el establecimiento, la capacidad laboral y la conducta penitenciaria.

9.3.  Contenido de la relación laboral

La jornada laboral, el horario, las horas extraordinarias, el descanso semanal, los permisos y las vacaciones, se regularán de acuerdo con la Ley Orgánica General Penitenciaria y el T.R.L.E.T.

Los permisos y vacaciones de los internos trabajadores estarán condicionados al tratamiento y a las necesidades del trabajo.

Las vacaciones se podrán disfrutar en régimen de descanso dentro de los establecimientos o bien en el exterior; en este caso se procurará que coincidan con el período de vacaciones de sus familiares.

El módulo para fijar el salario tiempo, vendrá determinado por la cuantía del S.M.I. Este módulo comprende la jornada máxima y el rendimiento normal. Si la jornada fuera inferior o el rendimiento estuviera por debajo del normal, se reducirá el módulo en proporción al número de horas o al rendimiento alcanzado.

Si el rendimiento fuera superior al normal, el salario se verá incrementado. Se puede establecer un sistema de salario tiempo rendimiento, en el que habrá una parte de salario tiempo y una prima por rendimiento superior.

En el trabajo a destajo, en el precio se incluirá la parte correspondiente a descansos, vacaciones y pagas extraordinarias, si bien lo que corresponde a vacaciones y pagas extraordinarias se retendrá para abonarlas cuando proceda.

Si el interno extingue o suspende la relación laboral, o es liberado o trasladado, tendrá derecho a cobrar la liquidación de las partes proporcionales.

Los internos tendrán una participación en los beneficios anuales obtenidos por su sector laboral. Por otra parte, la libre disposición de su salario por los penados estará sujeta a lo que disponga el Código Penal o el Reglamento Penitenciario.

10.  MINEROS (R.D. 3255/1983, 21 dic., B.O.E. 4 en. 1984)

10.1.  Contenido del contrato

La contratación será por tiempo indefinido, salvo en los casos previstos en el artículo 15 del T.R.L.E.T.

La jornada en el interior de las minas será de 35 horas semanales de trabajo efectivo, computándose la jornada desde que los primeros trabajadores entren en el pozo, hasta que lleguen a la bocamina los primeros que salgan.

La jornada subterránea será reducida a 6 horas diarias, si existe una especial penosidad debida a la temperatura, humedad o posición inhabitual del cuerpo del trabajador. Si se realizara el trabajo completamente mojado, la jornada será de 5 horas como máximo.

Cuando las circunstancias de penosidad o peligrosidad se presenten de forma extrema y continuada, el Comité de Seguridad e Higiene acordará la reducción de la jornada; si no hubiera acuerdo, la Administración de Minas determinará la jornada.

Un trabajador de interior que, por razones organizativas, preste sus servicios en el exterior, tiene derecho a que se le respete la jornada y el salario. Por contra, el trabajador que preste servicios en el interior acomodará su jornada a la de interior.

Los trabajadores de interior, así como aquéllos de exterior cuya actividad se produzca simultáneamente con los primeros, tendrán 2 días de descanso semanal.

Sólo se podrán realizar horas extraordinarias para:

a) Reparación o prevención de siniestros.

b) Riesgo grave de deterioro o pérdida de materias primas.

c) Circunstancias de carácter estructural.

Los trabajadores que cobren primas y que, por razones organizativas, sean destinados a puestos en los que no se apliquen éstas, cobrarán un mínimo de 15 días el promedio de prima obtenido el último mes natural.

Las empresas proveerán a los trabajadores de ropa adecuada, incluso el calzado, para realizar su trabajo, así como su reposición pertinente.

Los centros de trabajo están provistos de vestuario y aseos con ducha de agua caliente y fría, una por cada 10 trabajadores o fracción.

11.  MENORES INTERNADOS (Art. 39, L. 53/2002, 30 dic., de M.F.A.O.S.)

Se considerará relación laboral de carácter especial la de los menores incluidos en el ámbito de aplicación de la L.Org. 5/2000, 12 en., reguladora de la responsabilidad penal de los menores, sometidos a medidas de internamiento.

Con respecto a esta relación laboral especial, tendrá la consideración de empleador la entidad pública correspondiente o la persona física o jurídica con la que tenga establecido el oportuno concierto, sin perjuicio de la responsabilidad solidaria de la entidad pública respecto de los incumplimientos en materia salarial y de Seguridad Social.

12.  ABOGADOS QUE PRESTEN SERVICIOS EN DESPACHOS DE ABOGADOS, INDIVIDUALES O COLECTIVOS (R.D. 1331/2006, 17 nov. B.O.E. del 18)

12.1.  Ámbito de aplicación

Se hallan sometidos a esta especial regulación aquellos abogados que prestan servicios retribuidos, por cuenta ajena y dentro del ámbito de organización y dirección del titular de un despacho de abogados, individual o colectivo.

No están incluidos en el ámbito de aplicación de la relación laboral especial regulada en el R.D. 1331/2006:

a) Los abogados que ejerzan la profesión por cuenta propia, individualmente o agrupados con otros, como socios en régimen societario o bajo cualquier otra forma admitida en derecho.

b) Las colaboraciones profesionales que se concierten entre abogados cuando se mantenga la independencia de los respectivos despachos.

Quedan así excluidos, específicamente, del ámbito de aplicación de esta relación laboral especial:

1º) El ejercicio en común de la profesión de abogado como socio a través de sociedades profesionales constituidas de acuerdo con lo previsto en el ordenamiento jurídico.

2º) Las relaciones que concierten los abogados con empresas o entidades, públicas o privadas, que no tengan el carácter de despachos de abogados.

3º) Las relaciones que se establezcan entre abogados que se limiten a compartir locales, instalaciones u otros medios o servicios de cualquier naturaleza, siempre que se mantenga la independencia entre ellos, no se identifiquen de forma conjunta ante los clientes y no se atribuyan a la sociedad que eventualmente pudieran constituir los derechos y obligaciones inherentes a la relación establecida con los clientes.

4º) Las relaciones que se establezcan entre los despachos y los abogados cuando la actividad profesional concertada a favor de los despachos se realice con criterios organizativos propios de los abogados y la contraprestación económica percibida por éstos por dicha actividad profesional esté vinculada enteramente a la obtención de un resultado o a los honorarios que se generen para el despacho por la misma. Se exceptúan de este supuesto las relaciones en las que se garantice a los abogados por la actividad profesional concertada, periódicamente, unos ingresos mínimos.

5º) Las actividades profesionales que desarrollen los abogados contratados por un despacho, con autorización de éste, a favor de sus propios clientes cuando cobren los honorarios devengados por tales actividades profesionales directamente de los mismos.

6º) Las actividades profesionales que realicen los abogados contratados por un despacho derivadas del turno de oficio, sin perjuicio de lo dispuesto en el ap. 3 del art. 10 de este real decreto.

7º) Los abogados que prestan servicios en un despacho con cuyo titular tengan una relación familiar y convivan con él, salvo que se demuestre la condición de asalariados de los mismos. A estos efectos se considerarán familiares el cónyuge, los descendientes, ascendientes y demás parientes por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado inclusive y, en su caso, por adopción.

12.2.  Fuentes de la relación laboral especial

Los derechos y obligaciones concernientes a la relación laboral de carácter especial que se establece entre los abogados y los despachos de abogados para los que trabajan se regulan:

a) Por las disposiciones de este real decreto.

b) Por los convenios colectivos específicos y de aplicación exclusiva a los despachos de abogados.

c) Por la voluntad de las partes, expresada en el contrato de trabajo, que habrá de respetar lo dispuesto en las disposiciones y convenios colectivos antes citados.

d) Por los usos y costumbres profesionales.

12.3.  Derechos y deberes de los abogados

• Derechos

Con carácter general, los abogados, en su condición de trabajadores de la relación laboral especial, tendrán los derechos que se establecen en el art. 4.1 y 2 del E.T., con el contenido y alcance que, para cada uno de ellos, se establecen en el R.D. que regula esta relación laboral especial y, específicamente, los abogados tendrán, en la relación de trabajo concertada con los despachos, los siguientes:

a) Poder actuar, en todo momento, de acuerdo con los principios, valores, obligaciones y responsabilidades que imponen a los mismos las normas que rigen la profesión de abogado, incluidas las éticas y deontológicas.

b) Recibir durante el desarrollo de la relación laboral la formación necesaria para mantener un nivel adecuado de capacitación técnica y profesional, en los términos previstos en este real decreto, en el convenio colectivo de aplicación o en el contrato de trabajo.

c) Participar en las actividades docentes e investigadoras que desarrolle el despacho, en los términos que se acuerde en los convenios colectivos que resulten de aplicación o en el contrato de trabajo que se concierte.

d) Poder asesorar y defender al cónyuge y demás familiares por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado inclusive, y en su caso por adopción, sin perjuicio del régimen de exclusividad que se concierte.

• Deberes

Los abogados, en el ejercicio de su actividad profesional, asumen respecto de los despachos a los que se vinculen en virtud de esta relación laboral especial, los siguientes deberes:

a) Cumplir las obligaciones inherentes a los servicios profesionales contratados correspondientes a la profesión de abogado, de conformidad con las reglas de la buena fe y con la diligencia exigida en las normas que rigen la indicada profesión.

b) Cumplir las obligaciones impuestas a los trabajadores en la normativa de prevención de riesgos laborales y observar las medidas de prevención que se adopten para proteger su seguridad y salud en el trabajo y la de aquellas otras personas a que pueda afectar su actividad profesional.

c) Cumplir las órdenes e instrucciones del titular del despacho, salvo que contravengan los principios y valores de la abogacía o las obligaciones que imponen a los abogados las normas que rigen la profesión.

d) No concurrir profesionalmente con la actividad del despacho, en los términos previstos en este real decreto, en el convenio colectivo o en el contrato.

e) Contribuir a la mejora del funcionamiento del despacho mediante la mejora de la calidad de los servicios prestados por el mismo.

f) Completar y perfeccionar su formación y capacitación profesional siguiendo las directrices del titular del despacho.

12.4.  Titulares de los Despachos

A los titulares de los despachos de abogados, en el ejercicio de su poder de dirección, les corresponde:

a) La organización, planificación y dirección del trabajo de los abogados que trabajen para el despacho, y ello sin perjuicio de la participación que en tales cometidos se reconozca a los mismos, que se determinará, en su caso, en los convenios colectivos o en los acuerdos alcanzados entre los despachos y los representantes de los abogados.

b) Distribuir los clientes y los asuntos del despacho entre todos los abogados que trabajan en el mismo así como dar las órdenes o instrucciones oportunas sobre la forma en que se hayan de prestar los servicios profesionales de los mismos.

c) Verificar el cumplimiento por parte de los abogados que trabajan en los despachos de las obligaciones laborales que hubieran asumido en el contrato, así como controlar la actividad profesional que desarrollen, respetando en todo caso lo establecido en el apartado siguiente.

Los titulares de los despachos deberán ejercer el poder de dirección que se les reconoce respetando, en todo caso, los principios y valores que son inherentes al ejercicio profesional de la abogacía y preservando en todo momento el cumplimiento de las obligaciones y responsabilidades que imponen a los abogados las normas que rigen el ejercicio de la profesión de abogado. En particular, los titulares de los despachos deberán respetar la libertad y la independencia profesional de los abogados en el ejercicio de la profesión.

Asimismo, los titulares de los despachos, en el ejercicio de su poder de dirección, no podrán dar órdenes o instrucciones ni encomendar asuntos a los abogados que trabajan en los despachos que impliquen la realización de actividades que sean legalmente incompatibles, o que vulneren las obligaciones que legalmente tienen los abogados de no actuar en defensa de intereses en conflicto o de guardar el secreto profesional.

12.5.  Forma y contenido del contrato

El contrato de trabajo deberán formalizarse por escrito y podrán concertarse bajo cualquiera de las modalidades previstas legalmente, siempre que se cumplan los requisitos y condiciones establecidos para la modalidad elegida en la normativa común o en el propio R.D. 1331/2006.

Del contrato se extenderán dos copias firmadas por las partes contratantes, entregándose una a cada una de ellas. Una copia básica del contrato se remitirá al servicio público de empleo correspondiente y otra a los representantes legales de los abogados.

En el contrato deberán constar, como mínimo, las siguientes especificaciones:

a) La identidad de las partes contratantes, incluyendo el domicilio del despacho.

b) El objeto y la modalidad del contrato.

c) La duración del contrato y del periodo de prueba, en su caso.

d) El régimen de jornada, horarios de trabajo, vacaciones y descansos.

e) La retribución convenida.

f) El régimen de la prestación de los servicios.

g) El pacto de no competencia postcontractual, en caso de que se acuerde.

12.6.  Duración del contrato y periodo de prueba

El contrato de trabajo podrá celebrarse por tiempo indefinido o por duración determinada en los términos que están previstos en el Estatuto de los Trabajadores y sus normas de desarrollo, con las peculiaridades establecidas en el R.D. 1331/2006.

Los contratos que concierten los abogados y los despachos podrán someterse a un periodo de prueba que en todo caso deberá constar por escrito. En defecto de pacto en convenio colectivo, el periodo de prueba no podrá exceder de seis meses en el caso de contratos de carácter indefinido y de dos meses en el caso de contratos de duración determinada, si su duración es superior a dicho periodo de tiempo.

12.7.  Contrato en prácticas

Podrán celebrarse contratos de trabajo en prácticas con quienes estando habilitados para ejercer la profesión de abogado deseen iniciarse en el ejercicio profesional de la abogacía y adquirir el aprendizaje práctico de dicha profesión, colaborando o participando para ello en la actividad profesional del despacho.

Las condiciones en que habrán de realizarse los indicados contratos en prácticas serán las previstas en el art. 11 del E.T., con las siguientes peculiaridades:

a) El plazo de cuatro años a que se refiere el citado precepto legal se empezará a contar desde la fecha en que se hubiera obtenido el título que habilite para el ejercicio de la profesión de abogado.

b) La actividad laboral que el trabajador desarrolle en el despacho deberá permitir adquirir el aprendizaje práctico de la profesión de abogado.

c) Al trabajador se le asignará como tutor de las prácticas que realice a un abogado del despacho, que deberá tener más de 5 años de antigüedad en el ejercicio de la profesión.

d) El trabajador tendrá derecho a adaptar su jornada y horario de trabajo para asistir a actividades formativas externas que tengan la misma finalidad, en los términos previstos en el convenio colectivo o en el contrato de trabajo.

e) Si el trabajador continúa prestando servicios después de agotar la duración máxima del contrato, éste se transformará en indefinido y continuará rigiéndose por lo dispuesto en el R.D. 1331/2006.

El titular del despacho en que se hubieran realizado las prácticas, deberá entregar al trabajador a la finalización del contrato un certificado en el que conste la naturaleza de las actividades realizadas, el grado de prácticas alcanzado y la duración de las prácticas.

En todo caso, no podrá celebrarse el contrato en prácticas:

a) Con quienes hubieran estado vinculados con el mismo u otro despacho con otro contrato de trabajo en prácticas que haya agotado su duración máxima.

b) Con quienes hubieran estado vinculados con el mismo u otro despacho con el contrato de trabajo especial regulado en el R.D. 1331/2006, por un período superior a dos años.

c) Con quienes hubieran ejercido con anterioridad la profesión de abogado por cuenta propia o en virtud de un contrato suscrito con empresas o entidades, públicas o privadas, que no tengan el carácter de despachos, por un período superior a dos años.

Las prácticas realizadas, en su caso, para acceder a la profesión de abogado conforme a lo previsto en la L. 34/2006, de 30 de octubre, sobre el acceso a las profesiones de abogado y procurador de los tribunales, no impedirán que obtenida esta habilitación legal se puedan concertar con el mismo trabajador y en los términos del R.D. 1331/2006 contratos de trabajo en prácticas de cuya duración en todo caso se deducirá el tiempo de realización de aquéllas.

12.8.  Jornada y horarios de trabajo

• La duración de la jornada de trabajo de los abogados será la que se pacte en convenio colectivo o, en su defecto, en el contrato de trabajo, no pudiéndose superar en ningún caso los límites de duración de la jornada que se establecen en la Ley del Estatuto de los Trabajadores, calculados en cómputo anual. Se considerará tiempo de trabajo el tiempo que los abogados permanezcan en el despacho realizando actividades propias de su profesión y el que dediquen fuera del despacho para la asistencia y defensa de los clientes.

• No se computará a efectos de la duración máxima de la jornada de trabajo, sin perjuicio de su compensación económica, el tiempo que empleen los abogados en los desplazamientos o esperas, salvo que durante los mismos realicen actividades propias de su profesión. En los convenios colectivos se determinarán los supuestos concretos de desplazamientos y esperas que no se computarán a efectos de la duración máxima de la jornada.

• La jornada de trabajo de los abogados se podrá distribuir de forma irregular a lo largo del año por convenio colectivo, acuerdo entre el despacho y los representantes de los abogados o acuerdo individual entre el despacho y el abogado.

• En todo caso, la distribución de la jornada de trabajo deberá hacerse de tal manera que se asegure el servicio a los clientes y el cumplimiento de los plazos procesales.

12.9.  Suspensión del contrato de trabajo

El contrato de trabajo especial se suspenderá por las causas y con los efectos previstos en el art. 45 y ss. del E.T. En caso de excedencia voluntaria, el abogado que durante la misma ejerza la profesión en otro despacho, sin la correspondiente autorización, perderá el derecho al reingreso, lo que determinará la extinción del contrato de trabajo.

Además, el contrato de trabajo especial quedará también suspendido, durante dos años, cuando el abogado pase a tener la condición de socio del despacho y, en consecuencia, pase a estar vinculado con el mismo con una relación de carácter no laboral. Si el abogado mantiene esta relación más de dos años, el contrato de trabajo especial se extinguirá sin derecho a obtener ninguna indemnización.

12.10.  Extinción del contrato de trabajo

• El contrato de trabajo especial podrá extinguirse por las causas y con los efectos previstos en los arts. 49 a 56 del E.T., con las modulaciones o adaptaciones que se establecen en el R.D. 1331/2006.

• En atención a la especial confianza que caracteriza a esta relación laboral especial, y dejando a salvo el acuerdo al que puedan llegar las partes, la readmisión del abogado será obligatoria en caso de despido de un representante legal o sindical de los abogados o cuando el despido se hubiera declarado nulo por ser discriminatorio o haberse vulnerado derechos fundamentales.

A) Extinción del contrato por voluntad del abogado.

- El abogado podrá solicitar la extinción del contrato de trabajo que tenga concertado con el despacho por las causas y con los efectos previstos en el art. 50 del E.T.

- Asimismo, el abogado podrá extinguir el contrato de trabajo preavisando con una antelación suficiente para que el titular del despacho pueda adoptar las medidas que resulten necesarias para evitar perjuicios a los intereses de los clientes y a los del despacho.

- La duración del preaviso se podrá acordar en convenio colectivo o, en su caso, en el contrato de trabajo, no pudiendo ser inferior a 45 días ni superior a tres meses.

- En todo caso, el abogado que ejercite las acciones resolutoria y de desistimiento antes mencionadas deberá informar al titular del despacho sobre la situación en que se encuentran los asuntos que tuviera encomendados y poner a disposición del mismo la documentación correspondiente con el fin de que pueda encauzar los asuntos y dar continuidad al asesoramiento y defensa de los clientes por parte del despacho.

- El titular del despacho podrá exigir al abogado el resarcimiento de daños y perjuicios en el caso de que éste no respete el plazo de preaviso o no cumpla con la obligación de informar de los asuntos que tenga encomendados, si de ello se derivan perjuicios para el despacho.

B) Extinción del contrato por voluntad del titular del despacho.

- El titular del despacho podrá extinguir el contrato de trabajo especial por las causas y con los efectos previstos en el art. 49 y ss. del E.T.

- Además, el titular del despacho podrá extinguir el contrato de trabajo, en las condiciones previstas en el art. 53 del E.T., en los siguientes supuestos:

a) Cuando exista una manifiesta y grave quiebra de la confianza entre el abogado y el titular del despacho que tenga su origen en la actuación profesional del abogado o en su relación con los clientes y así se acredite por el titular del despacho.

b) Cuando se acredite asimismo, por el titular del despacho, que el abogado no mantiene un nivel profesional adecuado y, en consecuencia, no puede ejercer la profesión con plenas garantías para los intereses de los clientes.

En todo caso, para que el acuerdo de extinción del contrato de trabajo al amparo de estas causas sea válido será necesario que en la comunicación que se haga al abogado consten con suficiente detalle las actuaciones profesionales o las relaciones con los clientes en que se base la pérdida de la confianza o el inadecuado nivel profesional y que el preaviso que se conceda al abogado tenga una duración de al menos 45 días.

El abogado, producido el preaviso, y con independencia de que impugne la decisión extintiva, deberá informar al titular del despacho de la situación de los asuntos que tuviera encomendados y poner a disposición del mismo la documentación correspondiente.

V.  RESUMEN DE OTRAS DISPOSICIONES DE CARÁCTER LABORAL

1.  FIESTAS LABORALES

Normativa

- Art. 37.2. T.R.L.E.T.

- Arts. 45 a 47, R.D. 2001/1983, 28 jul. (B.O.E. del 29).

- En lo relativo a «Jornadas Especiales»: R.D. 1561/1995, 21 sept. (B.O.E. del 26); modificado en lo relativo a «Trabajo en el Mar» por el R.D. 285/2002, 22 mar. (B.O.E. 5 abr.), y en lo relativo a «Transporte y Trabajos Aéreos» por el R.D. 294/2004, 20 feb. (B.O.E. del 27).

a) De carácter cívico:


	 12 de octubre (Fiesta Nacional de España) 

	 6 de diciembre (Día de la Constitución) 



b) De acuerdo con el T.R.L.E.T.:


	 1 de enero (Año Nuevo) 

	 1 de mayo (Fiesta del Trabajo) 

	 25 de diciembre (Natividad del Señor) 



c) En cumplimiento del artículo III del Acuerdo con la Santa Sede de 3 de enero de 1979:


	 Viernes Santo 

	 15 de agosto (Asunción de la Virgen) 

	 1 de noviembre (Todos los Santos) 

	 8 de diciembre (Inmaculada Concepción) 



d) En cumplimiento del artículo III del Acuerdo con la Santa Sede de 3 de enero de 1979:


	 6 de enero (Epifanía del Señor) 

	 19 de marzo (San José) o 25 de julio (Santiago Apóstol) 

	 Jueves Santo 



Cuando alguna de las fiestas coincida en domingo, el descanso laboral correspondiente se disfrutará el lunes inmediatamente posterior.

Las Comunidades Autónomas podrán sustituir el descanso del lunes de las fiestas nacionales que coincidan en domingo, por la incorporación a la relación de fiestas de las respectivas Comunidades de otras que les sean tradicionales en su territorio.

De las del apartado d), las Comunidades Autónomas podrán sustituir estas fiestas por otras de tradición que le sean propias.

Total 12 fiestas.

Los Ayuntamientos podrán ampliar 2 fiestas más (denominadas locales). Total 14 FIESTAS.

2.  HORAS EXTRAORDINARIAS

Concepto

Tendrá la consideración de hora extraordinaria cada hora de trabajo que se realice sobre la duración máxima de la semana ordinaria de trabajo establecida legal o convencionalmente.

Las horas de trabajo que rebasen la máxima legal, pero no superen la jornada ordinaria anual o de ciclos inferiores en su distribución semanal, si dicha jornada se hubiera convenido, no tendrán la naturaleza de extraordinarias. En cambio, las que excedan de la jornada anual o ciclos inferiores, en su distribución semanal, así como de 9 horas diarias, serán siempre retribuidas como extraordinarias.

Retribución

El valor de la hora extraordinaria no será, en ningún caso, inferior al valor de la hora de trabajo ordinaria. En Convenio Colectivo o, en su defecto en el contrato de trabajo, se decidirá entre abonar tales horas extraordinarias en la cuantía que fije el Convenio (o el mínimo legal indicado) o compensarlas por tiempos equivalentes de descanso retribuido.

Si tal opción no se prevé en Convenio ni contrato individual, las horas extraordinarias realizadas deberán ser compensadas mediante el oportuno y equivalente descanso dentro de los 4 meses siguientes a la fecha de su realización.

Límites

El número de horas extraordinarias no podrá ser superior a 80 al año. El Gobierno podrá suprimir o reducir este límite por tiempo determinado, con carácter general o para ciertas ramas de actividad o ámbitos territoriales, para incrementar las oportunidades de colocación de los trabajadores en paro.

Excepciones

• Las horas trabajadas en exceso sobre la jornada ordinaria para prevenir o reparar siniestros y otros daños extraordinarios y urgentes, sin perjuicio de su compensación como extraordinarias, no computan a efectos del límite máximo.

• Las horas extraordinarias que hayan sido compensadas mediante descanso retribuido dentro de los 4 meses siguientes a su realización, tampoco computan a efectos del límite máximo.

Prohibiciones

Se prohíbe realizar horas extraordinarias:

• A los menores de 18 años (art. 6, T.R.L.E.T.).

• A los trabajadores nocturnos, salvo en los casos de :

- supuestos de ampliación de jornada

- cuando resulten necesarias para prevenir y reparar siniestros u otros daños extraordinarios y urgentes, y

- en el trabajo a turnos, en caso de irregularidades en el relevo de los turnos por causas no imputables a la empresa (art. 32, R.D. 1561/1995).

• A los trabajadores contratados a tiempo parcial, excepción hecha de las que se realicen o deban realizarse para prevenir y reparar siniestros u otros daños extraordinarios y urgentes.

• A los discapacitados contratados en los Centros Especiales de Empleo (art. 13, R.D. 1368/1985).

3.  JORNADA DE TRABAJO

La duración máxima de la jornada será de 40 HORAS SEMANALES de trabajo efectivo de promedio en cómputo anual.

• Mediante Convenio Colectivo o, en su defecto, por acuerdo entre la empresa y los Representantes de los Trabajadores se podrá establecer la distribución irregular de la jornada a lo largo del año. Tal distribución irregular deberá respetar, en todo caso, los siguientes períodos de DESCANSO:

- Diario: entre el final de una jornada y el inicio de la siguiente habrán de transcurrir, como mínimo, 12 horas.

- Semanal: día y medio ininterrumpido que, como regla general, comprenderá la tarde del sábado o la mañana del lunes, y el domingo completo. Para los trabajadores menores de 18 años, este descanso mínimo será de 2 días ininterrumpidos.

A excepción de los menores de 18 años, el resto de trabajadores pueden acumular el descanso por períodos de hasta 14 días.

• Respetando el descanso entre jornadas, la jornada diaria de trabajo efectivo podrá superar las 9 horas cuando así se contemple en Convenio Colectivo o en Acuerdo concluido entre la empresa y los Representantes de los Trabajadores.

• Siempre que dentro de la jornada diaria se trabajen más de 6 horas seguidas (sin interrupción), deberá establecerse un período de descanso (durante la jornada) que no será inferior a 15 minutos. Este descanso sólo se considerará tiempo de trabajo efectivo cuando así se establezca por Convenio Colectivo o en el contrato individual de trabajo.

En el caso de los trabajadores menores de 18 años, este período de descanso tendrá una duración mínima de 30 minutos, y se establecerá siempre que la duración de la jornada diaria continuada exceda de 4 horas y media.

• El tiempo de trabajo se computará de tal modo que, tanto al comienzo como al final de la jornada laboral, el trabajador se encuentre en su puesto de trabajo (art. 34, T.R.L.E.T.).

4.  REDUCCIONES DE JORNADA

Por motivos familiares

Dispone el artículo 37.5 del TRLET (en la redacción dada por la L.Org. 3/2007, de 22 de marzo (BOE del 23).

«Quien por razones de guarda legal tenga a su cuidado directo algún menor de ocho años o una persona con discapacidad física, psíquica o sensorial, que no desempeñe una actividad retribuida, tendrá derecho a una reducción de la jornada de trabajo, con la disminución proporcional del salario, entre, al menos, un octavo y un máximo de la mitad de la duración de aquélla.

Tendrá el mismo derecho quien precise encargarse del cuidado directo de un familiar, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que por razones de edad, accidente o enfermedad no pueda valerse por sí mismo, y que no desempeñe actividad retribuida.

El progenitor, adoptante o acogedor de carácter preadoptivo o permanente, tendrá derecho a una reducción de la jornada de trabajo, con la disminución proporcional de salario de, al menos, la mitad de la duración de aquélla, para el cuidado, durante la hospitalización y tratamiento continuado, del menor a su cargo afectado por cáncer( tumores malignos, melanomas y carcinomas), o por cualquier otra enfermedad grave, que implique un ingreso hospitalario de larga duración y requiera la necesidad de su cuidado directo, continuo y permanente, acreditado por el informe del Servicio Público de Salud u órgano administrativo sanitario de la Comunidad Autónoma correspondiente y, como máximo hasta que el menor cumpla los 18 años. Por convenio colectivo, se podrán establecer las condiciones y supuestos en los que esta reducción de jornada se podrá acumular en jornadas completas.

La reducción de jornada contemplada en el presente apartado constituye un derecho individual de los trabajadores, hombres o mujeres. No obstante, si dos o más trabajadores de la misma empresa generasen este derecho por el mismo sujeto causante, el empresario podrá limitar su ejercicio simultáneo por razones justificadas de funcionamiento de la empresa.»

• La «guarda» del menor puede estar atribuida o ser ejercida tanto por los padres como por un tutor; que el derecho a la reducción de jornada y su efectivo ejercicio, en caso de menores de 8 años, se extingue en el momento que aquél cumple la mencionada edad. Tratándose del caso de discapacitados físicos, psíquicos o sensoriales (en el que no existe límite de edad) el derecho a la reducción y su efectivo ejercicio persiste hasta la recuperación del discapacitado, o, evidentemente, hasta que quien puede ejercitarlo quiera hacerlo ya que nada impide que pudiendo optar por la reducción de jornada, en función de sus particulares intereses u organización y entorno familiar, no lo hagan.

• Este derecho «a la reducción de jornada» es de naturaleza «individual», en contraposición a la naturaleza de «compartido y excluyente en su ejercicio» del permiso por lactancia en el que sólo uno de los progenitores puede ejercitarlo. Ello hace que, en su ejercicio, se pueda coincidir -«simultáneamente»- (tanto en diferentes empresas, como en la misma) por dos (o más) trabajadores. Sin embargo, caso de coincidir dos o más titulares de este derecho, en una misma empresa, si bien ninguno de ellos verá perjudicado o anulado su derecho, sí que puede verlo «limitado» cuando se trate de ejercitarlo simultáneamente (al mismo tiempo) con otro/s titular/es de aquel derecho, y siempre que éste derive de un mismo sujeto causante.

• Esta limitación del ejercicio simultáneo que puede imponer el empresario no tiene su razón de ser en el número de titulares del derecho derivado de un mismo causante sino en «razones justificadas de funcionamiento de la empresa» que en último término, y en caso de no aceptar el trabajador la limitación que pretenda imponer el empresario, deberán ser acreditadas y probadas como razonables y suficientes en el pertinente procedimiento judicial (art. 138.bis LPL).

• La concreción horaria y la determinación del período de reducción de reducción de jornada corresponderá al trabajador/a, dentro de su jornada ordinaria, y deberá preavisar al empresario con 15 días de antelación a la fecha en que se reincorporará a su jornada ordinaria.

• Asimismo, en el caso de nacimiento de hijos prematuros o con necesidad de hospitalización tras el parto (y debe entenderse que en tanto subsista la necesidad de atención hospitalaria al neonato, ya sea por su condición de prematuro o por cualquier otra circunstancia que lo haga precisar de la hospitalización) el padre o la madre tienen derecho a reducir su jornada de trabajo hasta un máximo de dos horas, con la disminución proporcional de salario.

5.  MADRES/PADRES DE LACTANTES

Los/as trabajadores/as, por lactancia de un hijo menor de 9 meses, tendrán derecho a una hora de ausencia del trabajo, que podrán dividir en 2 fracciones. Por su voluntad, podrá sustituir este derecho por una reducción de jornada normal en media hora con la misma finalidad, o acumularlo en jornadas completas en los términos que puedan preverse para tal caso en la negociación colectiva o en los acuerdos particulares y privados a que en cada caso pueda llegar la trabajadora con el empresario, siempre respetando, en su caso, lo que se haya previsto o establecido a través de la negociación colectiva. Este permiso podrá ser disfrutado indistintamente por la madre o el padre en caso de que ambos trabajen.

La duración de este permiso se incrementará proporcionalmente en caso de parto múltiple.

En los casos de nacimientos de hijos prematuros o que, por cualquier causa, deban permanecer hospitalizados a continuación del parto, la madre o el padre tendrán derecho a ausentarse del trabajo durante una hora. Asimismo tendrán derecho a reducir su jornada de trabajo hasta un máximo de dos horas, con disminución proporcional de salario.

La concreción horaria y la determinación del período de disfrute del permiso de lactancia corresponderá al trabajador/a, dentro de su jornada ordinaria, y deberá preavisar al empresario con 15 días de antelación a la fecha en que se reincorporará a su jornada ordinaria [art. 37. 4), 4 bis) y 6) T.R.L.E.T.].

6.  SUSPENSIÓN DEL CONTRATO POR MATERNIDAD, ADOPCIÓN Y ACOGIMIENTO, RIESGO POR EMBARAZO, RIESGO DURANTE LA LACTANCIA NATURAL DE UN MENOR DE 9 MESES, POR CAUSA DE VIOLENCIA DE GÉNERO, Y PATERNIDAD

Parto/maternidad

En el supuesto de parto, la suspensión del contrato, con reserva de puesto de trabajo tendrá una duración de 16 SEMANAS ininterrumpidas, ampliables en el caso de PARTO MÚLTIPLE en 2 SEMANAS MÁS POR CADA HIJO a partir del segundo. El período se distribuirá a opción de la interesada siempre que 6 semanas sean inmediatamente posteriores al parto sin perjuicio de que, en caso de que el padre y la madre trabajen, ésta, al inicio del período por maternidad, podrá optar porque el padre disfrute de una parte determinada e ininterrumpida del período de descanso posterior al parto, bien de forma simultánea o sucesiva con el de la madre, salvo que en el momento de ejercitarlo el padre, la reincorporación al trabajo de la madre suponga un riesgo para su salud. En caso de fallecimiento de la madre, el padre podrá hacer uso de la totalidad o, en su caso, de la parte que reste del período de suspensión.

En los casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el neonato deba permanecer hospitalizado a continuación del parto, el período de suspensión, podrá computarse, a instancia de la madre o, en su defecto, del otro progenitor, a partir de la fecha del alta hospitalaria. Se excluyen de dicho cómputo las primeras seis semanas posteriores al parto, de suspensión obligatoria del contrato de la madre.

En los casos de partos prematuros con falta de peso y en aquellos otros en los que el neonato precise, por alguna condición clínica, hospitalización a continuación del parto, por un período superior a siete días, el período de suspensión se ampliará en tantos días como el nacido se encuentre hospitalizado, con un máximo de trece semanas adicionales, y en los términos en que reglamentariamente se desarrolle (art. 48.4, T.R.L.E.T.).

Adopción y acogimiento

En los casos de adopción y acogimiento, tanto preadoptivo como permanente, de MENORES DE 8 AÑOS, la suspensión tendrá una duración de 16 SEMANAS ininterrumpidas, ampliables en el caso de ADOPCIÓN O ACOGIMIENTO MÚLTIPLE en 2 SEMANAS MÁS POR CADA HIJO a partir del segundo, contadas, a elección del trabajador/a, bien a partir de la decisión administrativa o judicial de Acogimiento, bien a partir de la resolución judicial constitutiva de la Adopción.

En el supuesto de discapacidad del hijo menor adoptado o acogido, la suspensión del contrato, tendrá una duración adicional de 2 SEMANAS. Si el padre y la madre trabajan, el período de suspensión se distribuirá a opción de los interesados, que podrán disfrutarlo simultánea o sucesivamente, siempre con períodos ininterrumpidos y con los límites de duración señalados, de tal manera que en los casos de disfrute simultáneo de períodos de descanso, la suma de los mismos no podrá exceder de las 16 semanas (18 semanas si se trata de hijo/adoptado/acogido discapacitado), o de las que correspondan en caso de adopción o acogimiento múltiple.

En los supuestos de ADOPCIÓN INTERNACIONAL, cuando sea necesario el desplazamiento previo de los padres al país de origen del adoptado, el período de suspensión podrá iniciarse hasta 4 semanas antes de la resolución por la que se constituye la adopción (art. 48.4, T.R.L.E.T.).

Riesgo durante el embarazo, o Riesgo durante la Lactancia natural

En los casos de riesgo durante el embarazo o riesgo durante la lactancia natural (en los términos previstos en el art. 26, aps. 2 y 3, L. 31/1995, 8 nov., L.P.R.L.), la suspensión del contrato por estas causas finalizará el día en que se inicie la suspensión del contrato por maternidad biológica o el lactante cumpla nueve meses o, en ambos casos, cuando desaparezca la imposibilidad de la trabajadora de reincorporarse a su puesto anterior o a otro compatible con su estado (art. 48.5, T.R.L.E.T.).

Víctimas de Violencia de Género

Suspensión con derecho a reserva de puesto de trabajo durante un período máximo de 18 meses.

La duración inicial de la suspensión no podrá ser superior a seis meses, salvo que judicialmente se prorrogue tal situación de suspensión (consumido aquel inicial período) por períodos de tres meses hasta alcanzar aquella duración máxima total de 18 meses.

Estas prórrogas de suspensión podrán ser acordadas judicialmente si, dentro de las medidas acordadas como protección a la mujer, se considerara que la efectividad del derecho de protección de aquella requiere, efectivamente, la continuidad de la suspensión del contrato más allá de los iniciales seis meses o de las prórrogas sucesivas de tres meses que se pudieran ir acordando.

Este período de suspensión tendrá la consideración de período de cotización efectiva a efectos de las correspondientes prestaciones de la Seguridad Social por jubilación, incapacidad permanente, muerte o supervivencia, maternidad y desempleo.

Esta situación tiene la consideración legal de «desempleo» a los efectos de lucrar las correspondientes prestaciones por esta contingencia (art. 208.1.2 T.R.L.G.S.S.) y su acreditación ante la correspondiente Entidad Gestora se realizará por medio de comunicación escrita del empresario acerca de la suspensión del contrato junto a la orden de protección a favor de la víctima, o en su defecto junto al informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios sobre la condición de víctima de violencia de género.

Paternidad

Esta nueva causa de suspensión fue establecida por la denominada Ley de Igualdad (L.Org. 3/2007, 22 mar.) que introdujo en el T.R.L.E.T. un nuevo art. 48.bis, merced al cual en los supuestos de nacimiento de hijo, adopción o acogimiento señalados en el art. 45.1.d) el trabajador (el padre, en el caso de nacimiento biológico y el «otro progenitor» en los casos de adopción o acogimiento) tendrá derecho a un período de suspensión del contrato de trabajo de 13 DÍAS ininterrumpidos que se ampliarán, en el caso de parto, adopción o acogimiento múltiples en dos días más a partir del segundo; suspensión del contrato que se reputa independiente del disfrute "compartido" de los períodos de descanso por maternidad que hemos analizado anteriormente.

En el supuesto de parto el derecho a la suspensión corresponde «en exclusiva» al otro progenitor (es decir, no puede ser compartido o atribuido a la madre), mientras que en el resto de supuestos el derecho corresponderá tan sólo a «uno de los progenitores», a elección de los interesados teniendo en cuenta que si el período de «descanso» por maternidad del art. 48.4 T.R.L.E.T. (las 16 o más semanas en caso de parto, adopción o acogimiento, únicos o múltiple) es disfrutado «en su totalidad» (íntegramente) por uno de aquellos, este derecho de suspensión por paternidad únicamente podrá ser ejercido por el otro progenitor.

Quien ejerza este derecho deberá hacerlo durante el período de tiempo comprendido entre la finalización del permiso por nacimiento previsto legal o convencionalmente ( o desde la fecha de la resolución por la que se constituye la adopción, o decisión administrativa o judicial de de acogimiento) y la fecha en que finalice la suspensión del contrato del art. 48.4 T.R.L.E.T. (16 semanas, o más en caso de parto o adopción/acogimiento múltiple), o bien inmediatamente después de la fecha de finalización de aquellas suspensión de contrato del art. 48.4 TRLET.

Esta suspensión podrá disfrutarse, previo acuerdo entre empresario y trabajador, a régimen de jornada completa o en régimen de jornada parcial de un mínimo del 5%, debiendo el trabajador comunicar al empresario, con la debida antelación, el deseo de ejercitar este derecho.

Esta situación, desde su instauración por la LO 3/2007 de igualdad, tiene la consideración de «situación protegida» para los trabajadores (tanto «por cuenta ajena» como «por cuenta propia») en el ámbito de cobertura de la Seguridad Social, y, por lo que hace a los trabajadores por cuenta ajena consiste en un subsidio económico del 100% de la base reguladora establecida para la prestación de IT derivada de contingencias comunes.

Ampliación del período de suspensión de contrato por paternidad en Familias Numerosas (disp. adic. 6ª, L. 2/2008, 23 dic. de Presupuestos Generales del Estado para 2009).

Para el caso de nacimientos, adopciones o acogimientos que se produzcan o constituyan a partir del 1 de enero de 2009, la suspensión tendrá una duración de 20 días cuando el nuevo nacimiento, adopción o acogimiento se produzca en una familia numerosa, cuando la familia adquiera dicha condición con el nuevo nacimiento, adopción o acogimiento, o cuando en la familia haya una persona con discapacidad.

Esta duración, a su vez, se ampliará en el supuesto de parto adopción o acogimiento múltiple en dos días más por cada hijo a partir del segundo, o si uno de ellos es una persona con discapacidad.

7.  EXCEDENCIA

7.1.  Voluntaria

Por Antigüedad: El trabajador, con al menos una antigüedad en la empresa de 1 año, tiene derecho a situarse en excedencia voluntaria por un plazo no menor a 2 años y no mayor a 5.

Por nacimiento de hijo (por naturaleza o adopción) o acogimiento ( permanente o preadoptivo): Se tendrá derecho a una excedencia no superior a 3 años, con reserva del puesto de trabajo durante el primer año, para atender el cuidado de cada hijo desde la fecha de su nacimiento, o en su caso la resolución judicial o administrativa. (art. 46, T.R.L.E.T.)

Por cuidado de familiar que no pueda valerse y no desempeñe actividad retribuida: Se tendrá derecho a período de excedencia de duración no superior a un año. El familiar debe serlo hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad y debe hallarse imposibilitado para valerse por sí mismo por razones de edad, accidente, enfermedad o discapacidad y no desempeñar actividad retribuida alguna.

7.2.  Forzosa

Forzosa para el trabajador, puesto que de hallarse en alguna de las circunstancias que se prevén debe pedir necesariamente la excedencia de su puesto de trabajo (o debe aceptar la decisión empresarial de acogerse a aquélla) ante la imposibilidad de desempeñar con normalidad el trabajo que venía realizando.

Son supuestos de excedencia forzosa:

a) El ejercicio de un cargo público. El cargo público de representación podrá ser por elección o designación. El ejercicio del cargo ha de comportar la imposibilidad para el trabajador de asistir al trabajo y atender a la prestación de sus servicios en la empresa.

b) El cumplimiento de un deber inexcusable de carácter público y personal. Cuando esta obligación suponga la imposibilidad de la prestación del trabajo debido en más del 20% de las horas laborales en un período de 3 meses, el empresario podrá exigir (a la vez que el trabajador obtener) la suspensión del contrato, constituyendo al trabajador en excedencia forzosa durante el tiempo que aquél deba prolongar el cumplimiento del deber público en tales condiciones. En caso de que no se supere este porcentaje, el cumplimiento del deber inexcusable podrá constituir motivo de petición de permisos laborales retribuidos para el trabajador

El reingreso debe ser solicitado por el trabajador excedente dentro del mes siguiente al cese en el cargo público, de no hacerlo así, el trabajador excedente conservará sólo un derecho preferente al reingreso en la primera vacante de su categoría profesional que se produzca en la empresa.

Antigüedad. Durante la vigencia de la excedencia el trabajador tiene derecho a que dicho período compute como de trabajo efectivo a efectos de antigüedad en la empresa.

8.  PERMISOS POR...

Nacimiento de hijo, enfermedad, fallecimiento, ...

2 DÍAS en caso de nacimiento de hijo o por el fallecimiento, accidente o enfermedad graves, hospitalización u intervención quirúrgica sin hospitalización que precise reposo domiciliario de parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que podrá ampliarse a 4 DÍAS cuando el trabajador/a necesite hacer un desplazamiento al efecto.

• Son familiares de primer grado en consanguinidad o afinidad: padres e hijos, del trabajador o de su cónyuge.

• Son familiares de segundo grado de consanguinidad o afinidad: hermanos, abuelos y nietos, del trabajador o de su cónyuge.

Matrimonio

Será de 15 DÍAS NATURALES.

Traslado de domicilio

UN DÍA por traslado de su domicilio habitual.

Deber público

Por el tiempo indispensable, para el cumplimiento de un deber inexcusable de carácter público y personal, comprendiendo el ejercicio del sufragio activo. Cuando conste en una norma legal o convencional un período determinado, se estará a lo que ésta disponga, en cuanto a duración de la ausencia y a su compensación económica.

Exámenes

Disfrute de permisos necesarios para concurrir a exámenes y preferencia a elegir turno de trabajo, cuando se cursen con regularidad estudios para la obtención de título académico o profesional.

Adaptación a la jornada ordinaria para asistencia a cursos de Formación Profesional, o permiso oportuno, con reserva del puesto de trabajo. Los términos y condiciones concretas del ejercicio efectivo de estos derechos se pactarán en Convenio Colectivo (art. 23, T.R.L.E.T.).

Desplazamientos fuera de la localidad de su domicilio

Las empresas por razones económicas, técnicas, organizativas o de producción, o por contrataciones referidas a la actividad empresarial, podrán desplazar a su personal por un tiempo NO SUPERIOR A 12 MESES EN UN PERÍODO DE 3 AÑOS comportando residencia en población distinta de la de su domicilio habitual, abonando, además de los salarios, los gastos de viaje y dietas.

Si dicho desplazamiento es superior a 3 MESES, el trabajador tendrá derecho a un mínimo de 4 DÍAS LABORABLES de estancia en su domicilio de origen por CADA 3 MESES de desplazamiento. Estos 4 días deben ser efectivos, por lo que no se contarán los días que invierta el trabajador en el viaje a su residencia y de vuelta a la localidad donde se halle desplazado. Los gastos de estos desplazamientos correrán a cargo del empresario (art. 40.4, T.R.L.E.T.).

Representantes de los trabajadores

Tendrán un crédito de horas retribuidas, cada uno de los miembros del Comité o Delegado de Personal en cada centro de trabajo, para el ejercicio de sus funciones, según la escala siguiente:



	Hasta 100 trabajadores
	15 horas



	De 101 a 250 trabajadores
	20 horas



	De 251 a 500 trabajadores
	30 horas



	De 501 a 750 trabajadores
	35 horas



	De 751 en adelante
	40 horas




En Convenio Colectivo podrá pactarse la acumulación de horas de los distintos miembros del Comité de Empresa y, en su caso, de los Delegados de Personal, en uno o varios de sus componentes, sin rebasar el máximo total, pudiendo quedar relevado o relevados del trabajo sin perjuicio de su remuneración (art. 68.e, T.R.L.E.T.).

Ejercicio de funciones de jurado

Como consecuencia del desarrollo legislativo del art. 125 Const. E., la L. Org. 5/1995, 22 may. (B.O.E. del 23), del Tribunal del Jurado, prevé en su art. 7 que el desempeño de las funciones de Jurado será retribuido e indemnizado (con cargo a los Presupuestos Generales del Estado) y que, además, aquel desempeño tendrá, a los efectos de la legislación laboral y la aplicable a los funcionarios, la consideración de «un deber inexcusable de carácter público y personal».

Trabajadoras embarazadas

Tendrán derecho a ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, para la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto, previo aviso al empresario y justificación de la necesidad de su realización dentro de la jornada de trabajo (art. 37.3.f ,T.R.L.E.T.).

Nacimientos Prematuros o con necesidad de hospitalización tras el parto.

La L. 12/2001, 9 jul., introdujo la posibilidad para los padres de una reducción de jornada con disminución proporcional de salario.

La circunstancia o hecho habilitante del permiso es el nacimiento de hijos prematuros o que, por cualquier causa, deban permanecer hospitalizados tras el parto. En estos casos, tanto el padre como la madre tienen derecho a ausentarse del trabajo, sin pérdida de retribución, durante una hora.

Visita a consultorios médicos

• Debe consultarse el Convenio Colectivo correspondiente a cada sector.

Búsqueda de empleo en caso de Despido Objetivo

6 Horas semanales de licencia/permiso retribuido para la búsqueda de nuevo empleo durante el período de preaviso legalmente establecido en caso de despido objetivo (art. 53.2, T.R.L.E.T.).

9.  RECIBOS DE SALARIOS

La documentación del salario se realizará mediante la entrega al trabajador de un recibo individual y justificativo del pago del mismo. El recibo de salarios se ajustará al modelo que apruebe el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, salvo que por Convenio Colectivo o, en su defecto, por acuerdo Empresa-Representantes de los Trabajadores, se establezca otro modelo que contenga con la debida claridad y separación las diferentes percepciones del trabajador, así como las deducciones que legalmente procedan (art. 29, T.R.L.E.T.).

• Modelo recibo justificativo del pago de salarios: O. 27 dic. 1994 (B.O.E. 13 en. 1995).

10.  PAGO DE SALARIOS

Podrá efectuarse en moneda de curso legal o mediante talón u otra modalidad a través de entidades bancarias, previo informe al Comité de Empresa o Delegado de Personal (art. 29.4, T.R.L.E.T.).

11.  ROPA DE TRABAJO

La O. 27 abr. 1946 (B.O.E. del 30), en la actualidad derogada, ya disponía que las empresas de más de 20 trabajadores fijos, facilitarán a sus operarios menores de 21 años un «mono azul». Debe consultarse, en cada caso, y según la actividad y naturaleza de los trabajos, el Convenio Colectivo de trabajo aplicable a la actividad y, en su caso, la normativa relativa a Seguridad y Salud laborables.

12.  TRABAJO NOCTURNO

Es el comprendido entre las 10 de la noche y 6 de la mañana, prohibido a los menores, según art. 6 T.R.L.E.T. En el trabajo en el mar la consideración de trabajo nocturno para los menores de 18 años se extiende desde las 22 h. hasta las 07 horas.

El empresario que recurra regularmente al trabajo nocturno deberá informar de ello a la autoridad laboral.

La jornada de trabajo de los trabajadores nocturnos no podrá exceder de 8 horas diarias de promedio, en un período de 15 días. Tales trabajadores no podrán realizar horas extraordinarias.

Se considerará trabajador nocturno a aquel que realice normalmente, en período nocturno, una parte no inferior a 3 horas de su jornada diaria de trabajo, así como aquel que se prevea que puede realizar en tal período una parte no inferior a un tercio de su jornada de trabajo anual.

13.  TRABAJOS PENOSOS Y PELIGROSOS

Los trabajadores menores de 18 años no podrán realizar trabajos nocturnos ni aquellas actividades o puestos de trabajo que el Gobierno, a propuesta del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, previa consulta con las organizaciones sindicales más representativas, declare insalubres, penosos, nocivos o peligrosos, tanto para su salud como para su formación profesional y humana. (art. 6, T.R.L.E.T.).

14.  CERTIFICADO DE TRABAJO

A instancia del trabajador, la empresa viene obligada a entregar a aquél un certificado en que haga constar únicamente el tiempo servido en la empresa y la clase de trabajo o servicio que hubiere prestado.

A la finalización del contrato de aprendizaje, el empresario deberá entregar al aprendiz un certificado en el que conste la duración del aprendizaje y el nivel de formación práctica y teórica adquiridas.

Asimismo, a la finalización del contrato en prácticas, el empresario deberá expedir al trabajador un certificado en el que conste la duración de las prácticas, el puesto o puestos de trabajo ocupados y las principales tareas realizadas en cada uno de ellos (arts. 3 y 12, R.D. 489/1998, 27 mar., B.O.E. 9 abr.).

15.  GRADOS DE PARENTESCO



	Grados
	TRABAJADOR / CONYUGE




	1er Grado
	Padres
	Suegros
	Hijos
	Yernos / Nueras



	2º Grado
	Abuelos
	Hermanos
	Cuñados
	Nietos



	3er Grado
	Bisabuelos
	Tío / Tía
	Sobrinos
	Biznietos



	4º Grado
	Primos
	–
	–
	–










	 (1) 

	La cuantía de la bonificación de este colectivo fue modificada por la disp. fin. 1ª del RD 1917/2008, 21 nov. (BOE 10 dic), diferenciándose de la bonificación ya establecida para el colectivo de mujeres en general que mantiene la bonificación inicial de 850 euros.
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	 (2) 

	Se considera trabajador con cargas familiares a aquél que tiene uno o más hijos a su cargo.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	La reducción de cotización de este colectivo fue introducida por la disp. adic 5ª de la L. 2/2008, 23 dic., De Presupuestos Generales del Estado para 2009 sin modificar el Programa de Fomento de Empleo Indefinido de la Ley 43/2006.
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	La reducción de la aportación empresarial será de 1 año salvo que, en una fecha anterior, los interesados cumplan los requisitos para ser beneficiarios de las bonificaciones reguladas en el art. 4 de la L. 43/2006, de 29 dic., en cuyo caso se aplicarán desde dicha fecha ésta últimas.
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